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El trabajo de investigación tuvo como objetivo determinar si es conveniente para la 
seguridad jurídica de las transferencias de propiedad inmueble la implementación de un registro 
constitutivo de la propiedad, se aplicó un tipo de estudio transversal, porque permitirá recolectan 
información en un solo momento. Siendo su propósito describir variables y analizar su incidencia 
e interrelación en un momento dado.  Las técnicas de recolección de datos fueron las encuestas 
para el público general y la entrevista que fue aplicada a jueces, registradores, abogados; la 
población de estudio estuvo constituida por los registradores, abogados, jueces y público en 
general de Piura. Se concluyó que  lo prescrito en el artículo 949 del código civil que rige el 
sistema de transferencia de los bienes inmuebles en el Perú, no garantiza la seguridad jurídica en 
la transferencia de la propiedad inmueble, generándose mayor controversia judicial existiendo la 
posibilidad de que se utilice este tipo de transferencias para evadir a los acreedores que actúan de 
buena fe, por tanto la inscripción constitutiva garantiza la seguridad jurídica toda vez que otorga 
mayor certeza y estabilidad jurídica en las transferencias de la propiedad inmueble, por ende, es 
que propone que se regule principalmente aspectos notariales y registrales, respecto al tratamiento 
del sistema de inscripción en materia inmobiliaria . 
Palabras clave: seguridad jurídica, registro constitutivo de la propiedad, transferencia de 




















The objective of the research work was to determine if it is convenient for the legal security of 
real property transfers to implement a constitutive registry of the property, a type of cross-
sectional study was applied, because it will allow information to be collected in a single moment. 
Its purpose was to describe variables and analyze their incidence and interrelation at a given time. 
The data collection techniques were surveys for the general public and the interview was applied 
to judges, registrars, lawyers; the study population consisted of registrars, lawyers, judges and the 
general public of Piura. 
It was concluded that the provisions of article 949° of the civil code that governs the real estate 
transfer system in Peru do not guarantee legal security in the transfer of real estate property, 
generating greater judicial controversy, with the possibility of using this type of transfer to evade 
creditors who act in good faith, therefore the constitutive inscription guarantees the legal security 
since it grants greater certainty and legal stability in the transfers of the real estate property, 
therefore, it is that it proposes to regulate mainly notarial and registry aspects, with respect to the 
treatment of the system of inscription in real estate matter. 





















El tema de la transferencia de propiedad inmobiliaria ha sido objeto de innumerables 
obras y polémicas que nos conducen a reflexionar sobre los reales alcances de nuestro Sistema de 
Transferencia de Propiedad Inmobiliario; tal trascendencia ha tenido que en  algunas ocasiones 
se han propuesto alternativas de reforma que se dirigen primordialmente a la publicidad debida 
de las transferencias, para garantizar la seguridad jurídica de los adquirientes frente a terceros.  
Ello a consecuencia que las transferencias de inmuebles no son únicamente de interés 
entre las partes contratantes o intervinientes, por el contrario, tienen un interés social 
transcendente, que hace necesario que terceros no contratantes tomen conocimiento que se ha 
producido un desplazamiento de la titularidad de la propiedad, garantizando así la transparencia 
y confiabilidad que nuestro país necesita para que su tráfico inmobiliario tenga efecto directo en 
la seguridad jurídica que el sistema brinda. 
En nuestro derecho civil, cuando nos habla de transferencia de la propiedad 
inmueble, es de aplicación el artículo 949 del Código Civil, según el cual la sola obligación de 
enajenar un inmueble determinado hace al acreedor propietario de él, salvo disposición legal 
diferente o pacto en contrario, quizás el principal problema que existe es que deja de lado la 
seguridad frente a una doble venta, dando prioridad a uno que inscribe su derecho en registro 
públicos, quedando en desamparo aquel que solo siguió con lo referido al artículo 949 del código 
civil; esto trae como consecuencia que la inscripción en el registro de la propiedad inmueble no 
sea obligatoria, siendo entonces declarativa, mas no constitutiva de derechos. 
En consecuencia, por la aplicación del artículo 949 del código civil la transferencia 
de inmuebles por compraventa resulta siendo de carácter consensual, habiéndose adoptado la 
teoría espiritualista de procedencia francesa, siendo suficiente que entre vendedor y comprador 
exista un acuerdo respecto a los elementos esenciales de la compraventa, para que este último se 
convierta en propietario del bien inmueble, no requiriendo formalidad alguna. 
Pero la controversia no es tan sencilla, debido a que el tema del derecho de 
propiedad, sobre todo lo relativo a su transmisión convencional ha cobrado mucha importancia 
actualmente, que ella requiere potenciar la velocidad de las transferencia, y a la vez generar 
seguridad jurídica de las mismas y estas deficiencias e imperfecciones del sistema de transmisión 
convencional de la propiedad en el caso peruano, nos ha llevado a investigar el tema e identificar 
el problema de transferencia de la propiedad y otorgar la posibilidad que se tenga un sistema de 

















CAPITULO I: ASPECTOS DE LA PROBLEMÁTICA 
 
 
1.1. DESCRIPCIÓN DE LA PROBLEMÁTICA 
 
Es menester abordar el tema referido al sistema de transferencia de propiedad de 
bienes inmuebles en el Perú, dado que tiene implicancias tanto jurídicas como patrimoniales en 
nuestra realidad nacional; toda vez que la deficiente regulación influye directamente sobre la 
seguridad jurídica que se tiene frente a la enajenación de un bien inmueble. El origen de todo lo  
antes referido tiene su punto de partida en el artículo 923 el código civil que a letra define a la 
propiedad como “el poder jurídico que permite usar, disfrutar, disponer y reivindicar el bien. 
Este debe ejercerse en armonía con el interés social y dentro de los límites de la ley. 
Así pues en específico la propiedad inmueble de acuerdo a nuestra legislación 
peruana se transmite por el simple acuerdo de voluntades, esto consecuencia de haber heredado 
el sistema “espiritualista francés” o sistema “declarativo” claramente plasmado en el artículo 
949 del código civil que establece: “la sola obligación de enajenar un inmueble determinado 
hace al acreedor el propietario de, el salvo disposición legal diferente o pacto en contrario. Cómo 
podemos evidenciar el sólo consentimiento perfecciona la entrega, otorga la posesión efectiva 
del bien en favor del adquiriente de la propiedad de manera automática, aquí se expresa en su 
más lato grado la autonomía de la voluntad. 
Es entonces es en el perfeccionamiento del contrato donde se transfiere la propiedad, 
sin embargo el contrato permanece oculto ante terceras personas, permitiéndole gozar al 
adquiriente de su derecho solo frente a su contraparte y no erga omnes, ello trae consecuencias 
como la incertidumbre e inseguridad jurídica, tal cual lo menciona Gunther González Barrón en 
su libro “tratado de derecho registral inmobiliario”, sería sólo una propiedad relativa entre 
partes, dado que la absoluta es frente a todos los terceros; por tanto sólo con la debida inscripción 
en registros públicos es que el adquiriente se convierte en propietario absoluto. 
Siguiendo esta línea de ideas autores como el doctor Alfredo Bullard, citado por 
Roger Vidal Ramos en su libro “El sistema de transferencia de la propiedad inmueble en el Perú 
derecho civil peruano”, considera que desde la perspectiva del análisis económico del derecho 
el sistema de transferencia inmobiliaria del Perú debe cumplir con dos funciones; en primer 
lugar, debe permitir la máxima circulación de la riqueza esto significa conseguir que se den 
mayor número de operaciones de intercambio eficientes y posibles y en segundo lugar, debe 
eliminarse o por lo menos reducirse el riesgo de la ineficacia del derecho adquirido, es decir 
generar seguridad jurídica para los adquirientes. 
Así pues, el principio de seguridad jurídica exige que las normas sean claras, 
precisamente para que los ciudadanos sepan a qué atenerse; cuando se fomenta la confusión, 
cuando se oscurece el régimen jurídico deliberadamente o se incluye en la parte final de la norma 
disposiciones más bien propias del título preliminar o del preámbulo, de alguna manera se está 
afectando negativamente el criterio de seguridad jurídica, medida que nos da la intensidad y 
autenticidad del Estado de derecho en cada país de cada sistema jurídico (ARANA, 2015). 
El valor de la seguridad jurídica no es sólo abstracto, sino que su importancia puede 
justificarse desde el punto de vista también económico al constituir un elemento que reduce los 
costos propios de la transferencia se intercambios de bienes (Freyre, 2007). 
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La controversia surge sobre todo en los muchos casos en los cuales dos personas se 
disputan la titularidad de un inmueble a causa de haber adquirido el derecho de propiedad de un 
mismo titular enajenante, conocido también como la “”doble venta” admitiéndose la posibilidad 
que un segundo comprador pueda ganar el derecho de propiedad por el hecho de su actuar 
diligente inscribiendo en registros públicos su adquisición pese a que fue posterior a la del 
comprador que se rigió por lo establecido en el artículo 949 quedando este desamparado, en este 
orden de ideas el artículo 1135 del código civil (solución obligacional sobre la concurrencia de 
acreedores) nos dice lo siguiente:  “cuando el bien es inmueble y concurren diversos acreedores 
a quienes el mismo deudor sea obligado entregarlo, se prefiere al acreedor de buena fe cuyo 
título haya sido primeramente inscrito, o en defecto de inscripción, al acreedor cuyo título sea 
de fecha anterior. Se prefiere en este último caso, el título que conste de documento de fecha 
cierta más antigua”. 
Ante esta situación es necesario que el estado a través de sus normas brinde las 
garantías tanto jurídicas como económicas para el cumplimiento de un sistema de transferencia 
de propiedad óptimo que permita generar seguridad jurídica en los adquirientes, asimismo 
observando que sólo se logra la exclusión de la propiedad soluto y perfecta con la aplicación del 
artículo 1135 lo cual no se logra con la aplicación solitaria del artículo 949 para brindar una 
garantía y una certeza de la transferencia de propiedad inmueble es que nos planteamos la 
siguiente interrogante. 
 
1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
1.2.1. Problema General 
 
¿De qué manera es conveniente para la seguridad jurídica de las transferencias de 
propiedad inmueble la implementación de un registro constitutivo de la propiedad? 
 
1.2.2. Problemas Específicos 
 
 ¿Se garantiza la seguridad jurídica en las transferencias de propiedad inmueble con 
el actual sistema declarativo de propiedad? 
 
 ¿Es necesario un cambio normativo en la legislación civil y registral con la finalidad 
de implementar un sistema constitutivo en la transferencia de propiedad inmueble 
garantizando así la seguridad jurídica? 
 
 ¿Cuáles serían las consecuencias inmediatas que generaría la implementación de un 
sistema constitutivo de la propiedad inmueble en comparación con el sistema 
declarativo de la propiedad inmueble? 
 
 ¿Los costos de implementación de un registro constitutivo benefician a la seguridad 
jurídica de la transferencia de propiedad inmueble en el Perú?  
 
 
1.3. JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACION  
 
Esta investigación permitirá evidenciar la necesidad de establecer un régimen de 
inscripción constitutiva con el fin de contar con la seguridad que da el registro, tanto para los 
están involucrados directamente en la transferencia de un inmueble como para aquellos terceros 
de buena fe, que confían y guían su actuar por lo que publicita el registro, inclinándonos por el 
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grupo de doctrinarios que, son partidarios de esta propuesta entre los cuales tenemos a Mario 
Castillo Freyre, los doctores Solf y Muro y Oliveira, Alfredo Bullard González. 
Cabe resaltar que compartimos y justificamos la presente investigación en la idea de 
estos autores por cuanto se evidencia de la realidad la necesidad de contar con la seguridad que 
da el registro, por otro lado pretendemos aportar información para estudios jurídicos posteriores, 
los cuales pueden ser abordados desde diversos puntos de vista que complementen el presente.  
De esta manera se beneficiaría a todos los ciudadanos, a consecuencia de que se 
determinaría con seguridad quien es el propietario de un inmueble y las cargas que afectan el 
bien, sería un sustento ideal del sistema registral inmobiliario, impediría la especulación sobre 
inmuebles inexistentes, evitaría  la doble inscripción de un mismo inmueble en el registro, 
suprimiría que se construya en terreno ajeno de buena de, por falta desconocimiento de la 
correcta ubicación de los inmuebles, problema tan común en nuestros días, y finalmente se 
descartaría por completo la posibilidad de venta a un segundo o tercer adquiriente que ignora a 
primera enajenación. 
En el aspecto jurisprudencial, permite evidenciar una situación poco clara en cuanto 
a la custodia del derecho de propiedad de los adquirientes que no la inscriben en el registro, pese 
a que el artículo 949 del código civil establece el sistema declarativo de la propiedad y la 
inscripción en el registro es considerada una excepción, ello se desprende de  diversas 
casaciones entre las cuales podemos citar la Casación N° 2696-2014 Lima norte, la Casación 
N° 298-2007 Lima, cuyos fundamentos se inclinan por considerar que la propiedad inmueble se 
adquiere solo por el intercambio de voluntades;  no obstante en otras casaciones entre las que 
tenemos a la casación N° 2760-2014- Lambayeque , la CAS Nº 2430-07 Lima, establece que 
ante la concurrencia de iguales derechos reales sobre un mismo inmueble, la solución que otorga 
el ordenamiento civil es la de preferir a aquel que ha inscrito en primer lugar su derecho en los 
registros públicos tal como lo prescribe el artículo 1135.  
Es por ello que la presente investigación, propone imponer en nuestro país el sistema 
de  inscripción en forma distinta a la vigente exigida, exigiendo la inscripción como requisito 
constitutivo de los derechos reales que se establezcan sobre la propiedad inmueble inscrita. 
En cuanto al aspecto normativo, con esta investigación se evidenciará primero que 
el articulo1135 otorga la garantía y seguridad jurídica que no brinda el artículo 949;  así 
también se verificará la deficiencia del artículo 949 del Código Civil Peruano en cuanto al 
sistema de transferencia de propiedad de los bienes inmuebles y su repercusión en la seguridad 
jurídica de los titulares y adquirentes de derechos, siendo necesario pues que nuestro poder 
legislativo adopte ciertas reformas, en específico en el Código Civil a fin de que establezca un 
sistema constitutivo en las trasferencias de la propiedad inmueble. 
Pero no solo a nivel de legislación Civil, siendo necesario también establecer 
cambios normativos en la legislación registral, puesto que de establecerse un sistema 
constitutivo de transferencia de la propiedad, registros públicos debería establecer normativas 
en cuanto a plazos y carga, que serían las consecuencias inmediatas de este cambio.  
Como ultima justificación de esta investigación debo decir que la presente me 




1.4.1. Objetivo General 
 Determinar si es conveniente para la seguridad jurídica de las transferencias 







1.4.2. Objetivo Específico 
 
 Demostrar si la seguridad jurídica en las transferencias de propiedad 
inmueble se garantiza con el actual sistema declarativo de propiedad. 
 Determinar la necesidad de un cambio normativo en la legislación civil  y 
registral con la finalidad de implementar un sistema constitutivo en la 
transferencia de propiedad inmueble garantizando así la seguridad jurídica.  
 Establecer cuáles serían las consecuencias inmediatas que generaría la 
implementación de un sistema constitutivo de transferencia de la propiedad 
inmueble en comparación con el sistema declarativo de la propiedad 
inmueble. 
 Determinar si los costos de implementación de un registro constitutivo 
benefician a la seguridad jurídica de la transferencia de propiedad inmueble 
en el Perú 
 
1.5. DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El estudio será en un contexto a nivel nacional, en la cual se utilizará legislación comparada 
de otros países y dentro de un contexto laboral de registradores, jueces abogados, así mismo 
del público en general. 
 




CAPITULO II: MARCO TEORICO 
 
 
1.6. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 
1.6.1. Antecedentes nacionales 
 
(CHANDUVÍ, 2017) En su tesis titulada “CONSENSUALISMO DE LOS 
CONTRATOS DE COMPRAVENTA DE BIENES INMUEBLES VS SEGURIDAD 
JURÍDICA”, cuyo objetivo principal fue determinar de qué manera la contradicción entre el 
Consensualismo de los contratos de compraventa de bienes inmuebles (contenido en el art. 949° 
del C.C.) y el orden de prelación de derechos de propiedad establecido en la figura de 
concurrencia de acreedores de bienes inmuebles, (contenido en el artículo 1135° del C.C.), 
afecta la Seguridad Jurídica de los contratantes, en el Perú; así mismo concluyó que, La 
contradicción entre el Consensualismo de los contratos de compraventa de bienes inmuebles 
(contenido en el art. 949° del C.C.) y el orden de prelación de derechos de propiedad en la figura 
de concurrencia de acreedores de bienes inmuebles, (establecida en el artículo 1135° del C.C.), 
afecta negativamente la Seguridad Jurídica de los contratantes, en la manera en que respalda 
una propiedad relativa, no asegurando la exclusión total del derecho de propiedad y oponibilidad 
del mismo frente a terceros, caracteres necesarios del derecho de propiedad, para ser 
considerado un derecho absoluto; así mismo concluye que la Seguridad jurídica surge como 
necesidad de certeza de la validez por parte de todas las personas que celebran distintos actos 
jurídicos, es decir requieren contar con Seguridad Jurídica, a fin de garantizar los derechos 
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adquiridos y los actos jurídicos celebrados, entendida ésta como una perduración en el tiempo 
de los efectos traslativos que se generen; finalmente agrega que dentro de los motivos por los 
que se decidió adoptar en nuestra legislación el sistema francés de transmisión de propiedad 
inmueble se encuentra en primer lugar a que nuestro Código Civil vigente de 1936, proviene de 
la tradición de la codificación del Código Civil Francés de 1804; Además de esto el legislador 
sostenía que no se podía exigir a la población que toda adquisición inmobiliaria quede 
perfeccionada con la inscripción registral, por no existir oficinas notariales y oficinas registrales 
en todo el país; Así como el hecho de que en aquella época el sistema de inscripción registral 
aún no se encontraba desarrollado como en la actualidad. 
(TRUJILLO, 2016) En su tesis denominada "NECROPSIA DEL SISTEMA DE 
TRANSFERENCIA INMOBILIARIO PERUANO: UN ANÁLISIS CRÍTICO DE LA 
DISFUNCIONALIDAD DEL CONSENSUALISMO Y DE SU PERMANENTE 
VULNERACIÓN A LA SEGURIDAD JURÍDICA", tuvo como objetivo analizar las 
imperfecciones normativas presenta el sistema de transferencia de la propiedad inmueble en 
relación a la garantía y certidumbre jurídica de los potenciales adquirientes en el Derecho Civil 
Peruano, y cuya conclusión es la siguiente: la adopción del sistema consensual en nuestra 
legislación, según nuestra historiografía jurídica, fue consecuencia de la inspiración que se tuvo 
de la codificación francesa, cuyo sistema se viene manteniendo en el artículo 949 del código 
civil, Cómo ocultó al tradicionalismo jurídico, careciendo por tanto, dicho articulado de una 
base sociológica y axiológica nacional que lo respalde por lo que la afirmación que la sola 
obligación de enajenar transmite el derecho de propiedad sobre los inmuebles constituye un 
equívoco respecto a la naturaleza "real" del derecho de propiedad y la naturaleza obligatoria del 
acuerdo de transmisión; por cuanto es inconcebible la inexistencia de prestación en una relación 
obligatoria, así como también es inconcebible una simultaneidad entre la conclusión y ejecución 
del contrato. 
 
(MISARI, 2015) En su tesis titulada “EL COMPROMISO DE CONTRATAR Y SU 
ACCESO AL REGISTRO DE PROPIEDAD INMUEBLE” que tuvo como objetivo determinar 
el carácter de acto inscribible del compromiso de contratar en el Registro de Predios, cuya 
investigación fue de tipo jurídico propositiva; concluyendo que: Es importante resaltar la 
ubicación de los contratos preparatorios dentro de la tesis tradicional, pues al ser considerado el 
contrato de compromiso de contratar como uno de ellos, implícitamente aceptamos que este es 
un "contrato autónomo, independiente, perfecto y acabado", Lo que nos lleva a la conclusión 
que teniendo dichas características resulta factible que este tipo de contratos, al igual que 
muchos otros tenga también, el mismo derecho a contratar con el resguardo registral, siempre y 
cuando tenga efectos reales sobre inmuebles”; el autor concluye además que, la finalidad de 
alcanzar la inscripción registral de los contratos de compromiso de contratar radica en un 
"derecho-función" de este tipo de contratos, por medio del cual los contratantes buscan 
garantizar una contratación eficiente y el cumplimiento de la celebración del contrato definitivo 
que recaiga sobre derechos reales y que implícitamente estamos incentivando su utilización, 
pues los contratantes ver han asegurado sus pactos ya que no sólo serán opuestos entre privados, 
sino que la publicidad registral es entregar a las garantías necesarias, como la oponibilidad erga 
omnes; finalmente afirma que la redacción del artículo 219 del código civil es deficiente ya que 
el supuesto de su primer numeral señal a una suerte de " regla general" o "llave maestra", el cual 
permite que el compromiso de contratar, siempre y cuando tenga efecto sobre derechos reales, 
es materia de amparo registral; con lo cual, encontraría la herramienta necesaria para tener 
acceso a las esferas registrales, bajo la modalidad de" función de limitar derechos reales", 
dejando establecido que esta limitación debe ser entendida como una " limitación convencional" 
por medio de la cual las partes pactan con lazo la suscripción del compromiso de contratar la 
reserva de disposición del bien durante la duración del plazo establecido en el contrato. Esta 
inadecuada redacción del 2019 atendido además una lectura mecanizada y superficial desde su 
promulgación y ellos generado que los registradores piensen que el contrato de compromiso de 
contratar, no debe tener Amparo registral, por no ser un supuesto expreso del referido artículo. 
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Bravo (2014) en su tesis titulada "MEJOR DERECHO DE PROPIEDAD EN 
TRANSFERENCIAS DE BIENES INMUEBLES Y SEGURIDAD JURÍDICA", concluye que 
el Perú ha adoptado el sistema consensualista en la transferencia de propiedad existiendo un 
registro que no es constitutivo de derecho sino meramente declarativo, asimismo se recomienda 
modificar el artículo 949 del código civil, con la finalidad que la transferencia de la propiedad 
inmobiliaria se perfeccione con la inscripción registral, es decir que la sola obligación de 
enajenar un bien inmueble no hace al acreedor propietario. 
 
1.6.2. Artículos nacionales especializados 
 
(BULLARD GONZALES A. , 2006, pág. 108) En su artículo resume lo siguiente; 
“la música se escribe para ser escuchada. Un músico que compone al margen de la sensibilidad 
y necesidades de su público no tendrá éxito. Lo mismo pasa con el jurista que legisla al margen 
de la sensibilidad y necesidades de los usuarios del sistema legal. El sistema legal nos da la 
oportunidad de crear obras colectivas, en las que los interesados pueden participar en su 
creación. Estas obras colectivas posiblemente tendrán mayor aceptación porque reflejan lo que 
la gente espera y desea. Cuando uno deja de lado el principio de autonomía, renuncia a la 
creación colectiva y pretende imponer sus gustos y preferencias a las personas, obligándolas a 
soportar los principios que recoge la legislación. Activar la autonomía no se acerca por ello a 
un mundo más flexible y, por tanto, que responde a la realidad de las cosas, ello es indiscutible 
en una esfera contractual, donde la autonomía privada es la que regla. No vemos porque ellos 
no pueden ser igual en la esfera de las titularidades exclusivas como la propiedad. Sin duda le 
corresponde a la ley definir cuando una relación se opone a terceros. Pero le corresponde al 
titular del derecho decidir si quiere o no incurrir en los costos para ser que tal oponibilidad entre 
en vigencia. Ellos nos darán un sistema de propiedad más completo en el que no es el legislador 
el que completa la obra, sino cada uno de los individuos que intercambian su propiedad en el 
mercado. Con esa regla la propiedad ya no será más una obra inconclusa” (pág. 108). 
(VIDAL, 2010, pág. 22) este artículo se resume en lo siguiente, “el sistema peruano 
de transferencia de propiedad inmueble respalda la propiedad relativa, pues no permite excluir 
a todos, toda transmisión de propiedad debe estar dotada de seguridad jurídica en sus 
operaciones, favoreciendo la dinámica circulación de los bienes inmuebles, la inscripción 
declarativa en mérito al artículo 1135, otorga la garantía y seguridad jurídica que no brinda el 
artículo 949, constituyendo una excepción y reconociendo la importancia de la inscripción del 
título en el registro, en el artículo 949 del código civil, se evidencia el problema de la falta de 
publicidad en la adquisición de bienes inmuebles frente a terceros” (pág. 22). 
1.7. BASES TEORICAS 
 
1.7.1. Seguridad jurídica 
 
(ARANA, 2015) “El principio de seguridad jurídica exige que las normas sean 
claras, precisamente para que los ciudadanos sepan a qué atenerse; cuando se fomenta la 
confusión, cuando se oscurece el régimen jurídico deliberadamente o se incluye en la parte final 
de la norma disposiciones más bien propias del título preliminar o del preámbulo, de alguna 
manera se está afectando negativamente el criterio de seguridad jurídica, medida que nos da la 
intensidad y autenticidad del Estado de derecho en cada país de cada sistema jurídico” (pág. 
254). 
 
Complementando la posición de Arana, (RECASENS SICHES, 1981) nos menciona 
que “la seguridad pertenece a la esfera de la esencia del derecho. Sin seguridad no hay derecho 
ni bueno ni malo, ni de ninguna clase. Es verdad que además el Derecho deber ser justo, servir 
y lograr el bien común, etc. Si no lo hace, será injusto, estará injustificado, representará una 
frustración. Pero, lo que es seguro es que, si no representa un orden de seguridad, entonces no 
hay derecho de ninguna clase. La seguridad puede definirse como una garantía de paz social. 
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Tal expresión se entiende, desde el punto de vista de los miembros de la comunidad, como su 
conciencia o certeza de que la solución de los conflictos no puede producirse mediante el empleo 
de la violencia y de que el Derecho no puede desconocer la existencia de situaciones de hechos 
revestidos de una tal apariencia de solidez y rectitud, que su destrucción u olvido únicamente 
podrían acarrear efectos nocivos para el desenvolvimiento de las relaciones económicas y 
sociales” (pág. 525). 
 
También,  (SERRANO DE NICOLAS, 2001) nos menciona que “La función de la 
seguridad jurídica no es legitimar el Derecho, sino que su función es dotar de eficacia al sistema 
jurídico, actúa no como un valor moral, sino meramente instrumental, y en esta actuación de la 
seguridad jurídica es donde en este siglo XXI alcanza, por la mayor complejidad de las 
relaciones jurídicas, de la economía e incluso en las relaciones familiares o sucesorias, mayor 
relevancia la presencia del Notario, seguramente sabiendo aquilatar su función, pero, sin duda, 
conservando su esencia equilibradora” (pág. 147 – pág. 175).  
 
 (FREYRE, La Transferencia de propiedad inmueble en el Pérú y la Seguridada 
Jurídica, 2007) Señala que, “Cierto es que la seguridad jurídica requiere de gastos, la seguridad 
no es gratuita, sino que genera costos. No obstante, cierto es también que resulta más costosa la 
inseguridad”. (pág. 15) Y continúa, “El intercambio de bienes y con ello la posibilidad de que 
en efecto circule la riqueza, exige actualmente no solo la celeridad, sino también y 
fundamentalmente la seguridad”.  
 
Finalmente (BULLARD GONZALES A. , 2004), nos menciona que “Si los derechos 
no son percibidos como claramente definidos, entonces es más costoso contratar sobre ellos. La 
incertidumbre es económicamente un costo que se mide en función del riesgo de perder mi 
derecho. Cuando contrato sobre un bien inscrito y con un derecho bien definido, el riesgo 
disminuye. Al haber menos costo, por simple aplicación de la ley de oferta y demanda, la 
cantidad demandada aumenta. Si el “precio de la incertidumbre” es menor, entonces los costos 
de transacción son menores. En consecuencia, hay más contratos, mayor circulación de la 
riqueza y con ello mayor bienestar. Este es el principio que está detrás de la primera formulación 
del Teorema de Coase” (pag. 102).  
 
1.7.2. Noción de Propiedad  
 
La propiedad ha sido tradicionalmente un derecho absoluto, exclusivo y perpetuo. 
Lo primero significa que confiere al titular todas las facultades posibles, esto es, las de usar, 
disfrutar y disponer del bien objeto del derecho. Lo segundo quiere decir que, precisamente por 
ser absoluto o total, el derecho de propiedad no deja lugar o espacio para otro titular. El derecho 
del propietario excluye así todo otro derecho incompatible con él 
Es un derecho perpetuo, finalmente, porque no se extingue por el solo no uso, lo cual 
hace que la prescripción extintiva no afecte a la propiedad y que la acción reivindicatoria sea 
imprescriptible. 
1.7.2.1. La Propiedad en el Ámbito Constitucional 
 
(GUARNIZ IZQUIERDO, La propiedad como derecho fundamental, 2000) Nos 
menciona que “En su acepción constitucional, la propiedad es un derecho cuyas consagraciones 
más importantes se hallan en la declaración de derechos humanos (artículo 17) y en el catálogo 
de los derechos fundamentales de la parte dogmática de la constitución (artículo 2 inc. 16).  
El reconocimiento de la propiedad como un derecho fundamental implica su 
interpretación en un sentido más amplio que el derecho civil, ello se deriva de dos razones; la 
primera razón es que tratándose de un derecho fundamental, por principio de derecho 
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constitucional, su interpretación debe  ser lo más extensiva y protectora posible. Esto implica 
que no podría sostenerse, por ejemplo, que estando solo la propiedad amparada por la 
constitución como derecho fundamental, el estado podría expropiar derechos de usufructo sobre 
bienes muebles o de habitación sin que medien requisitos previstos en el artículo 70 de la carta 
magna, es decir, sin que la causa sea de seguridad nacional o necesidad publica declarada por la 
ley o sin el previo pago de una indemnización justipreciada.  
La interpretación constitucional se hace siempre en favor de los derechos 
fundamentales, puesto que ellos son concebidos como las garantías básicas que tiene el 
particular frente al estado (así se define a los derechos fundamentales llamados de primera 
generación entre los que se encuentra la propiedad) siendo su objeto una protección amplia del 
individuo que se expresa en esta preferencia por ellos como principios básicos. 
La segunda razón, es que no puede hablarse de una protección del derecho de 
propiedad, aun en su acepción más restringida, sino se apareja a ello la protección de otros 
derechos. Debe recordarse que la propiedad es definida como un derecho absoluto justamente 
porque encierra en sí todas las facultades que es posible tener sobre una cosa y, en este sentido, 
cualquier otro derecho distinto del de propiedad que pueda caber sobre ella es una 
desmembración de aquel. Así, si la propiedad encierra genéricamente las facultades de usar y 
disfrutar en favor del usufructuario, a tal punto que al propietario se le conoce como nudo 
propietario pues se dice que solo mantiene la propiedad desnuda ya que la única facultad que ha 
conservado para sí, es la de disponer.  
En  esta forma el ataque a uno de estos derechos que es desmembración del derecho 
de propiedad es un ataque indirecto a este puesto que se le está afectando en parte. 
De acuerdo a lo mencionado en las líneas anteriores puedes extraerse dos 
conclusiones; la primera que la alusión a la propiedad como derecho fundamental que se recoge 
en el artículo 2 inciso 16 de la constitución, no se restringe al derecho real regulado por el código 
civil, la segunda, que este concepto constitucional de propiedad abarca adicionalmente, por lo 
menos, a todos los demás derechos reales en su calidad de desmembración de aquel” (pag. 36 -  
pág. 37).  
 
 
1.7.2.2. La Propiedad en el Ámbito Civil 
 
(GUARNIZ IZQUIERDO, La propiedad como derecho fundamental, 2000) Nos 
menciona que “En su acepción civil, la propiedad es un derecho real que, como la mayoría de 
nuestras instituciones civiles proviene del derecho romano. Su contenido ha cambiado tanto a 
lo largo de la historia que sorprende la forma en que la doctrina jurídica ha ido variando la 
definición de sus caracteres clásicos con el único fin de seguir describiéndolo en base a 
cualidades con que se le conoció en la roma antigua. Así los comentaristas del derecho romano 
señalaban que la propiedad era un derecho absoluto, exclusivo, perpetuo y real, y actualmente 
sigue sosteniéndose la existencia de tales caracteres aunque sustancialmente redefinidos. 
 
En esta forma mientras en Roma se afirmaba que la propiedad era un derecho 
absoluto porque aún no se le concebían limitaciones importantes, actualmente pese a que tiene 
de manera creciente, se sigue diciendo que es un derecho absoluto que confiere al titular todas 
las facultades posibles, esto es, las de usa, disfrutar y disponer del bien objeto del derecho. 
 
Del carácter absoluto del derecho de propiedad deriva su exclusividad puesto que 
siendo un derecho que otorga las mayores facultades posibles sobre una cosa, no puede haber 
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dos titularidades contrapuestas que se otorguen ya que, en ese caso, no habría un derecho 
absoluto sino uno limitado al ejercicio del derecho de otro titular.  
El caso de la copropiedad, para salvar el carácter exclusivo, es interpretado como 
una cotitularidad del derecho de propiedad, con lo cual, no hay derechos  contrapuestos sino un 
derecho que se ejerce conjuntamente por dos o más personas. 
 
Se decía que la propiedad era un derecho perpetuo en tanto su extinción dependía de 
la voluntad del titular, es decir, el derecho no extinguía por el simple no ejercicio. Esta 
característica está abiertamente apartada de la concepción (y de la regulación) actual del derecho 
de propiedad pues, como se ha dicho muchas veces, a la sociedad le interesa que los bienes 
produzcan y por ello castiga al titular negligente para preferir  a un poseedor diligente en el caso 
de la institución denominada prescripción adquisitiva de dominio o para asumir el mismo la 
explotación o reasignación del bien en el caso de la institución denominada abandono. Sin 
embargo, también se ha intentado salvar la perpetuidad de la propiedad señalando que el derecho 
es perpetuo en tanto siempre va a existir un derecho de propiedad que recaiga sobre cada cosa. 
 
Por último el carácter real del derecho de propiedad no es menos conflictivo puesto 
que actualmente se afirma la caducidad de la distinción entre los derechos reales y derechos 
personales.  
En el artículo 923 del código civil se define a la propiedad como el poder jurídico 
que permite usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Como se ha visto en las líneas 
precedentes, la propiedad es un derecho absoluto o, para decirlo de otro modo, la propiedad no 
es un derecho sino una institución que encierra una gran diversidad de distintos derechos que 
son posibles sobre un bien y que se han agrupado bajo este concepto solo por cuestiones de 
sistemática y de técnica legislativa. El propietario, por el hecho de serlo, puede hacer respecto 
de  su bien todo aquello que no se le prohíba, es decir, en principio puede hacerlo todo de manera 
que cualquier restricción debe obedecer a una prohibición expresa. 
 
Siendo esto así, es obvio que todas las facultades de un propietario no se agotan en 
los cuatro escuetos poderes jurídicos que la norma del código civil  contempla.  
 
La razón por la que la propiedad se halla definida normativamente en base a ellos es 
que frente a la posibilidad de consignar todas las facultades de un propietario, se las ha querido 
mencionar de forma genérica en estos cuatro grupos de atribuciones. Esto no debe hacernos 
perder de vista,  sin embargo, la amplitud del derecho, pues ella no es útil para otras 
calificaciones jurídicas como la de la posesión” (pag. 38 -  pág. 39).  
 
1.7.3. Transferencia de la propiedad 
 
Al hablar de transferencia de propiedad estamos refiriéndonos a un conjunto de 
principios y reglas que orientan el desarrollo de una institución, siendo ésta, en el presente caso, 
el traslado de la titularidad del derecho de propiedad de un sujeto a otro (BELTRAN 
PACHECO, 2011, pág. 57).  
Por lo tanto, un sistema de transferencia de propiedad coherente debe dar al 
adquirente la certeza de poder excluir a cualquier otro pretendido adquirente, es decir, una 
posibilidad de exclusión total (BULLARD GONZALES A. , 2009, pág. 166). 
Los requisitos, que según Alfredo Bullard, debe cumplir todo sistema de 
transferencia de derechos de propiedad son; primero que “La propiedad debe estar reconocida 
objetivamente en el derecho positivo, de manera que su diseño le permita internalizar los costos 
y beneficios externos (externalidades derivados del uso y disfrute del bien) de la manera más 
efectiva al menor costo posible”, segundo “ La transmisión de la propiedad debe transferir de 
manera efectiva, de un titular a otro, la posibilidad de excluir a todos. Pues sólo cuando el 
adquirente reciba la facultad plena de exclusión, la propiedad puede cumplir su función 
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económica y social”, tercero “La transmisión de la propiedad debe basarse en un signo de 
cognoscibilidad que permita a los terceros identificar objetivamente quién goza de la titularidad 
para excluir. Este signo de cognoscibilidad debe ser público, de fácil identificación en lo posible 
inequívoco (de tal manera que no pueda publicitar simultáneamente dos derechos incompatibles 
entre sí), y que lo haga a bajo costo en relación al valor del bien cuya propiedad publicita. La 
facultad de exclusión debe derivarse directamente de la consolidación del signo de 
cognoscibilidad (por ejemplo, de la inscripción en el registro correspondiente). De lo contrario, 
estaremos ante el absurdo de que existan sujetos excluidos que no estén en la posibilidad de 
conocer quién y cómo los excluye” (BULLARD GONZALES A. , 2009, pág. 166). 
Por su parte, es importante precisar lo que señala Gastón Fernández Cruz, citado por 
Beltrán Pacheco, quien sostiene que las finalidades de todo sistema de transferencia son las 
siguientes (Beltrán Pacheco, 2011, pág. 57).  
Primero “Maximizar la circulación de la riqueza: Este objetivo precisa que el sistema 
de transferencia debe conseguir estimular la circulación de los bienes a fin de satisfacer el mayor 
número de necesidades de los sujetos, generando así riqueza que pueda ser objeto de afectación 
tributaria lo que implicaría beneficios económicos al fisco para derivarlo en la consecución de 
obras públicas. De este modo el derecho de propiedad cumple con su función económica. Así 
mismo mediante el estímulo a la circulación de los bienes se incentiva la inversión que permite 
una serie de beneficios colaterales como generar fuentes de trabajo y canales de producción”, 
segundo “Otorgar seguridad jurídica: Es fin de todo sistema de transferencia de propiedad el ser 
un conjunto de reglas seguras para los agentes económicos a fin de otorgarles certeza respecto 
de sus adquisiciones, lo que resulta fundamental en el estímulo de toda inversión, más aún 
cuando los riesgos implican costos que serán valorados en el análisis de realizar una 
adquisición”. 
En la transferencia de propiedad es fundamental complementar la adquisición con 
un adecuado medio de protección del derecho, teniendo éste por fin otorgarle a la propiedad un 
carácter exclusivo. Es así que se postula la necesaria existencia de modos publicitarios de 
adquisición del derecho de propiedad, los cuales deben ser precisos y de amplia difusión, siendo 
el más eficiente el modo registral.  
Por último “El reducir las adquisiciones a non domino: Respecto de este objetivo 
debemos indicar que éste alude a la protección de los intereses de los legítimos propietarios ante 
adquisiciones efectuadas por terceros (no propietarios) de buena fe. Pues por lo general se 
reviste de mayor importancia la protección de los intereses de los adquirentes por sobre la 
legitimidad de los enajenantes. Es así que, de actuar el sujeto enajenante (no propietario) 
conforme a la fe pública registral no se reconocerá un vicio de nulidad del acto, tal como 
acontece con los adquirentes de bienes muebles que actúan creyendo en la legitimidad de los 
enajenantes, los cuales mantendrán su adquisición” (BULLARD GONZALES A. , 2011).  
 
1.7.4. Transferencia bienes muebles 
 
En el derecho romano para que se transmita la propiedad, tanto de los bienes muebles 
como inmuebles, se requería del título y el modo como dos elementos distintos.  
En el derecho francés la transferencia de propiedad sea de bienes muebles o 
inmuebles, se produce por el solo intercambio de consentimientos, es decir es consensual, se 
considera al contrato, a la vez, como título y modo de trasmisión dominial. 
En el sistema alemán, la transmisión de la propiedad mueble opera con la entrega, el 
registro tiene carácter constitutivo para el nacimiento de la propiedad inmueble. 
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El vigente derecho peruano sigue el sistema romano del título y modo para la 
transferencia convencional de bienes muebles. El título es el contrato por el que se crea la 
obligación de entregar el bien. El modo es la traditio por la que se pone al adquiriente en la 
posesión real y efectiva del bien. Sin la concurrencia de estos dos requisitos no hay adquisición 
convencional de la propiedad mueble (LEÓN BARANDIARÁN, 1941, pág 41). 
El artículo de nuestro Código Civil la forma de transferencia de los bienes muebles 
está regulada por el artículo 947, el mismo que señala lo siguiente: "La transferencia de 
propiedad de una cosa mueble determinada se efectúa con la tradición a su acreedor, salvo 
disposición legal diferente." Se extrae del citado artículo dos requisitos para que opere la 
transferencia de propiedad de un bien mueble, en primer lugar, en tanto exige la existencia de 
un acreedor, se extrae que debe existir un contrato previo, es decir un título. En segundo lugar, 
luego del contrato, debe hacerse tradición (entrega) del bien al acreedor. 
Sin embargo, qué pasa si el derecho le dice a los potenciales adquirentes que confíen 
en que el poseedor de un bien es su propietario, y a partir de esta norma el adquirente es inducido 
a un error por el propio derecho. Felizmente, este problema está resuelto por nuestra legislación, 
que en su artículo 948 dispone “Quien de buena fe y como propietario recibe de otro la posesión 
de una cosa mueble, adquiere el dominio, aunque el enajenan te de la posesión carezca de 
facultad para hacerlo. Se exceptúan de esta regla los bienes perdidos y los adquiridos con 
infracción a la ley penal." 
Así, complementando los artículos 912 y 948, podemos decir que el interesado en 
adquirir un bien mueble, estará en principio protegido en su adquisición, siempre que adquiera 
el bien de aquel que es poseedor del mismo. Esto es acertado, pues, se provee a las transferencias 
de la seguridad necesaria y se facilitan las mismas utilizando el medio jurídicamente más idóneo 
para estos casos; la posesión. 
 
1.7.5. Transferencia bienes inmuebles 
 
(ESCOBAR, 2012) Señala “En el derecho occidental contemporáneo existen dos 
grandes sistemas de transferencia de propiedad, a saber: el sistema de la unidad del contrato y 
el sistema de la separación del contrato. El primer sistema se caracteriza por exigir la 
celebración de un solo negocio jurídico en el cual reposan las voluntades del transferente y del 
adquirente dirigidas a provocar la transferencia de la propiedad. El segundo sistema, en cambio, 
se caracteriza por exigir dos negocios jurídicos, uno obligacional y otro dispositivo, en los que, 
con distintas características y consecuencias, reposan las voluntades del transferente y del 
adquiriente dirigidas a provocar la transferencia de la propiedad” (pág. 46). 
 
Así mismo, con referencia específica al sistema adoptado por la legislación peruana, 
(VIDAL, 2010, pág. 22) señala “El sistema peruano de transferencia de propiedad inmueble es 
por excelencia de herencia e influencia francés, por lo cual adopta el sistema espiritualista 
francés o sistema declarativo, el antecedente del artículo 9492 del Código Civil de 1984 lo 
ubicamos en el artículo del Código Civil de 1936 que a la letra regulaba “la sola obligación de 
dar una cosa inmueble determinada, hace al acreedor propietaria de ella, salvo pacto en 
contrario” norma que también estaba contenida en el Código Civil de 1852 en sus artículos 574 
y 1306. Todos los artículos mencionados abandonan el sistema del derecho romano del título 
(el consentimiento) y el modo (la tradición), adoptando el sistema espiritualista francés para la 




1.7.6. Artículo 1135 del Código Civil 
 
 (AVENDAÑO VALDEZ, El derecho registral de la propiedad, el sistema registral 
peruano y la reforma del codigo civil, 2000, pág. 102) Manifiesta lo siguiente referente al citado 
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artículo, “¿Cuál es la consecuencia práctica de la aplicación del artículo 1135? que si bien en 
virtud del artículo 949 jurídicamente se transfiere el derecho de propiedad sobre un inmueble 
por el solo consenso (obligación enajenar implícita), esto no garantiza una posibilidad de 
exclusión de terceros. Es decir, que aun cuando un comprador nominalmente será propietario 
por la sola celebración del contrato, su derecho de propiedad des precario, en tanto si se produce 
una concurrencia de acreedores (cuando el vendedor le vendió el inmueble a otras personas) se 
preferirá a quien primero inscribió y de buena fe”.  
A ello (BULLARD GONZALES A. , 2009, pág. 166) explica claramente la facultad 
de exclusión de un derecho de propiedad, “el riesgo que está presente en toda transferencia 
radica en que podría no trasmitirse al adquiriente la posibilidad de excluir a los demás, o que la 
posibilidad de exclusión se de en términos imperfectos (por ejemplo, que se trasmita una 
propiedad sobre la cual recaía un usufructo o que estaba gravada). Si el riesgo no es eliminado 
por lo menos mitigado, el potencial adquiriente puede decidir no comprar o hacerlo a precio que 
se encuentra debajo del valor real del derecho que se adquiere. Un sistema de transferencia de 
propiedad coherente, en consecuencia, debe ofrecer una posibilidad de exclusión total”. 
A manera de conclusión  (AVENDAÑO VALDEZ, El derecho registral de la 
propiedad, el sistema registral peruano y la reforma del codigo civil, 2000, pág. 102) nos 
manifiesta lo siguiente: “(…) en el caso de bienes inmuebles, la protección registral es la que 
garantiza una posibilidad de exclusión más perfecta, pues es la que mejor permite a terceros 
identificar objetivamente quien goza de titularidad para excluir. Es un signo de cognoscibilidad 
público y no clandestino (como si lo es un sistema puro de transferencia consensual) de fácil 
identificación y de un relativo bajo costo, no necesariamente en cuento a su implementación, 
pero si respecto de los costos de identificación de derecho de propiedad; por lo menos si se 
compara con el costo que supone que los compradores deban efectuar en todos casos engorrosos 
estudios de títulos a efectos de garantizarse una posibilidad de exclusión absoluta, lo que podría 
llevaros simplemente a no contratar su aversión al riesgo es alta. El registro elimina esta 
ineficiencia del sistema”. 
 
1.7.7. Registro constitutivo de la propiedad 
 
El sistema de registro constitutivo, en el que no existe un derecho real extra registral 
y solo la inscripción produce la transmisión, constitución, modificación o extinción de los 
derechos reales, tiene sus adeptos en la actual doctrina peruana. Así, tenemos a (BULLARD 
GONZALES A. , 2006, pág. 108) quien reconoce la importancia del Registro como constitutivo 
del derecho de propiedad basado en un criterio individualista, propio de una economía de 
mercado, en el que es necesaria una seguridad jurídica estática. La seguridad jurídica a la que 
se refiere Bullard es un valor superior contenido en el espíritu garantista de la Carta 
Fundamental.  
 
Asimismo, (AVENDAÑO VALDEZ, El derecho registral de la propiedad, el sistema 
registral peruano y la reforma del codigo civil, 2000, pág. 102), hubiera preferido una 
clasificación de bienes registrables y no registrables, en lugar de la actual clasificación de 
acuerdo al criterio de la movilidad: muebles e inmuebles. Con ello pretende que el Registro sea 
constitutivo, puesto que su propuesta era que los actualmente considerados bienes inmuebles 
sean registrables. Además, 90 señala que el art. 949° del C.C. crea cierta inseguridad para el 










1.8. GLOSARIO DE TERMINOS BASICOS  
 
1.8.1. Propiedad: Señorío pleno sobre cualquier objeto externo de valor económico y 
susceptible de dominación. En buena cuenta, esta institución responde al natural 
sentimiento humano de apropiación de los objetos de la naturaleza, lo cual conlleven 
al propietario un "tener", pero que simultáneamente se manifiesta en un "excluir" a los 
terceros (BARRON, 2011, pág. 1241). 
 
1.8.2. Tercer Adquiriente: al que está determinado en un documento inscribible y es 
considerado como titular a través de los pronunciamientos registrales, aquel que ha 
entrado en relación jurídica con alguna de las partes de un contrato y respecto de los 
que es materia u objeto del mismo, ya en virtud de un nuevo negocio jurídico, ya en 
virtud de la Ley (Juridica, 2014). 
 
1.8.3. Contrato: El contrato es un acto jurídico plurilateral, referente a una relación jurídica 
obligacional de carácter patrimonial. 
 
1.8.4. Sistema declarativo de la propiedad: Sistema donde es suficiente que exista un 
acuerdo de por medio para que el comprador se convierta en propietario del bien 
inmueble, sin necesidad que exista un requisito adicional para que esta se concrete. 
Dicho ello la transferencia se produce en un solo momento de acuerdo con lo 
establecido al artículo 949 del código civil peruano, dejando de lado como no ocurre 
en otras legislaciones dos etapas (título y modo) (VIDAL, 2010, pág. 22). 
 
1.8.5. Registro de propiedad inmueble: Registro donde se anota la primera inscripción 
de determinado predio (inmatriculación). Aquí también se inscriben sus 
modificaciones, transferencias, cargas y gravámenes, entre otros actos inscribibles 
(SUNARP, 2019). 
 
1.8.6. Tradición: Es considerado el modo más antiguo de transmisión consiste en la entrega 
de la cosa por el sujeto enajenante denominado también tradente al adquiriente o 
accipiens (BELTRAN, 2001, pág. 90).  
 
1.8.7. Concurso de acreedores: Cuando existen dos o más personas que intervienen en la 
adquisición de la propiedad inmueble, conocido en la doctrina como “la doble venta” 
(VIDAL, 2010, pág. 22).  
 
1.8.8. Cognoscibilidad legal: Alude a que el público en general goza de la posibilidad de 
conocimiento de los datos incorporados al registro. No es necesario un conocimiento 
efectivo de dichos datos, basta que el interesado haya tenido la posibilidad de 
conocerlos (BARRON, 2002, pág. 1132). 
 
1.8.9. Publicidad Registral: Implica otorgar seguridad jurídica a sus usuarios. Este 
servicio funciona desde el Estado, ya que es el principal interesado en permitir la 
verificación de situaciones o relaciones jurídicas, mediante el acceso efectivo al 
contenido de las partidas registrales inscritas en los Registros Públicos del país (RPP, 
2016). 
 
1.8.10. Oponibilidad ante terceros: ofrecimiento a los particulares de la verdad oficial 
sobre las situaciones jurídicas del contenido de los Registros (RODRIGUEZ, 2015). 
 
1.8.11.  Bien mueble: son aquellos que pueden trasladarse fácilmente de un lugar a otro, 
pero que no solemos llevar encima cuando nos desplazamos. Los bienes muebles 
deben tener la característica de mantener su integridad completa y la del inmueble en 
el que se ubican. Por ejemplo, en este caso hablamos de mobiliario de un lugar, de los 




1.8.12. Bien inmueble: son aquellas posesiones que están anclados al suelo, por lo que 
también se les denomina bienes raíces. Están unidos de forma inseparable al terreno 
por lo que en este grupo englobamos a las parcelas, las casas, o las naves industriales. 
Así pues, se diferencian de los anteriores en que no podemos separarlos del terreno 
sin ocasionar daños a dichos bienes.  se inscriben en el Registro de la Propiedad, por 
lo que los titulares propietarios de dicho bien tienen mayor grado de protección sobre 
los mismos. Además, este tipo de bienes cobra especial importancia a la hora de la 
concesión de préstamos hipotecarios, ya que actúan como aval (Morante, 2014). 
 
 
1.9. MARCO REFERENCIAL  
 
2.4.1. La Propiedad 
 
 “La propiedad es el derecho de gozar y disponer libremente de nuestras cosas en cuanto 
las leyes no se opongan” (CASTAÑEDA, 1973). Por otro lado se formula que “la propiedad 
privada es, pues, el dominio libre y total de la voluntad de una persona sobre cualquier medio o 
instrumento de producción, sobre todos los bienes que se produzcan, sobre las mismas 
producciones de la inteligencia y sobre la fuerza de trabajo de los trabajadores que se compra por 
un salario” (VALENCIA ZEA, 1982). 
Siguiendo con las definiciones tenemos la que nos dice que la propiedad “es el más amplio 
derecho de señorío que puede tenerse sobre una cosa” (WOLFF, 1971). Por otro lado, se afirma 
que “el derecho de propiedad es el poder unitario más amplio sobre la cosa, como un señorío 
global, donde las llamadas facultades o derechos del propietario no son una serie de sumandos 
cuya adición constituya la propiedad, sino que son sólo aspectos parciales del señorío total que 
esa es” (VASQUEZ RIOS A. , 1996).  
Siguiendo con las definiciones encontramos la de  (ALBALADEJO, 1977) quien afirma 
que “la propiedad puede ser definida como el poder jurídico pleno sobre una cosa”. Hay que hacer 
la precisión que la plenitud de poder sobre una cosa no debe ser concebida como una atribución 
absoluta dado que cada sistema de propiedad establecerá el régimen legal que servirá como 
limitante al ejercicio del derecho. 
La propiedad es el más importante de los derechos reales, qué duda cabe. En las 
economías libres la propiedad es el medio para el desarrollo económico y el bienestar. 
Ciertamente la propiedad ha logrado ese efecto en algunas latitudes, pero también ha sido parte 
de las fórmulas de opresión y discriminación más odiosas que la humanidad ha conocido. Por 
ello, por los beneficios y por la amenaza que importa el reconocimiento de la propiedad, estamos 
ante uno de los derechos más relevantes de la vida social. Instrumento de bienestar y herramienta 
de destrucción al mismo tiempo. Tan paradójica figura debe ser estudiada no sólo desde la 
perspectiva de las titularidades que concede sino también desde las cargas que soporta. 
2.4.1.1. Conceptualización Constitucional  
 
En el artículo 2.16 CP se ha reconocido que toda persona tiene derecho a la propiedad, 
mientras que en el artículo 70 CP se ha establecido que “el derecho de propiedad es inviolable. El 
Estado lo garantiza”. El reconocimiento del derecho de propiedad aparece también en las normas 
internacionales sobre Derechos Humanos. Así en el artículo 21 DUDH, en el que se reconoce que 
“Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente”; y en la Convención 
Americana de Derechos Humanos cuando se ha dispuesto que “Toda persona tiene derecho al uso 
y goce de sus bienes” (CASTILLO CORDOVA, El derecho de propiedad como objeto del proceso 
de amparo, 2006).  
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El reconocimiento de la propiedad como derecho constitucional constituye un elemento 
fundamental en el régimen económico previsto en la Constitución, al punto que el constituyente 
peruano ha manifestado que “la economía nacional se sustenta en la coexistencia de diversas 
formas de propiedad” (artículo 60 CP). En palabras del Tribunal Constitucional, se trata de “uno 
de los componentes básicos y esenciales de nuestro modelo de Constitución económica”. Sin 
embargo, no es un derecho absoluto, sino que se debe “ejercer en armonía con el bien común y 
dentro de los límites de ley” (artículo 70 CP). O como se ha dicho en la Convención Americana 
de Derechos Humanos, “la ley puede subordinar tal uso y goce al interés social” (artículo 21.1) 
(Expediente N° 2727-2002-AA/TC, 2003).  
Precisamente por tratarse de un derecho constitucional plenamente vinculante al poder 
político, éste tiene el deber constitucional no sólo de no vulnerar este derecho, sino de garantizarlo 
plena y efectivamente, al punto que se ha establecido que “a nadie puede privarse de su propiedad 
sino, exclusivamente, por causa de seguridad nacional o necesidad pública, declarada por ley, y 
previo pago en efectivo de indemnización justipreciada que incluya compensación por el eventual 
perjuicio.  
Hay acción ante el Poder Judicial para contestar el valor de la propiedad que el Estado 
haya señalado en el procedimiento expropiatorio (artículo 70 CP). En este mismo sentido se 
manifiesta la Declaración Universal de Derechos Humanos cuando ha reconocido que “Nadie 
será privado arbitrariamente de su propiedad”; y la Convención Americana de Derechos Humanos 
al establecer que “Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de 
indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las 
formas establecidas por la ley” (artículo 21). 
El reconocimiento de la propiedad como un derecho fundamental implica su 
interpretación en un sentido más amplio que el Derecho civil. Ello se debe básicamente a dos 
razones: la primera razón es que tratándose de un derecho fundamental, por principio del derecho 
constitucional, su interpretación debe ser lo más extensiva y protectora posible. Esto significa que 
no podría sostenerse, por ejemplo, estando solo la propiedad en la Constitución como derecho 
fundamental, el estado podría expropiar  derechos de usufructo sobre bienes muebles o de 
habitación sin que medien los requisitos previstos en el artículo 70 de la Carta Magna, es decir, 
sin que la causa sea de seguridad Nacional de necesidad pública declarada por ley o sin el previo 
pago de una indemnización justipreciada.  
La interpretación constitucional se hace siempre en favor de los derechos fundamentales 
puesto que ellos son concebidos como las garantías básicas que tienen particular frente al estado 
(así son definidos los derechos fundamentales llamados de primera generación, entre los que se 
halla la propiedad) siendo su objetivo una protección amplia del individuo que se expresa en esta 
preferencia por ellos como principio básico.  
La segunda razón, es que no puede hablarse de una protección del derecho de propiedad, 
aún en su acepción más restringida, si no sea pareja a ella la protección de otros derechos. Debe 
recordarse que la propiedad es definida como un derecho absoluto justamente porque encierra en 
sí todas las facultades que es posible Tener sobre una cosa y, en este sentido, cualquier otro 
derecho distinto del de propiedad que pueda caber sobre Ella es una desmembración de aquel. 
Así, si la propiedad encierra genéricamente las facultades de usar,  disfrutar y disponer el 
usufructo ya mencionado a título de ejemplo es una desmembración porque priva al propietario 
de las facultades de usar y disfrutar en favor del usufructuario, a tal punto que al propietario se le 
conoce como nudo propietario pues se dice que sólo mantiene la propiedad desnuda ya que la 
única facultad que ha conservado para sí es la de disponer. En esta forma, el ataque a uno de estos 
derechos que es desmembración del derecho de propiedad es un ataque indirecto a este puesto 
que se le está afectando en parte.  
Cabe Recordar que, tal como se recogen numerosas constituciones entre las que se 
encuentra la nuestra (artículo 3) la enumeración que se hace de los derechos fundamentales no 
excluye y, más bien, implica la protección de otros derechos de la misma naturaleza. 
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Como todo derecho fundamental, la propiedad tiene una doble dimensión una dimensión 
de libertad o subjetiva, como prestacional u objetiva (CASTILLO CORDOVA, 2005).  
En virtud de la primera de las mencionadas dimensiones se ha de reconocer como 
contenido constitucional de un derecho fundamental todo un conjunto de facultades de acción y 
de disposición a favor de su titular, a través de cuyo ejercicio se conseguirá lograr la finalidad del 
reconocimiento del derecho de propiedad. En clara referencia a esta dimensión subjetiva, el 
Tribunal Constitucional ha definido el derecho de propiedad “como el poder jurídico que permite 
a una persona usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Así, la persona propietaria podrá 
servirse directamente de su bien, percibir sus frutos y productos, y darle destino o condición 
conveniente a sus intereses, e incluso podrá recuperarlo si alguien se ha apoderado de él sin 
derecho alguno”. Complementariamente, el derecho de propiedad otorga a sus titulares la facultad 
“para usar y disponer autodeterminativamente de sus bienes y de los frutos de los mismos, así 
como también transmitirlos por donación o herencia. Como tal, deviene en el atributo más 
completo que se puede tener sobre una cosa”. 
Sin embargo, el contenido constitucional de un derecho fundamental no se agota con su 
dimensión de libertad o subjetiva, sino que abarca igualmente una dimensión objetiva, 
prestacional o social. A través de esta dimensión, y dado el especial significado de los derechos 
fundamentales, el poder político se vincula a los derechos fundamentales comprometiéndose a 
garantizar y favorecer su plena vigencia, adquiriendo con ello una serie de obligaciones, no sólo 
negativas de no acción, sino especialmente positivas de acción. En lo que respecta al derecho de 
propiedad, es innegable le existencia de esta dimensión y de los correspondientes deberes que de 
ahí se generan para el poder político. Todos estos deberes –de acción y de no actuación–, como 
no podía ser de otra manera, van en la línea de promover la plena vigencia de un contenido 
constitucional que, como se verá más adelante, viene bastante afectado por la función social que 
constitucionalmente se ha atribuido al ejercicio del derecho de propiedad.  
No obstante, el Tribunal Constitucional termina confundiendo lo que es la garantía 
institucional con la dimensión objetiva o institucional de los derechos fundamentales. En el 
siguiente apartado se argumentará porqué la teoría de la garantía institucional resulta siendo 
innecesaria para predicarla de los derechos fundamentales como el derecho de propiedad. Ahora 
sólo conviene poner de manifiesto que el Alto Tribunal ha manifestado que “el derecho a la 
propiedad no sólo adquiere la categoría constitucional de derecho fundamental, sino que su 
defensa y promoción se constituyen en garantía institucional para el desarrollo económico”. Pues 
bien, la defensa y promoción del derecho de propiedad no se debe a que se trata de un instituto 
constitucional al cual haya que reconocerle una garantía institucional, sino que se debe a que se 
trata de un derecho fundamental cuya dimensión objetiva precisamente obliga al poder político a 
promover y garantizar su pleno cumplimiento.  
Incluso, la manifestada necesidad de institucionalización del derecho de propiedad es 
fruto de su dimensión objetiva, en la medida que a través de ello será posible un más pleno y 
seguro ejercicio del derecho de propiedad. Sin duda que “para el pleno desarrollo del derecho de 
propiedad en los términos que nuestra Constitución lo reconoce y promueve, no es suficiente 
saberse titular del mismo por una cuestión de simple convicción, sino que es imprescindible poder 
oponer la titularidad de dicho derecho frente a terceros y tener la oportunidad de generar, a partir 
de la seguridad jurídica que la oponibilidad otorga, las consecuencias económicas que a ella le 
son consubstanciales. Es decir, es necesario que el Estado cree las garantías que permitan 
institucionalizar el derecho”. Pues bien, esta obligación estatal de brindar las garantías que 
permitan institucionalizar el derecho de propiedad es fruto del reconocimiento de su dimensión 
objetiva o prestacional del derecho fundamental. 
2.4.1.2. Conceptualización Civil (GUARNIZ IZQUIERDO , 1996) 
 
En su acción civil, la propiedad es un derecho real que, como la mayoría de nuestras 
instituciones civiles, proviene del derecho romano. Su contenido ha cambiado tanto a lo largo de 
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la historia que sorprende la forma en que la doctrina jurídica ha ido variando la definición de sus 
caracteres clásicos con el único fin de seguir describiendo lo en base a las cualidades con que se 
le conoció en la Roma antigua.  
Así, los comentaristas de derecho romano señalaban que la propiedad era un derecho 
absoluto, exclusivo, Perpetuo irreal, Y actualmente sigue sosteniéndose la existencia de Tales 
caracteres, Aunque substancialmente redefinidos.  
En esta forma, mientras que en Roma se afirmaba que la propiedad era un derecho 
absoluto porque a uno se le concebían limitaciones importantes, actualmente, pese a las que tiene 
de manera creciente, se sigue diciendo que es un derecho absoluto porque confiere al titular todas 
las facultades posibles, esto es, las de usar, disfrutar, y disponer del bien objeto del derecho.  
Del carácter absoluto del derecho de propiedad deriva su exclusividad, puesto que siendo 
un derecho que otorga Las mayores facultades posibles sobre una cosa, no pueden haber dos 
titularidades contrapuestas que las otorguen ya que, en ese caso, no habría un derecho absoluto 
sino un limitado al ejercicio del derecho del otro titular. El caso de la copropiedad, para salvar el 
carácter exclusivo, has interpretado como una cotitularidad del derecho de propiedad, con lo cual, 
no hay dos derechos contrapuestos sino un derecho que se ejerce conjuntamente por dos o más 
personas. Sedes Y además que la propiedad era un derecho Perpetuo en tanto su extinción 
dependía de la voluntad del titular, es decir, el derecho no se extinguía Por el simple no ejercicio. 
Esta característica está abiertamente apartada de la concepción y de La regulación actual del 
derecho de propiedad pues, Cómo se ha dicho muchas veces, a la sociedad le interesa que los 
bienes produzcan y por ello castiga titular negligente para preferir a un poseedor diligente en el 
caso de la institución denominada prescripción adquisitiva de dominio, o para asumir el mismo 
la explotación o reasignación del bien en el caso de la institución denominada abandono. Sin 
embargo, también se ha intentado salvar la perpetuidad de la propiedad señalando que el derecho 
es Perpetuo en tanto siempre va a existir un derecho de propiedad que recaiga sobre cada cosa.  
Por último, el carácter Real del derecho de propiedad No es menos conflictivo puesto que 
actualmente se afirma la caducidad de la distinción entre derechos reales y derechos personales. 
El carácter Real del derecho de propiedad aludía a una relación directa e inmediata que el titular 
guardaba con el bien y la oponibilidad erga omnes de su derecho. Ahora en el artículo 923 del 
código civil se define a la propiedad como el poder jurídico que permite usar, disfrutar, disponer 
y reivindicar un bien. Cómo se ha visto en las líneas precedentes, la propiedad no es un Derecho 
sino Una institución que encierra una gran diversidad de distintos derechos que son posibles sobre 
un bien y que se han agrupado bajo esta concepto Sólo por cuestiones de sistemática y de técnica 
legislativa.  
El propietario, por el hecho de serlo, puede hacer respecto de su bien todo aquello que no 
se le prohíba, es decir, en principio puede hacerlo todo, de manera que cualquier restricción debe 
obedecer a una prohibición expresa. Siendo esto así, es obvio que todas las facultades de un 
propietario no se agotan en los cuatro escuetos poderes jurídicos que la norma del código civil 
contempla. La razón por la que la propiedad se haya definida normativamente en base a ellos es 
que frente a la imposibilidad de consignar todas las facultades de un propietario, se le han caído 
mencionar de forma genérica en estos cuatro grupos de atribuciones. Esto no debe hacernos perder 
de vista, sin embargo, la amplitud del derecho pues ella nos es Útil para otras clasificaciones 
jurídicas, Cómo es la posesión. 
2.4.1.3. Conceptualización económica (MEJORADA CHAUCA , 2010).- 
Según el artículo 58° de la Constitución: "La iniciativa privada es libre. Se ejerce en una 
economía social de mercado. Bajo este régimen el Estado orienta el desarrollo del país, y actúa 
principalmente en las áreas de promoción de empleo, salud, educación, seguridad, servicios 
públicos e infraestructura". Los artículos que siguen del régimen económico de la Constitución 
describen la libertad como principio ordenador de la actividad económica, que se expresa 
principalmente en "libertad de empresa" (artículo 59°) y "libertad de contratos" (artículo 62°). 
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Del conjunto de normas del régimen económico se desprende que la riqueza en el Perú no la 
genera el Estado sino los particulares. Son los agentes económicos privados los llamados a 
producir la riqueza. El Estado no realiza actividad económica, sólo orienta, promueve y actúa en 
sectores específicos como salud, educación, seguridad, servicios públicos e infraestructura. En 
este escenario, la propiedad es una de las piezas claves del desarrollo y generación de recursos.  
En un régimen económico como éste, la propiedad tiene que ser especialmente protegida, 
pues ella significa la garantía de la inversión, la seguridad para el ejercicio de la libertad 
económica. Los privados necesitan seguridad de que el dominio en sus diversas expresiones 
(poder absoluto, derechos desmembrados e incluso créditos) sólo se moverá de su patrimonio en 
la forma y oportunidad que ellos decidan. La propiedad es la riqueza en sí misma cuyo nacimiento, 
permanencia y extinción es parte central del ejercicio de la libertad.  
Si la propiedad fuera frágil, si estuviera expuesto al actuar arbitrario del Estado o de otros 
particulares sencillamente, no funcionaría un régimen que descansa sobre la actuación privada. 
En consecuencia, la propiedad en el Perú es un derecho individual privado y protegido que cumple 
un rol trascendental en el funcionamiento de la Economía de Mercado. Sólo asegurando una 
propiedad sólida y protegida contra el Estado y otros privados es posible pensar en un verdadero 
ejercicio de la libertad económica. Cuanto más se limite la libertad sobre la propiedad, menor 
incentivo para la actuación privada en la generación de riqueza. No nos referimos sólo a los actos 
materiales de vulneración de derechos, sino principalmente al régimen legal que desarrolla el 
tratamiento de la propiedad y que al hacerlo podría restringir el dominio convirtiéndolo en inútil 
para los fines del régimen económico.  
El desarrollo legal de la propiedad no se agota en la Constitución; se extiende a una serie 
de normas de desarrollo. El Código Civil es probablemente el conjunto normativo más importante, 
pues no sólo se ocupa de cómo nace la propiedad, sino de su ejercicio, modificación, transferencia, 
responsabilidades, hasta su extinción. Empero, ocurre que el Código Civil peruano es una norma 
anterior a la actual Constitución. El Código Civil se expidió en noviembre de 1984, cuando regía 
una Constitución totalmente distinta a la actual, particularmente en materia económica. Por ello, 
el tratamiento de la propiedad en el Código, en sus diversos aspectos, no necesariamente se ajusta 
a las características que el régimen económico exige para tan importante derecho. Sólo por citar 
algunos ejemplos de la diversidad en el tratamiento de la propiedad entre la Constitución de 1979 
y la actual. 
 La Constitución de 1979 acogía una Economía Social de Mercado pero con un rol mucho 
más activo del Estado. El Estado intervenía en la economía no sólo promoviendo sino realizando 
actividad empresarial (artículo 113° de la Constitución de 1979) y eventualmente interviniendo 
en las actividades económicas privadas (artículo 114° de la Constitución de 1979). En cuanto al 
tratamiento específico de la propiedad, el primer artículo del capítulo referido a este derecho 
(Capítulo 111 del Título 111 de la Constitución de 1979) señalaba: "La propiedad obliga a usar 
los bienes en armonía con el interés social. El Estado promueve el acceso a la propiedad en todas 
sus modalidades." Nótese que a diferencia de la Constitución actual, el primer artículo de la 
Constitución anterior define la propiedad principalmente como una obligación y no como un 
derecho ("la propiedad obliga”). Es decir, en el régimen anterior la propiedad generaba 
responsabilidades antes que atribuciones. Es también un derecho protegido como señalaba el 
artículo 124 o de la Constitución derogada, pero el nivel de compromiso de la propiedad frente a 
lo social era sin duda mayor que en la Constitución de 1993. Esto se explica perfectamente por la 
naturaleza del régimen económico. Así, todo el desarrollo legislativo de la propiedad en el marco 
de la Constitución de 1979 está impregnado de intervencionismo en materia económica y de 
limitaciones al derecho de propiedad. 
2.4.1.4. Conceptualización social 
El desacierto del Tribunal Constitucional no queda en considerar el derecho a la propiedad 
como una garantía institucional, sino que va más allá al considerar que la función social que 
constitucionalmente se ha atribuido a la propiedad, es precisamente fruto de configurar este 
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derecho fundamental una garantía institucional. Así se concluye de declaraciones del Tribunal 
Constitucional como aquélla en la que afirmó que el derecho de propiedad es “una garantía 
institucional (reconocimiento de su función social)”.  
Si se parte de que los derechos fundamentales tienen un contenido constitucional que es 
único e ilimitable, que se delimita siempre en función de los casos concretos, y sin que en ningún 
caso pueda reconocerse como parte de su contenido constitucional (objetivo o subjetivo) 
(CASTILLO CORDOVA , 2005), alguna facultad o algún deber que suponga a su vez la agresión 
de otro derecho fundamental o de otro bien jurídico constitucional, entonces, se deberá admitir 
que no puede formar parte del contenido constitucional de los derechos fundamentales ninguna 
circunstancia que resulte contraria al interés general. Por tanto, el ejercicio de los derechos 
fundamentales no puede desarrollarse de tal forma que resulte atentatorio al bien común.  
Sin embargo, hay derechos fundamentales cuyo ejercicio influye de tal modo en la 
consecución de ese bien común, que normalmente el Constituyente toma la decisión de regular 
especialmente su ejercicio. Esto ha ocurrido con el derecho a la propiedad, derecho que debido a 
su especial relevancia patrimonial y a su influencia en la economía de una comunidad política, ha 
sido objeto de regulación por la Constitución, en particular su relación con el bien común. Igual 
circunstancia puede llegar a verificarse con otros derechos fundamentales como el derecho al 
trabajo, o el derecho a la salud.  
Pues bien, que al derecho de propiedad se le reconozca una función social no es fruto que 
a ese derecho de le haya aplicado la doctrina de la garantía institucional. Lo tiene porque su 
contenido constitucional así lo exige, contenido que se delimita tanto en base a su naturaleza 
jurídica (significación ontológica), como en función a las distintas decisiones del Constituyente 
recogidas en el texto constitucional. Obviamente, las decisiones que sobre la propiedad haya 
podido adoptar el Constituyente dependerá mucho de la concepción que éste tenga de lo que es el 
bien común y, en particular, por la caracterización que haya hecho de la economía. La concepción 
de la propiedad variará de modo notorio entre una economía liberal y una economía socialista, y 
entre estas dos con una economía social de mercado. Así, en una economía liberal puede que no 
se reconozca o se reconozca muy reducidamente una función social a la propiedad, en 
comparación con una concepción casi estatista que podría manifestarse en una economía 
socialista. 
Una vez aclarado que la función social de la propiedad no depende del reconocimiento 
de este derecho como garantía institucional, entre otras cosas porque no es una garantía que se 
predique de los derechos fundamentales, conviene estudiar cual es el significado de esa función 
social. Esa definición será distinta dependiendo del ordenamiento constitucional en el cual se 
formule. Obviamente, aquí interesará definir la función social de la propiedad dentro del 
ordenamiento constitucional peruano.  
Como ya se tuvo oportunidad de adelantar, el derecho de propiedad viene recogido en el 
artículo 2.16 CP. Lo escueto de la fórmula de esta disposición constitucional, viene debidamente 
complementado por otras disposiciones, como aquélla en la que se establece que la economía 
peruana se sustenta en la coexistencia de diversas formas de propiedad” (artículo 60 CP); o aquella 
otra en la que el Constituyente ha establecido el deber de ejercer el derecho de propiedad en 
armonía con el bien común (artículo 70 CP). En esta misma línea, y en aplicación de la norma 
internacional vinculante para el Perú, se admite que la ley pueda subordinar al interés social el 
uso y goce que supone el derecho de propiedad (artículo 21.1 CADH). Manifestación de esto 
último, sin duda, es la previsión constitucional que admite las expropiaciones, siempre que así lo 
requiera la seguridad nacional o la necesidad nacional (artículo 70 CP). Estas son las principales 
disposiciones del ordenamiento constitucional peruano que ayudarán a definir la función social 
del derecho de propiedad en una economía.  
El Tribunal Constitucional ha tenido oportunidad de manifestarse acerca de la función 
social que cumple la propiedad. En primer lugar, ha reconocido que “el derecho constitucional a 
la propiedad tiene una incuestionable connotación económica” (Expediente N° 0016-2002-
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AI/TC, 2002). A partir de aquí ha admitido el Alto Tribunal que “el funcionamiento del sistema 
económico en armonía con los principios constitucionales depende de que los bienes sean 
destinados a los fines económicos y sociales que su naturaleza exige”.  
Con base en esta especial relación del derecho a la propiedad con la economía nacional, 
ha planteado el Tribunal Constitucional la significación de la función social de la propiedad. Ha 
dicho que no sólo se trata de un derecho del propietario a explotar y aprovecharse para su propio 
beneficio del bien objeto de propiedad, sino que es imprescindible que “el propietario reconozca 
en su propiedad la funcionalidad social que le es consustancial. Así, en la propiedad no sólo reside 
un derecho, sino también un deber: la obligación de explotar el bien conforme a la naturaleza que 
le es intrínseca, pues sólo de esa manera estará garantizado el bien común. Ello requerirá la 
utilización de los bienes conforme a su destino natural en la economía”.  
En buena cuenta, la función social que es intrínseca al derecho de propiedad obliga al 
propietario a armonizar su interés personal con el interés social, o al menos, a estar dispuesto a 
que esa armonización se llegue a dar. Recuerda el Tribunal Constitucional que “dentro del Estado 
democrático y social de derecho, la propiedad no se agota en un cometido individual, sino que se 
despliega hasta lograr una misión social, por cuanto ésta debe ser usada también para la 
constitución y ensanchamiento del bien común. El propietario dispondrá, simultáneamente, del 
poder de emplear su bien en procura de lograr la satisfacción de sus expectativas e intereses 
propios y los de su entorno familiar; y el deber de encauzar el uso y disfrute del mismo en armonía 
y consonancia con el bien común de la colectividad a la que pertenece”. 
2.4.2. Caracteres de la propiedad 
 
2.4.2.1. Carácter Absoluto 
Es un derecho absoluto porque confiere los más amplios atributos y facultades jurídicas 
posibles al titular del derecho de un bien, así lo ha definido la doctrina clásica. Sin embargo, este 
señorío que cuenta el dueño de una propiedad, tiene también limitaciones, esto es, los que están 
establecidos en la parte final del artículo 923° de nuestro Código Civil vigente, el cual señala que: 
“La propiedad es el poder jurídico que permite usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien. 
Debe ejercerse en armonía con interés social y dentro de las limitaciones de la ley” (BORDA, 
1989). 
El titular goza de “todos” los atributos sobre el bien, el summun facultatis: usar, disfrutar, 
disponer y reivindicar, lo que hace de la propiedad un derecho pleno, a diferencia de los derechos 
reales desmembrados, en los que se ejerce solo un señorío parcial sobre la cosa. 
La propiedad otorga al titular el mayor número posible de facultades (MUSTO, 2000). 
La propiedad es el único derecho real que atribuye al titular todas las facultades sobre el bien, 
summun in re potestad. Ningún otro derecho real es igual a este, el resto son limitados o relativos 
en cuanto a las facultades que confiere. 
Todos los demás derechos reales, como diría (AVENDAÑO VALDEZ, Derecho a la 
propiedad, 2015), son en realidad parte del derecho de propiedad y confieren solamente algunos 
atributos; la propiedad concede la plenitud de facultades sobre la cosa; la posesión solo es el 
ejercicio de algunos poderes y las desmembraciones del dominio (usufructo, uso y habitación) 
tienen solo algunos atributos de la propiedad, mientras que las servidumbres son meros actos del 
predio ajeno, como refiere el mismo autor (p. 95).  
El carácter absoluto está en relación a que se trata del derecho real de contenido más 
amplio y completo, es el derecho real mayor. En caso de que se suprimiese la propiedad, el 
usufructo pasaría a ser el derecho real de contenido más amplio. Es más, cuando se somete un 
bien a usufructo, se dice que la propiedad se transforma en un derecho vacuo, vacío, de allí que 
se le denomine nudo propietario, propietario desnudo, a quien cede un bien en usufructo; también, 
a causa de ello, se le llama al usufructo dominio imperfecto o desmembrado. Sin embargo, el 
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carácter absoluto no hace de la propiedad un derecho irrestricto. Ya no rige el criterio que 
identificaba al propietario como el gran y único decisor de los destinos de su bien 
(individualismo). Hoy lo que prima es el interés de la comunidad (función social de la propiedad). 
 Lo absoluto determina su carácter erga omnes (oponible a terceros) y el ius persequendi 
(perseguir el bien dónde y con quién esté). Es un derecho oponible a terceros. Todos deben 
respetar la propiedad, correspondiéndole al propietario accionar la defensa de sus intereses. 
Contiene un aspecto personal, de relación del sujeto con el objeto, lo cual permite ejercer el ius 
prohibiendi, limitando que terceros ejerzan sobre la cosa actos no deseados por el titular. 
2.4.2.2. Carácter Exclusivo 
 
Es un derecho exclusivo porque solo el propietario es quien puede servirse de las acciones 
que la ley le franquea, esto es, no puede haber dos a más derechos de propiedad sobre un mismo 
bien (no es el caso de la copropiedad, que merece un tratamiento distinto).  
 
2.4.2.2. Carácter Perpetuo 
 
Es un derecho perpetuo o tendencialmente perpetuo, que nace del aforismo: “el derecho 
sobrevive al sujeto”, es decir, el derecho de propiedad sobrevive aun ante la muerte del titular del 
derecho, verbigracia, ante sus herederos legitimados; sin embargo, también cuenta con 
limitaciones, porque si el titular de un derecho de propiedad o sus herederos sus atributos como 
tal, pueden perder su derecho por abandono o prescripción adquisitiva (RAMIREZ CRUZ, 2004).  
 
2.4.3. Derecho de propiedad sobre bienes inmuebles en el derecho Civil peruano 
 
Todo Estado establece la regulación que determina las limitaciones y el ejercicio del 
derecho de propiedad. La Constitución Política del Perú, como norma máxima del ordenamiento, 
establece los pilares de la regulación del derecho de propiedad. Es así que del artículo 70 al 73,  
se establecen los parámetros básicos sobre el régimen y la regulación de la propiedad en el Perú. 
Toda la demás regulación queda en manos de leyes o normas de rango legal, cuyos tenores no 
deberán contravenir los preceptos regulados por la constitución. Asimismo, se regula 
indirectamente temas sobre la propiedad en los artículos 88 y 89 de la constitución, cuyo texto 
trata sobre el régimen agrario y de las comunidades campesinas y nativas. 
Las disposiciones generales sobre propiedad establecidas en nuestro código, empiezan 
definiendo el término. Es así como establecen en su artículo 923 del C.C., que “la propiedad es el 
poder jurídico que permite usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Debe ejercerse en 
armonía con el interés social y dentro de los límites de la ley”. Los legisladores trataron de 
establecer una definición funcional del concepto de “propiedad”, definiéndola mediante las 
atribuciones aceptadas por la doctrina. Creemos, que dicho concepto posee muchas más aristas e 
implicancias que deberían tomarse en cuenta para definir mejor el término. Según Jorge 
Avendaño “la propiedad puede ser analizada desde muchos puntos de vista: histórico, sociológico, 
económico, antropológico, político, etc.”. Nosotros nos limitamos ahora a sus aspectos jurídicos.  
Siguiendo con el análisis, encontramos el artículo 924 del C.C., el cual se refiere al abuso 
del derecho del derecho de propiedad, estableciendo que quien es amenazado por un daño 
producto de un abuso en el ejercicio del derecho de propiedad podrá exigir la restitución o las 
indemnizaciones del caso. Cabe precisar que todo ejercicio de algún derecho posee límites los 
cuales son establecidos por ley. Este artículo está en la misma línea de lo que dispone la 
Constitución, ya que su artículo 70 establece que el ejercicio del derecho de propiedad se ejerce 
en armonía del bien común y bajo los límites de la ley. 
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Los artículos 925 y 926 del C.C. establecen reglas sobre las restricciones de la propiedad. 
El artículo 925 del C.C. hace referencia a que las restricciones legales no podrán ser modificadas 
por vía contractual, en otras palabras todo tipo de restricciones pactadas entre privados que 
contravengan restricciones legales serán consideradas no puestas. Por otro lado, el artículo 926 
del C.C. establece que las restricciones pactadas (que no contravengan restricciones legales), 
solamente podrán surtir efecto con la inscripción en el registro respectivo.  
Siguiendo a las normas reguladas en el código encontramos en el artículo 927 se refiere 
a la acción destinada para reivindicar la propiedad. Este artículo establece que la acción 
reivindicatoria es imprescriptible y no procede contra la persona que adquiere el inmueble por 
prescripción adquisitiva de dominio. El artículo fue regulado en base a una de las características 
inherentes de los derechos reales (la persecutorialidad). El código civil no define la acción 
reivindicatoria, por eso creemos conveniente citar algunas definiciones sobre el tema. Es “el 
remedio de tutela por excelencia de la propiedad, por la cual el propietario reclama la entrega del 
bien cuando éste se halla en posesión de un tercero sin título alguno” (GONZALES BARRON, 
2008). Es también una acción real, que en otras palabras se puede catalogar como una dirigida 
contra cualquier tercera que posea el bien. En el mismo sentido se pronuncia Sacco y Caterina al 
afirmar que el propietario no poseedor hace efectivo su derecho al exigir que le devuelvan el bien 
respecto de la tenencia del Poseedor no-propietario (PIUG BRUTAU, 2007). 
En esta parte, debido a los intereses planteados en la investigación, solo analizaremos y 
comentaremos la transmisión de propiedad consensual en bienes inmuebles y la prescripción 
adquisitiva de dominio.  
La transmisión de la propiedad inmueble se realiza con el simple acuerdo de voluntades, 
sin necesidad de tradición (entrega del bien), esto está regulado en el Artículo 949 del C.C., el 
cual establece que “la sola obligación de enajenar un inmueble determinado hace al acreedor 
propietario de él, salvo disposición legal o pacto en contrario”. Como se puede apreciar nuestro 
sistema de transmisión de propiedad es consensual (similar al sistema Español o Francés), pues 
basta el simple acuerdo de cosa y precio (contrato) para que se transfiera el derecho.  
Algunos autores consideran que al ser nuestro sistema “consensual”, el simple acuerdo 
de voluntades además de crear obligaciones transfiere reales. Una posición contraria es la 
expresada por Manuel de la Puente y Lavalle quien afirma que el contrato de transferencia de 
propiedad de bienes inmuebles es fuente creadora de obligaciones y de ninguna forma considera 
que el contrato pueda producir directamente efectos reales. De la misma forma opina Jack Biggio. 
Particularmente consideramos que existe una ficción jurídica, y es de esa forma que el 
código quiere explicar la transferencia de propiedad sobre bienes inmuebles. Es así que 
compartimos lo expresado por Federico Mesinas, el cual explica que “el código civi ha creado 
una ficción jurídica de una obligación que nace y se cumple por si sola para justificar el sistema 
de transferencia de propiedad de un bien inmueble”.  
Siguiendo con la explicación de las formas de adquisición de propiedad encontramos la 
Prescripción Adquisitiva de Dominio. Esta se regula en el artículo 950 del C.C., el cual establece 
que “La propiedad inmueble se adquiere por prescripción mediante la posesión continua pacífica, 
pública y como propietario durante diez años”. Según nuestra opinión, el derecho establece una 
suerte de compensación económica sobre la propiedad materia de un proceso de prescripción 
adquisitiva. Creemos que se transfiere la propiedad al precario diligente que explota económica 
mente el bien y se castiga quitándole la propiedad al propietario inscrito que no ha sido diligente 
con el predio. Creemos que la posesión continua, pacifica, y como propietario necesariamente 
implica algún tipo de inversión sobre el predio, en este caso el precario tendrá que realizar actos 
que permitan que dichos requisitos sean comprobados fehacientemente en un proceso, estos actos 





2.4.4. Función económica de la propiedad 
 
2.4.4.1. Generalidades 
Según (MOSQUEIRA, 2000 Lima - Peru), haciendo referencia a lo establecido por 
Fukuyama, para el desarrollo de las economías de mercado “es imprescindible la definición, el 
reconocimiento y la estabilidad de los derechos de propiedad, que permitan a los titulares 
asignarles el uso más eficiente a través de mecanismo del mercado.” De la misma forma afirma 
Mosqueira que un sistema de derechos de propiedad, que permite que la información sobre los 
mismos fluya entre los agentes económicos, genera que se creen mercados inmobiliarios activos, 
los cuales son la base de los mercados de capitales. Por su parte Benito Arrunaga afirma que: 
“Los derechos sobre bienes inmuebles resultan esenciales para el desarrollo económico, pues los 
inmuebles no solo constituyen un importante recurso en sí mismos, sino que proporcionan la 
mejor garantía, lo que permite reducir los costes de transacción del crédito.” 
Contribuyendo a las opiniones sobre el tema tenemos la expresada por Hernando de soto 
quien afirma que “desde el punto de vista estrictamente económico, los derechos de propiedad 
sobre los bienes no tienen como principal objetivo beneficiar al individuo o entidad que es su 
titular, sino, más bien proporcionarle los incentivos necesarios para que les agreguen valor, 
invirtiendo, innovando o combinándolos provechosamente con otros recursos, de lo que se deriva 
un resultado beneficioso para la sociedad.” 
Como bien se afirma, la inversión realizada por los individuos que tienen la seguridad de 
que sus derechos de propiedad están seguros va a repercutir en innovaciones e inversiones que 
serán provechosas para la sociedad. Cabe afirmar, que la existencia de derechos de propiedad 
seguros incentiva al propietario a utilizar sus bienes de la forma que para él le resulte más 
provechoso, sin que esta utilización afecte el derecho de terceros y procurando la inversión en su 
patrimonio. El efecto generalizado y combinado de este proceso, según lo que afirma Hernando 
de Soto, traerá beneficios a la sociedad (DE SOTO, 1986).  
El propietario realizará las acciones necesarias para obtener el mayor beneficio de su 
patrimonio y así la acción generalizada de varios propietarios sobre sus bienes hará que la 
economía se dinamice. De la misma forma lo cree Juan Vicente Sola quien afirmar que; “podemos 
predecir en promedio y con relativo éxito, como los derechos de propiedad específicos afectarán 
la asignación y utilización de los recursos económicos” (ARRUÑAGA, 2004). 
 Es en este sentido que la existencia de derechos de propiedad correctamente protegidos, 
y en especial la cognoscibilidad que el propietario pueda tener sobre la seguridad de los mismos, 
determinará la forma como estos se utilizarán para el intercambio en el mercado, ya que, como 
previamente lo hemos afirmado, la existencia de derechos de propiedad seguros abre el abanico 
de posibilidades a los propietarios para la realización de las diferentes acciones que el derecho les 
permite para la afectación de su predios (inversión e innovación sobre los mismos), y asegurar el 
incremento patrimonial personal y muchos beneficios generalizados más, de los cuales, ya hemos 
hablado con anterioridad. En la misma línea lo afirma Morris quien establece que los propietarios 
dan un uso más eficiente de la propiedad como resultado de una mayor seguridad en la ejecución 
de este derecho (MORRIS GUERINONI, 2004). 
Como ya lo hemos señalado en nuestro sistema legal la máxima protección que se le 
puede otorgar a los derechos de propiedad se consigue con la inscripción registral. Un sistema 
registral sólido y eficiente que permita la inscripción sencilla y no burocrática de los derechos de 
propiedad permite además la definición de los mismos, debido a que definen la titularidad, 
características, y los demás aspectos que pueden afectar a dicho derecho. Por lo tanto, en una 
sociedad donde no exista derechos de propiedad definidos, protegidos por el sistema legal, y que 
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esta protección sea de conocimiento de los titulares, la contratación formal sobre dichos derechos 
se hace más onerosa propiciando el mercado informal.  
Es evidente, que si los derechos de propiedad no están definidos y protegidos por el 
sistema legal su negociación y utilización en el mercado será más onerosa debido a que cada una 
de las partes necesitará incurrir en mayores costos para celebrar la contratación. Es por la 
existencia de dichos costos (costos de transacción) que las personas realizan contrataciones 
informales donde no existe protección alguna de los derechos transferidos o afectados y donde 
existe alta probabilidad de problemas legales futuros.  
De la misma forma se pronuncia Cooter y Thomas Ulen al afirmar que “el derecho de 
propiedad crea un conjunto de derechos que los dueños de propiedades pueden ejercer con toda 
libertad, sin interferencia del Estado o de particulares. A esta libertad corresponde un sistema de 
asignación por medio de intercambio voluntario. El derecho de propiedad promueve el 
intercambio voluntario ya que elimina los obstáculos de la negociación. Cuando son escasos los 
obstáculos de la negociación, los recursos se asignarán eficientemente” (COOTER & ULEN, 
1998). 
Ellos explican que una eficiente definición y protección de los derechos de propiedad 
incentiva el intercambio debido a que el contexto permite que los negociantes no encuentren 
obstáculos o costos de transacción que harían onerosa la contratación.  
Afirman también que la propiedad es la institución que otorga a la gente libertad sobre el 
uso de los recursos; “el derecho de la propiedad puede estimular el uso eficiente de los recursos 
mediante la creación de reglas que faciliten la negociación y el intercambio y que minimicen las 
pérdidas cuando fracase la negociación”. Efectivamente si existe una eficiente protección y 
definición de los derechos de propiedad, cada individuo podrá internalizar las externalidades 
existentes en cada derecho y asimismo se generará el incentivo necesario para la inversión.  
En otras palabras cuando una persona tiene conocimiento de la protección de su derecho 
de propiedad y la definición del mismo, tendrá el suficiente incentivo para asumir los costos que 
acarrea poseer el derecho de propiedad, pues asumirá que los beneficios a futuro serán mucho 
más beneficiosos para su patrimonio. Debido a esta situación (análisis costo – beneficio de los 
derechos de propiedad) se incentiva la inversión de capital y trabajo de un bien determinado.  
De la misma forma se pronuncia Bullar al afirmar que “A partir de la exclusión que uno 
hace de los demás surge el incentivo para invertir capital y trabajo en un bien determinado y, 
como contrapartida, racionalizar los costos que se derivarían de una sobre explotación del bien”. 
Es por tal motivo que creemos que la propiedad sirve a la economía. En efecto una correcta 
definición de la propiedad individual y una correcta protección de la misma será motor para la 
activación de inversión individual sobre los bienes que poseen las personas. Esto permitirá que 
las transacciones aumenten, dinamizando la economía, y contribuyendo al desarrollo del país. 
(BULLARD, Esquizofrenia jurídica. El impacto del análisis económico del Derecho, 2002) 
 
2.4.4.2. Efectos económicos de la inscripción del derecho de Propiedad sobre bienes 
inmuebles  
Las personas que poseen conocimiento de la protección de sus derechos de propiedad, 
tienen los suficientes incentivos para utilizar estos como un activo que les permita aumentar su 
patrimonio y generar riqueza. En otras palabras este contexto permitirá darle un aprovechamiento 
económico a su propiedad y así generar un incremento patrimonial y obviamente potencializar 
sus activos. Los individuos podrán realizar sobre sus predios numerosas acciones que podrían 
traer consigo beneficios patrimoniales. 
En primer lugar, pueden “transferir” sus bienes de forma sencilla, rápida, y sin ningún 
problema legal a futuro. Las compraventas en el mercado inmobiliario podrán acelerarse debido 
a que los trámites para la transferencia serán más cortos, existirá menor informalidad y los 
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inmuebles imposibilitados para la venta debido a falta de saneamiento físico legal podrán ser 
formalizados con mayor rapidez. Gracias a esto el mercado inmobiliario podrá potencializarse, 
aumentando el número de empresas dedicadas a este negocio, lo cual permitirá una mayor 
competencia en el rubro (mayor calidad y regulación de precios), permitiendo así satisfacer la 
demanda interna de viviendas. 
Un sistema eficiente de “formalización de propiedad” permitirá aumentar el valor de los 
inmuebles que se encuentran en estado informal. En efecto, actualmente existe una innumerable 
cantidad de inmuebles que no se encuentran legalmente saneados, este hecho castiga el precio del 
valor de los inmuebles en perjuicio del beneficio futuro que pueden tener sus propietarios ante 
futuras ventas. La falta de saneamiento físico-legal de un inmueble puede presentarse por varias 
causas, desde la falta de regularización del tracto sucesivo de los titulares registrales, cargas o 
hipotecas no levantadas, actualización de la información registral con la física (linderos, medidas 
perimétricas, aéreas, fabricas, nomenclatura, etc.), hasta las más simples como errores en los 
nombres de los titulares registrales o en la numeración y ubicación del predio.  
Actualmente el Perú viene experimentando un acelerado aumento en la demanda y construcción 
de inmuebles, lo cual trajo consigo el aumento acelerado de precios. Esto debido al crecimiento 
económico que experimenta el país y al hecho que las personas poseen mejores ingresos los cuales 
están siendo invertidos en el mercado inmobiliario. 
Asimismo, en los últimos años las entidades financieras han otorgado una gran cantidad 
de créditos Hipotecarios, obviamente esto producto de lo antes mencionado. Por ejemplo, en Lima 
metropolitana se han venido desarrollando numerosos proyectos inmobiliarios, en el 2011 el 
distrito que lideró el mercado inmobiliario fue Santiago de Surco, con 680 proyectos con oferta 
inmobiliaria residencial y 128 proyectos nuevos han ingresado en el primer trimestre del 2010.  
Es evidente que el apogeo del rubro inmobiliario se encuentra focalizado en zonas donde 
existe una alta cantidad de inmuebles saneados legalmente. Probablemente esto se deba a que los 
propietarios de dichos predios se encuentran más informados y con mejor posición económica 
pasa asumir los costos de la regularización y formalización de sus predios con el objetivo de 
realizar algún negocio inmobiliario. Debido a esto los distritos residenciales de Lima 
Metropolitana como Surco, San Isidro, La Molina, Miraflores, San Borja, Jesús María Magdalena 
y otros están siendo tugurizados por una avalancha de proyectos de construcción, principalmente 
de departamentos.  
 
Los propietarios podrán hipotecar sus inmuebles para garantizar créditos hipotecarios con 
alguna entidad financiera, las cuales no tendrán ninguna objeción con respecto al estado legal del 
predio siempre y cuando no exista ningún vicio (principalmente registral) que motive una negativa 
por parte de la entidad financiera a realizar el préstamo. Cabe precisar, que muchas transacciones 
y solicitudes para créditos hipotecarios con entidades financieras se truncan debido a que el 
inmueble no se encuentra totalmente saneado y la entidad financiera, en la evaluación registral 
que realiza, encuentra vicios que no pueden ser subsanados por los mismos vendedores. Las 
entidades financieras exigirán a las personas que acceden al crédito hipotecario la constitución de 
una hipoteca sobre el predio adquirido. 
 
 Cabe afirmar además que un predio saneado repercute tanto sobre los compradores del 
activo inmobiliario como sobre los vendedores del mismo. El beneficio para los vendedores es 
que el valor del predio aumentará, y será de fácil venta, sin impedimentos por parte de la entidad 
financiera, por el contrario los beneficios para los compradores es que podrán acceder al crédito 
hipotecario, podrán adquirir el inmueble y constituir la hipoteca en garantía del pago a favor de 
la entidad financiera.  
 
Como ya lo hemos afirmado los propietarios con predios regularizados e inscritos poseen 
la seguridad suficiente que les permite invertir sobre sus inmuebles, básicamente en construcción. 
Debemos recordar que las municipalidades distritales establecen normas urbanísticas, 
restricciones y limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad, por lo tanto, si se posee un 
inmueble donde lo factico se condice con lo registral, será mucho más fácil obtener la información 
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necesaria para solicitar las licencias habilitantes que permitan construir ampliaciones o 
modificaciones sobre las construcciones que subyacen en el terreno.  
 
El tema también radica en el plano rural donde la gran mayoría de predios no están 
registrados y los que lo están poseen algún vicio registral que imposibilita realizar transacciones 
de manera segura y eficiente. Cabe hacer mención que actualmente el tema de la explotación de 
recursos naturales es muy recurrente, debido a que existen grandes empresas dedicadas a estos 
rubros. La actividad de las mismas muchas veces causa afectaciones prediales debido a lo cual se 
tiene que celebrar contratos de constitución de derechos reales (superficie, usufructo o 
servidumbre) para que la empresa pueda desplegar toda su actividad sobre predios de terceros, 
obviamente pagando una contraprestación por el derecho concedido.  
En definitiva si los derechos de propiedad se encontrasen inscritos la negociación de los 
particulares con las grandes empresas podría ser mucho más sencilla, inclusive el valor a pagar 
sobre el derecho futuro a constituir sería mucho mayor y por lo tanto el poder de negociación del 
propietario aumentaría considerablemente. 
2.4.4.3. Límites al derecho de propiedad: 
Queda clara la función social que está llamado a cumplir el derecho de propiedad en el 
ordenamiento constitucional peruano. A partir de aquí se puede afirmar que esta función social, 
con la significación apuntada antes, se convierte en uno de los principales elementos que se ha de 
tener en cuenta al momento de delimitar el contenido constitucional del derecho fundamental. 
Dependiendo de las circunstancias de cada caso concreto, el contenido constitucional del derecho 
de propiedad tendrá un contenido u otro. En este contexto se ha de interpretar la declaración del 
Tribunal Constitucional por la cual ha afirmado que “la propiedad se encuentra sujeta a las 
limitaciones impuestas por el interés general”.  
 
La función social de la propiedad, en estricto, el bien común, ayuda a determinar en cada 
caso concreto si una concreta pretensión forma o no parte del contenido constitucional del derecho 
de propiedad. Sin embargo, este no es el único criterio delimitador que se deberá tener en cuenta. 
Existe también otro criterio igualmente importante: los derechos fundamentales. En efecto, no 
debe olvidarse que el contenido constitucional de un derecho fundamental no puede incluir 
ninguna circunstancia o facultad que llegue a vulnerar otro derecho fundamental u otro bien 
jurídico constitucional (como el bien común o interés público). 
Es así que se ha de reconocer que el ejercicio del derecho de propiedad “importa 
limitaciones legales que tienen por finalidad armonizar: El derecho de propiedad individual con 
el ejercicio del mismo por parte de los demás individuos. El derecho de propiedad individual con 
el ejercicio de las restantes libertades individuales. El derecho de propiedad individual con el 
orden público y el bien común”. 
A. El principio de no confiscatoriedad 
En relación a los elementos delimitadores del contenido constitucional del derecho 
fundamental de propiedad, se ha de ver uno más en el principio de no confiscatoriedad que se 
predica respecto del establecimiento y cobro de tributos. En el ordenamiento constitucional se ha 
dispuesto categóricamente que “ningún tributo puede tener efecto confiscatorio” (artículo 74 CP). 
Se ha de considerar que el principio de no confiscatoriedad es un elemento delimitador del 
contenido constitucional del derecho de propiedad en la medida que a través de la aplicación del 
mencionado principio se busca evitar que con el cobro de un determinado tributo se afecte 
indebidamente el derecho de propiedad. 
 
 En palabras del Tribunal Constitucional, “teniendo en cuenta las funciones que cumple 
en nuestro Estado democrático de Derecho, es posible afirmar, con carácter general, que se 
transgrede el principio de no confiscatoriedad de los tributos cada vez que un tributo excede el 
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límite que razonablemente se admite para no vulnerar el derecho a la propiedad” (EXP. N° 2302-
2003-AA/TC, 2005).  
 
En general, se puede afirmar que “este principio informa y limita el ejercicio de la 
potestad tributaria estatal y, como tal, constituye un mecanismo de defensa de ciertos derechos 
constitucionales, empezando, desde luego, por el derecho de propiedad, ya que evita que la ley 
tributaria pueda afectar irrazonable y desproporcionadamente la esfera patrimonial de las 
personas”.  
B. La expropiación 
 
Se ha establecido en el texto constitucional peruano que a la regla general de que la 
propiedad es inviolable, se le puede plantear una excepción. Esta salvedad consiste en que la 
propiedad podrá ser privada de su titular cuando así lo requiera la seguridad nacional o la 
necesidad pública. En estas situaciones el poder político tiene la facultad de privar de su propiedad 
a un particular, si es que han concurrido los siguientes dos elementos. Primero, que la situación 
de seguridad nacional o de necesidad pública, así como la conveniencia de la expropiación haya 
sido declarada por ley; y segundo, que la expropiación se llegue a ejecutar sólo después de pagada 
la indemnización justipreciada (artículo 70 CP).  
 
Como ya se dijo, el contenido constitucional de los derechos fundamentales, entre ellos 
el derecho de propiedad, se formula siempre en relación a la vigencia de los demás derechos 
fundamentales y de los bienes jurídicos constitucionales. De manera que, por ejemplo, al derecho 
de propiedad. 
  
No se le puede llegar a reconocer un contenido que no permita la vigencia del bien común, 
concretizado en la seguridad nacional o la necesidad pública. Como ya se argumentó, el bien 
común es otro elemento que se ha de tomar en consideración cuando se quiera definir en cada 
caso concreto el contenido constitucional del derecho de propiedad.  
 
En razón de él, puede ocurrir que en determinadas circunstancias, el propietario de un 
bien está constitucionalmente obligado a admitir el cambio del bien por otro de equivalente valor 
económico, es decir, está obligado a admitir ventas forzosas o actos expropiatorios, siempre que 
estos se lleven a cabo según el procedimiento establecido constitucionalmente. Esto ocurre en el 
caso del ordenamiento constitucional peruano, en el cual se ha reconocido que a nadie puede 
privarse de su propiedad sino, exclusivamente, por causa de seguridad nacional o necesidad 
pública, declarada por ley, y previo pago en efectivo de indemnización justipreciada que incluya 
compensación por el eventual perjuicio (artículo 70 CP).  
 
Es así que en el ordenamiento jurídico peruano, el contenido constitucional del derecho a 
la propiedad, se configura de tal forma que es constitucionalmente posible que el contenido de la 
relación dominal entre dominus y el bien, varíe al variar el bien por otro de igual valor patrimonial. 
Por la especial significación de la figura de la expropiación para el bien común, y por la especial 
dificultad que esta representa, es preciso ahondar un poco más en la significación de esta figura 
reconocida en el texto constitucional peruano, y de la procedencia del amparo en situaciones de 
expropiación. 
 
2.4.5. Los Bienes 
 
2.4.5.1. Sistema de Clasificación de los Bienes  
La clasificación de los bienes es uno de los temas que ha generado muchas discusiones 
entre los estudiosos del derecho, en efecto, se han propuesto variadas formas de clasificación, 
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entre ellas, la que más arraigo ha tenido es aquella que se sustenta en la “naturaleza de los bienes”, 
por ello, no es extraño apreciar que en la mayoría de legislaciones del mundo y en todos los 
códigos civiles que ha tenido el Perú, los bienes han sido clasificados de acuerdo a su movilidad, 
materialidad, consumibilidad, fungibilidad, divisibilidad y actualidad. 
 
En el Perú, legislativamente se ha optado por clasificar los bienes en muebles e inmuebles. 
Al respecto debe tenerse en cuenta que son muchísimas las características “naturales” que 
podemos descubrir en los bienes, por lo que, si van a ser las características naturales las que nos 
van a servir de “patrón de juego”. no tendríamos por qué preferir un criterio natural sobre otro. 
Sobre este tema se señala: “La distinción física entre bienes muebles e inmuebles responde qué 
duda cabe a una comprobación de la realidad: no es posible negar que, en una colección de bienes, 
una de las clasificaciones que podemos adoptar es la que separa a los transportables de los que no 
lo son. Pero esta distinción es tan “natural” como la de que existen bienes grandes y bienes 
pequeños, bienes ásperos y bienes lisos, bienes sólidos y bienes líquidos, bienes rojos y bienes 
azules, bienes agradables y bienes repugnantes, bienes comestibles y bienes no comestibles, 
bienes orgánicos y bienes  inorgánicos. Sin embargo, ninguna de estas clasificaciones que se 
encuentran en la “naturaleza de las cosas” ha sido recogida por el Derecho moderno. El solo hecho 
de que una distinción sea natural no es suficiente para que el Derecho la haga suya (DE 
TRAZEGNIES, 1990). 
 
En nuestra opinión, antes de tomarse una decisión legal sobre este tema debe determinarse 
la función que cumple la forma de clasificar los bienes en un sistema legal. A efectos de realizar 
este análisis utilizaremos un enfoque normativo. Es decir, trataremos de establecer la mejor 
manera de utilizar los medios legales con el fin de optimizar sus resultados. 
En primer lugar, en tanto enmarcamos este trabajo dentro de lo que hemos llamado derecho civil 
patrimonial, tomaremos como criterio fundamental el nivel de eficiencia económica que cada una 
de las alternativas genere. En ese sentido, habrá que establecer si las distintas opciones legales 
constituyen un incentivo o un desincentivo para que los agentes económicos se comporten de una 
manera eficiente en el mercado, para lo cual deberá determinarse si la decisión legal genera una 
mayor cantidad de beneficios, que de costos. 
 
El problema es que tradicionalmente se ha se ha obviado este presupuesto al analizar la 
conveniencia de un sistema legal. La crítica antes señalada, podría trasladarse en realidad a 
muchos otros temas del derecho moderno, por lo que quedan en el tintero para ser objeto de 
futuros trabajos. Hemos elegido el tema de este trabajo, porque, como ya veremos, tiene especial 
incidencia en temas tan vitales como el de la adquisición y transferencia de la propiedad, la 
concurrencia de acreedores y la constitución de garantías. 
 
 
2.4.5.2. Importancia de la clasificación de los bienes  
Una primera constatación nos permite apreciar que existen múltiples variedades de 
bienes, cada uno de ellos con características particulares que los diferencian de los demás. De lo 
anterior fluye que dicha variedad de bienes pueden ser agrupados desde las más múltiples 
perspectivas a partir de una constatación fachea de la realidad. Sin embargo, debe apreciarse que 
no todas estas clasificaciones responden a los objetivos que un sistema de clasificación de los 
bienes debe cumplir en un sistema jurídico actual. 
 
En ese sentido señala VEGA (1990, citado en BENDERSKY, 1996) "Las clasificaciones 
de las cosas o de los bienes, pues, no sólo consideran en ellos sus elementos materiales o físicos. 
Para fijar su sustancia jurídica atienden, además, a otras manifestaciones, vinculadas directamente 
con las modalidades prevalecientes del ya aludido trafico jurídico, este último a su vez trasunta 
circunstancias económico-sociales, imperantes al tiempo de establecerse las fórmulas referidas.  
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Más aún, consideramos que lo anterior no se logra incluyendo junto a los criterios 
materiales o físicos, características que guarden relación con el trafico jurídico. A nuestro 
entender, son estos últimos los únicos que tienen importancia y por lo tanto, son los únicos que  
deben tomarse en cuenta al momento de optar por un determinado Sistema de Clasificación de 
los bienes. Pasamos ahora a analizar el rol que un sistema de clasificación de los bienes cumple. 
En primer lugar, debemos ubicarnos en el escenario del tráfico económico, y recordar que vivimos 
en un estado de escasez y que, como consecuencia de ello, los individuos, seres racionales y 
maximizadores de beneficios, se encuentran en la diaria disyuntiva de elegir entre una variedad 
de bienes existentes en el mercado que le pudieran satisfacer sus ilimitadas necesidades. De lo 
expuesto resulta que, el intercambio de bienes cumple la función de servir de vehículo para la 
satisfacción de las necesidades del individuo, de lo que puede concluirse que la función que debe 
cumplir un sistema de clasificación de los bienes es la de facilitar el intercambio de éstos, por lo 
que deberá otorgarse a las transferencias el mayor grado de simplicidad y seguridad posible. 
 
No sólo es importante la forma de clasificación que adoptemos para generar un sistema 
de transferencias adecuado, también lo es el reconocer que los bienes cumplen una función 
garantizadora de transacciones económicas, por lo que no deberá dejarse de lado, que los bienes 
deben ser clasificados de manera que se facilite su utilización como garantías de las distintas 
actividades económicas. El doctor (DE TRAZEGNIES, 1990), señala sobre el tema lo siguiente: 
“Dentro de una sociedad de mercado, en la que los intercambios constituyen su ingrediente 
fundamental y donde las garantías de las transacciones deben ser muy seguras el derecho a 
agrupado los bienes en función de su mayor o menor posibilidad para su transferencia que guarda 
relación con los primeros tiempos de la sociedad de mercado con el valor del bien y en función 
de la mayor o menor facilidad para entregar físicamente la cosa en garantía. Por consiguiente, no 
es una característica natural del bien lo que constituye la base de la distinción, sino la utilización 
social de ciertas características naturales que realiza una cultura 
Determinada”. 
 
2.4.5.3. Coexistencia de varios medios de clasificación 
En el marco del Congreso Internacional, organizado por la Universidad de Lima, se expuso un 
proyecto de enmiendas al texto del Código Civil de 1,984 preparado principalmente por profesores de esa 
casa de estudios. En lo que toca al tema de la clasificación de los bienes se propuso recoger todas las 
distinciones que hayan de plasmarse en el resto del código, para a decir de los ponentes, facilitar la 
interpretación, en ese sentido, los bienes se dividirían en corporales e incorporales, consumibles y no 
consumibles, en el comercio y fuera del Comercio, del Estado y de Particulares, Fungibles e infungibles, 
registrables y no registrables.   
 
En realidad nos sorprende esta opinión, que más allá de recoger la necesaria clasificación de bienes 
registrables y no registrables, propone la coexistencia de múltiples clasificaciones paralelas. 
Aparentemente, no se ha analizado cual es la verdadera razón para optar por un sistema de clasificación  de 
los bienes, reflexión que hemos intentado realizar en puntos anteriores, sólo eso explica que se le quiera 
dar a la clasificación de los bienes un carácter informativo que a nuestro entender no debe tener. Lo más 
sorprendente es que este esquema de recoger la mayor cantidad de clasificaciones, ya había sido recogido 
en el Código Civil de 1852, siendo  desechada en los posteriores códigos de 1936 y 1984. Sobre esta 
propuesta nos parece concluyente lo señalado por Humberto Jara (p. 97) quien se refiere a la coexistencia 
de varios sistemas de clasificación en el código de 1952: "La existencia del resto de clasificaciones se 
entiende por la tendencia que lo llevo como acabamos de indicar, a plantear clasificaciones sin efectos, 
pues no existen normas que las implementan, y a confundir un Código con un texto universitario por la 
gran cantidad de definiciones y ejemplos que utiliza en muchos de sus artículos”. 
 
2.4.5.4.  Análisis del impacto del sistema de clasificación de bienes en las normas del 
Código Civil de 1984, referente a la transmisión de propiedad.  
Sobre el rol del derecho en relación al tema de la propiedad, podemos señalar, a grosso 
modo, que este consiste en la asignación de derechos individuales sobre los bienes, con la 
inmediata consecuencia de poder excluir del uso de los bienes a los demás. En ese sentido, son 
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condiciones necesarias para que los derechos de propiedad funcionen de manera realmente 
eficiente, que cumpla con las siguientes características universalidad, exclusividad y 
transferibilidad (TORRES LOPEZ , 2000).   
 
Como se señala anteriormente, el objetivo de un sistema económico, es conseguir el 
máximo bienestar posible. En ese sentido en tanto existe un permanente déficit de bienes y 
recursos, será fundamental que estos sean asignados a los agentes económicos que estén en 
posibilidad de explotarlos de la mejor forma. Lo anterior se cumple mediante la transferibilidad 
de los bienes, donde el intercambio, es el vehículo para cumplir con dos objetivos fundamentales 
en primer lugar, entrega los bienes a quienes más los valoran y por lo tanto pueden destinarlos a 
sus usos más eficientes, en segundo lugar, permite que los individuos maximicen su nivel de 
bienestar. Dados los objetivos que fundamentan al intercambio, es adecuado que exista una amplia 
libertad contractual, sin embargo el intercambio también está sujeto a restricciones, las que 
pueden estar basadas por ejemplo en razones de salud, seguridad, ética, etc. Normalmente en tanto 
que el derecho debe regular las relaciones jurídicas al interior de la sociedad, se le encargará 
establecer los referidos límites, así por ejemplo, tenemos la prohibición penal de comerciar con 
droga. 
 
Una primera conclusión a la que deberíamos llegar, es que estas restricciones impuestas 
al intercambio de los bienes deben establecerse con un criterio restrictivo y sólo cuando el 
intercambio libre de un bien genere mayores problemas (costos) para la sociedad, que beneficios. 
Un segundo tema, en lo referente al intercambio o transferibilidad de los bienes, lo constituyen 
los llamados “costos de transacción”. En efecto, en muchas oportunidades podremos constatar, 
que pese a que no existen restricciones legales para transferir ciertos bienes, y existiendo una parte 
titular de uno de éstos, que valora menos dicho bien que un tercero interesado en él, no se produce 
el intercambio. La pregunta es, ¿por qué?, pues, porque los costos de transacción son positivos. 
Pero ¿qué son los costos de transacción?  Definiremos a los costos de transacción, como todos los 
gastos y dificultades que se generan al celebrar un contrato, los que se producen en la etapa previa 
a la celebración de un acuerdo, (información sobre las oportunidades) durante su celebración, o 
durante su cumplimiento. 
 
Se puede extraer de lo anterior, que el derecho debe buscar reducir el impacto de los 
referidos costos de transacción, en las distintas etapas del proceso contractual, en ese sentido, a 
nuestro parecer, se deberá cumplir con las siguientes condiciones: a) En la etapa previa a la 
celebración del contrato, la información es un elemento fundamental para que los individuos se 
decidan a celebrar contratos (y por lo tanto a propiciar los efectos positivos que describiéramos 
anteriormente). En ese sentido, debe facilitar y promover la mayor información para los 
individuos, pues esta un elemento de seguridad en las transacciones. Por ello, a nuestro entender, 
el derecho deberá reconocer y promover a los dos grandes mecanismos de información sobre los 
bienes; la posesión y el registro b) Durante la negociación del contrato, en tanto el intercambio 
constituye una fuente de generación de beneficios para las partes y que para lograrlos, se tendrá 
que incurrir en algunos gastos (o costos) de contratación, el derecho deberá de tratar de aminorar 
dichos costos. Para tal fin, es importante la regulación que se establezca para las transferencias de 
propiedad, así deberán crearse normas supletorias a la voluntad de las partes, que tengan como 
finalidad el evitar que éstas tengan que ponerse de acuerdo hasta en los más mínimos detalles del 
contrato. c)  Durante la ejecución del contrato, el cumplimiento efectivo de las obligaciones es 
imprescindible para que el intercambio de bienes provea los beneficios a que hemos hecho 
referencia. Por ello, el derecho deberá dedicar todos sus esfuerzos para garantizar el cumplimiento 
de los contratos. 
 
Se deberá construir legislativamente un sistema que no permita inseguridades, un sistema 
de transferencias por el cual el adquirente que cumpla con las disposiciones legales pertinentes, 
se encuentre seguro que obtendrá efectivamente los beneficios por los que ha sacrificado la 
utilización de sus recursos para otros fines. A continuación nos corresponde analizar, nuestras 





2.4.5.5.  Transferencia de bienes muebles 
El artículo de nuestro Código Civil que define la forma de transferencia de los bienes 
muebles es el artículo 947, el mismo que señala lo siguiente: "Artículo 947.- La transferencia de 
propiedad de una cosa mueble determinada se efectúa con la tradición a su acreedor, salvo 
disposición legal diferente." 
 
Podemos extraer del citado artículo dos requisitos para que opere la transferencia de 
propiedad de un bien mueble, en primer lugar, en tanto exige la existencia de un acreedor, se 
extrae que debe existir un contrato previo, es decir un título. En segundo lugar, luego del contrato, 
debe hacerse tradición (entrega) del bien al acreedor.  Pasemos ahora a analizar si este artículo 
cumple con las características que hemos ido desarrollando anteriormente, para ello nos 
permitiremos desarrollar dos ejemplos. Imaginemos en primer lugar a Jorge, dueño de un reloj, 
que Miguel está interesado en adquirir, Lo primero que necesita saber Miguel es si el bien es de 
propiedad de Jorge, aquí tenemos una primera restricción pues el dueño del bien tendría que 
probar tal condición, lo que podría ser déficit. Este problema, al que podríamos llamar de 
información pre contractual se encuentra salvado, pues en virtud del artículo 912. 
Miguel podrá asumir que Jorge es el propietario del reloj por el sólo hecho que sea poseedor del 
mismo. 
 
Esta norma evita, en cada caso, que los propietarios tengan que probar su titularidad, lo 
que puede ser muy complicado sobre todo tratándose de bienes difícilmente identificables. 
Sin embargo, podríamos preguntarnos, qué pasa si el derecho le dice a los potenciales adquirentes 
que confíen en que el poseedor de un bien es su propietario, y esto no es así, es decir, qué pasa si 
a partir de esta norma el adquirente es inducido a un error por el propio derecho. Felizmente, este 
problema está resuelto nuevamente por nuestra legislación, que en su artículo 948 dispone lo 
siguiente: "ARTICULO 948: Quien de buena fe y como propietario recibe de otro la posesión de 
una cosa mueble, adquiere el dominio, aunque el enajenan te de la posesión carezca de facultad 
para hacerlo. Se exceptúan de esta regla los bienes perdidos y los adquiridos con infracción a la 
ley penal." Así, complementando los artículos 912 y 948, podemos decir que el interesado en 
adquirir un bien como el reloj, estará en principio protegido en su adquisición, siempre que 
adquiera el bien de aquel que es poseedor del mismo. Esto nos parece acertado, pues, se provee a 
las transferencias de la seguridad necesaria y se facilitan las mismas20 utilizando el medio 
jurídicamente más idóneo para estos casos; la posesión.  
 
Como se podrá apreciar, existen en virtud del propio artículo 948, dos casos en los que el 
tercero adquirente de buena fe no se verá protegido por el derecho; si se tratan de bienes perdidos 
o adquiridos con infracción a la ley penal. A nuestro parecer, si bien el legislador ha tenido las 
mejores intenciones, en este punto ha cometido un grave error. Así, se castiga al tercero que 
adquiere de buena fe, cundo en primer lugar, él no ha cometido ninguna infracción, y en segundo 
lugar, si hemos dicho que la posesión es la mejor información sobre la propiedad de un bien, 
cómo le podemos exigir al tercero que sepa que el bien que le es ofrecido por parte de su poseedor, 
es un bien perdido o adquirido con infracción a la ley penal. Nótese que lo anterior puede 
neutralizar los beneficios generados por los artículos 912 y 948, por ejemplo: Miguel está 
interesado en adquirir un reloj, digamos que hasta en un precio de 1.50, por su parte Jorge 
propietario de un reloj, desea venderlo en por lo menos S/. 130, en principio lo lógico sería que 
la transferencia opere, sin embargo, Miguel no tiene forma de saber si el bien fue adquirido con 
infracción a la ley penal o se trata de un bien perdido, en ese sentido, Miguel no podrá tener 
seguridad en su adquisición. 
 
Hemos dicho anteriormente, que el derecho debe incentivar el trafico económico, 
brindando seguridad y facilitando las transferencias, sin embargo, el último párrafo del artículo 
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948, neutraliza todo lo bueno hecho por ese mismo artículo y por él, introduciendo una dosis de 
incertidumbre y castigando a los adquirentes a pesar de poder tener buena fe. En nuestro siguiente 
ejemplo consideraremos un bien mueble registrable, por ejemplo un automóvil, Miguel interesado 
en adquirir el automóvil, deberá averiguar en primer lugar quién es el propietario del bien, por lo 
que volveremos a recurrir al artículo 912 del Código Civil. Dicho artículo señala que la presunción 
de propiedad del poseedor no puede oponerse al propietario con derecho inscrito, aquí podemos 
ver que se reconoce al registro como un medio de información más fuerte que la posesión, incluso 
tratándose de bienes mueble. Así, Miguel deberá cuidarse que quien le ofrece el bien conste como 
propietario en el registro. Sin embargo, para que Miguel adquiera la propiedad del automóvil, este 
deberá serle entregado, previa celebración de un contrato en el que se acuerde la transferencia. En 
nuestra opinión, lo anterior constituye un error, pues como se ha señalado anteriormente, la 
transferencia de un bien debe operar de tal forma que se informe a el resto de la colectividad que 
esta ha ocurrido, ya hemos visto que para el caso de los bienes no registrables este objetivo se 
logra con la tradición del bien, pues al ver al adquirente como poseedor, se deberá presumir que 
es el propietario. En cambio tratándose de un bien registrable, existe un medio más idóneo para 
dar información a los terceros, dicho mecanismo es el registro. 
 
Es más, en virtud de los artículos 912 y 948, si el transferente conserva la posesión del 
bien, y enajena éste a un tercero, podría considerársele como propietario en virtud del artículo 
948.  Nótese pues que existen graves contradicciones dentro del Código Civil, éstas se deben a 
que se intenta dar un mismo tratamiento a bienes con características esenciales diferentes como 
son los bienes muebles registrables y los bienes muebles no registrables, adelantamos aquí como 
conclusión, que las normas sobre transferencia de propiedad deberían dictarse en virtud de si los 
bienes son registrables o no. 
  
2.4.5.6.  Transferencia de bienes inmuebles 
El artículo que determina la forma de transferencia de los bienes inmuebles es el artículo 
949 de nuestro Código Civil, que establece lo siguiente: "Artículo 949.- La sola obligación de 
enajenar un bien inmueble determinado hace al acreedor propietario de él, salvo disposición legal 
diferente o pacto en contrario." 
 
Del referido artículo se extrae que para que opere la transferencia de un bien inmueble, 
sólo es necesario que las partes celebren un contrato, siendo la misma obligación de transferir la 
que hace que opere la transferencia de propiedad. Nótese que a diferencia de los bienes muebles 
no es necesario un modo• Debemos preguntarnos también si esta norma cumple con los requisitos 
de un sistema de transferencia de bienes ágil y seguro. Nuevamente desarrollaremos el tema a 
partir de ejemplos prácticos. 
 
Una persona está interesada en adquirir un inmueble, por lo que necesita saber de quién 
es el bien, en ese sentido, en virtud de lo establecido en la parte final del artículo 912, no le bastará 
con saber quién es el poseedor del bien, sino que tendrá que identificar quien consta como 
propietario en el Registro 
 
Debemos preguntarnos nuevamente, ¿qué pasa si el derecho le dice a los potenciales 
adquirentes que confíen en que quien aparece en el registro como propietario efectivamente es su 
propietario, y esto no es así?, es decir ¿qué pasa si a partir de esta norma el adquirente es inducido 
a un error por el propio derecho?. Este problema se podrá producir en tanto el sistema de 
transferencia de bienes inmuebles no ha considerado al registro como el mecanismo para que las 
transferencias se hagan efectivas, así por ejemplo, una persona podría adquirir un inmueble de 
alguien que en el registro conste como propietario del bien sin ya serlo, pues puede haber 
transferido la propiedad del bien a un tercero mediante contrato privado en virtud del artículo 949.  
Al respecto, el artículo 2014 señala lo siguiente: "ARTICULO 2014.- El tercero que de 
buena fe adquiere a título oneroso algún derecho de persona que en registro aparece con facultades 
para otorgarlo, mantiene su adquisición una vez inscrito su derecho, aunque después se anule, 
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rescinda o resuelva el del otorgante por virtud de causas que no consten en los registros públicos. 
La buena fe del tercero se presume mientras no se pruebe que conocía la inexactitud del registro. 
En virtud de lo anterior, sólo aquel adquirente de buena fe que inscriba su derecho se encontrará 
seguro de que su adquisición será protegida por el derecho. Como se puede ver el artículo 2014 
excluye de su protección a aquellos adquirentes a título gratuito, a nuestro entender esto no es lo 
más adecuado, pues este artículo premia dos cosas la buena fe y la diligencia, en ese sentido nada 
importa que el bien haya sido adquirido a título gratuito.  
 
Al parecer el legislador ha considerado que es conveniente sacrificar al adquirente a título 
gratuito, en tanto que él no ha realizado ningún sacrificio económico para adquirir el bien, al 
respecto debemos decir que si bien eso es cierto nada impide que el tercero haya realizado gastos 
distintos a los de adquisición, o que hubiese perdido algunas oportunidades en virtud de la 
expectativa que tenia de adquirir la propiedad. Luis Pizarra nos describe dos problemas 
adicionales; “Primero, como se aplica el artículo 2014 si Primus transfiere tanto a Secundus como 
a Tercius a título gratuito? Segundo, como se aplica el artículo 2014 si Primus transfiere a 
Secundus a título oneroso, a Tercius a título gratuito y, posteriormente, Tercius transfiere a 
Cuartius a título oneroso? Todo un caos, promovido por una limitante (la onerosidad del título) 
injustificada. En tal sentido, el registro, como signo de oponibilidad, debe pub licitar un derecho 
con capacidad de excluir cualquier otro que le resulte incompatible, sin importar su origen” 
(PIZARRO, 2010).   
 
Por lo tanto, aquel que adquiera un bien inmueble registrado en virtud del artículo 949, 
se encontrará desprotegido ante cualquier transferencia del bien que opere a título oneroso y con 
buen fe, es decir, la norma que específicamente trata eltema de la transferencia de la propiedad, 
no brinda a los adquirentes la más mínima seguridad. A nuestro parecer, todos estos problemas 
se evitarían si se estableciera el registro como modo de transferencia de propiedad, tal como 
dijéramos en el caso de los bienes muebles registrados. Un segundo punto a tratar es el de los 
bienes inmuebles no registrados, en ese sentido al no poder usarse el registro como el medio de 
transferencia, deberíamos recurrir al segundo medio de transferencia y publicidad que tiene el 
derecho, es decir la tradición.  Sin embargo nuestro Código Civil comete en este tema dos errores; 
da el mismo trato a los bienes inmuebles más allá que sean registrables o no y establece un modo 
que no pub licita la adquisición del derecho.  
: 
2.4.5.7.  Análisis del sistema de clasificación de los bienes en las normas del Código 
Civil de 1984, referente a la concurrencia de acreedores sobre la propiedad de un 
mismo bien  
Se ha visto como el sistema de clasificación de los bienes recogido en nuestro Código 
Civil vigente, genera una serie de distorsiones en torno a la transferencia de los bienes. En este 
punto veremos como estas distorsiones se vuelven aún más graves cuando existen distintos 
acreedores respecto de la propiedad de un mismo bien. En este caso el tema de la oponibilidad de 
los derechos tiene gran importancia, así el derecho no podría amparar las pretensiones de todos 
los acreedores de un mismo bien, pues ello está impedido, por el carácter exclusivo y excluyente 
del derecho de propiedad. 
 
(BULLARD, 1990), señala en torno al tema de la oponibilidad, que un sistema jurídico 
moderno y eficiente debe cumplir con las siguientes condiciones: a) La primera de ellas, ya 
analizada en el capítulo segundo del presente trabajo, es que el grado de oponibilidad debe estar 
en relación directa con el grado de recognoscibilidad que la relación jurídica haya generado por 
diversos mecanismos de conocimiento objetivo o subjetivo. De lo contrario, los efectos jurídicos 
de nuestras acciones pueden quedar sujetos al azar, y éste es un elemento irracional a partir de la 
visión económica que caracteriza a nuestro modelo de Derecho, impidiendo una efectiva 
maximización de intereses. b) La segunda, íntimamente relacionada con la anterior, es que el 
sistema establezca prelaciones claras en cuanto que la relación jurídica prima cuando tenemos 
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dos o más de ellas en conflicto. Esto dependerá, en mucho, del grado de oponibilidad, y con ello, 
del grado de recognocibilidad que tenga la relación jurídica como tal.  
 
Nuevamente nos encontramos con un tema recurrente en el presente trabajo los 
mecanismos de información de los derechos, sobre ello debemos señalar dos cosas que 
consideramos importantes: a) Los mecanismos de publicidad de los derechos, para funcionar 
realmente como mecanismos de oponibilidad, deben estar legalmente reconocidos, tanto en su 
existencia como en sus efectos.b) De poco o nada servirá lo anterior, si las normas sobre 
publicidad de los derechos no se diseñan de una manera coherente y bajo un criterio de eficiencia. 
El tema de la información, está íntimamente relacionado con el de la buena fe. Así, el requisito 
de labuena fe en el actuar de los agentes económicos, es un presupuesto genérico del sistema 
jurídico para brindar su protección, en ese sentido, el derecho no debe proteger (en principio por 
lo menos) a aquel que se pretenda beneficiar de su actuar basado en la mala fe Pero, ¿cómo se 
relaciona el tema de la buena o mala fe con los mecanismos de reconocibilidad?.  
 
 La buena o mala fe de una persona está determinada por el conocimiento o 
desconocimiento de actuar en contra del derecho, y si como hemos venido sosteniendo que los 
medios de reconocibilidad de derecho, deben ser los mecanismos de información que el derecho 
reconoce (la posesión y el registro), debe definirse que pasa con la información que se reciba por 
medios distintos al del registro y el de la posesión, al respecto procedamos a analizar el siguiente 
ejemplo: A está interesado en adquirir un inmueble que aparentemente es propiedad de B, luego 
de revisar la propiedad del bien en el asiento registral respectivo, A constata que efectivamente B 
figura como propietario del inmueble y decide adquirir el inmueble, sin embargo C le indica a A 
que es el titular del bien al haberlo adquirido de B. ¿Debe A hacer caso a lo que C le indica o debe 
guiarse por la información que la da el registro?. 
 
  A nuestro entender, sería totalmente distorsionan te que, A tenga la obligación de dar 
igual validez a la información que reciba del registro y a cualquier otra que pudiese recibir, la 
consecuencia de lo anterior sería que se eliminara el beneficio generado por el registro elevándose 
los costos de información en gran manera (dado que los adquirentes tendrían que estar pendientes 
de todo tipo de información que reciban, teniendo además que evaluar su nivel de credibilidad), 
generándose además grandes problemas para el funcionamiento del trafico jurídico. 
 
Por otro lado, en relación a la mala fe, se genera el problema de que si aceptásemos 
cualquier clase de información como generador de la misma, tenemos el problema que dicha mala 
fe solo existiría en la persona especifica que recibe la información, por lo que de ser transferido 
el bien a un tercero, los efectos de la mala fe se neutralizarían, en cambio la mala fe generada por 
un medio de recongocibilidad objetivo (como el registro) se traslada a cualquier potencial tercero 
adquirente, por lo que la persona afectada estará permanentemente protegida. 
No debemos dejar de señalar, que respecto a la transferencia de propiedad de un bien, las 
normas de concurrencia de acreedores no serían necesarias, si como veíamos, nuestro 
ordenamiento jurídico hubiese optado por modos de transferencia que hagan oponibles los 
derechos adquiridos. A continuación, procederemos a analizar a la luz de lo señalado 
anteriormente, las normas que sobre concurrencia de acreedores tiene nuestro Código Civil.  
 
A. Concurrencia de acreedores sobre bienes muebles  
El artículo 1136 del Código Civil dispone lo siguiente en lo referente a la concurrencia 
de acreedores de bienes muebles; "Artículo 1136.- Si el bien cierto que debe entregarse es mueble 
y lo reclamasen diversos acreedores a quienes el mismo deudor se hubiese obligado a entregarlo, 
ser preferido el acreedor de buena fe a quien el deudor hizo tradición de él, aunque su título sea 
de fecha posterior. Si el deudor no hizo tradición del bien, será. Preferido el acreedor cuyo título 
sea de fecha anterior; · prevaleciendo, en este último caso, el título que conste de documento de 
fecha cierta más antigua." Obsérvese que nuestro Código Civil, dá preferencia a aquel acreedor 
al que se le hubiese hecho tradición del bien, es decir, a aquel al que el titular entregó la posesión 
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del bien, en ese sentido, la norma reconoce como el signo de oponibilidad a uno de los dos 
mecanismos de recognocibilidad a los que hemos hecho referencia anteriormente, de inmediato 
analizaremos mediante algunos ejemplos, la pertinencia de dicha decisión legal.  
Por ejemplo, supongamos, que A es propietario de un fino reloj de colección, que es muy 
valorado entre los conocedores. Aprovechando lo anterior, A vende el reloj a B, con la promesa 
de entregárselo posteriormente, luego, en tanto conserva la posesión del bien, vende el mismo 
reloj a C, con quien celebra además una escritura pública, Por último aprovechando que no ha 
hecho tradición del bien vende por tercera vez el mismo a O, a quien hace entrega del reloj. En 
virtud del artículo 1136, O podrá oponer su derecho a los demás adquirentes por lo que conservará 
la propiedad del mismo, nótese que en ningún momento A o B adquirieron la propiedad del reloj 
en tanto jamás cumplieron con el requisito del artículo 947, pues no se les hizo tradición del 
mismo. Nótese que en este caso el mecanismo que da oponibilidad a la adquisición de un derecho 
(la posesión), es el mismo que nuestro ordenamiento utiliza para resolver el problema de la 
transferencia, por lo que consideramos que la decisión legal es pertinente. Imaginemos ahora lo 
siguiente, A es propietario de un automóvil y decide vendérselo a B, con quien decide celebrar 
un contrato por el que vende el referido bien, comprometiéndose a entregarlo luego de realizar 
algunos arreglos en el mismo, posteriormente A celebra ahora con C, un segundo contrato de 
compra venta sobre el mismo auto, procediendo a inscribir el mencionado contrato en el registro 
respectivo. Luego de los dos contratos anteriores, A vende por tercera vez su automóvil ahora en 
favor de O, a quien hace entrega del mismo. Nos preguntamos, ¿Cuál de los adquirentes debe ser 
protegido por el derecho?.  
Una simple lectura del articulo 1135 nos da una clara respuesta, O será el amparado por 
el derecho, en virtud de haber recibido la posesión del automóvil, pues el artículo protege aquel 
acreedor de un bien mueble al que se le hubiere hecho la tradición Sin embargo, consideramos 
que quien debe estar protegido es C, pues en este caso se debe aplicar, el artículo 2014, que 
protege al adquirente registra! de buena fe, además la supremacía del registro sobre la posesión 
como formas de publicitario de los derechos, es de alguna manera un principio que atraviesa todo 
nuestro sistema jurídico patrimonial, sin embargo, reconocemos que esta interpretación es por lo 
menos discutible a partir de un criterio de especialidad de las normas.  
También se señala que el referido artículo 1136 está pensado sólo para los bienes muebles 
no registrables y que no habiendo norma expresa debe aplicarse al caso de bienes muebles 
registrables las normas del artículo 1135, con lo que nuevamente seria C quien estaría protegido 
en su adquisición. En nuestra opinión, es, difícil sostener que el artículo 1136 del Código Civil 
solo debe aplicarse a los casos de concurrencia de acreedores de un bien mueble no registrado, en 
tanto del artículo en análisis no se desprende dicha interpretación. Como se puede ver, tenemos 
hasta tres distintas interpretaciones sobre un artículo con tanta importancia para el tráfico jurídico 
de los bienes, peor aún, la interpretación más directa del artículo, nos hace pensar en una solución 
que no cumple con las condiciones que hemos venido señalando que debe tener un sistema 
jurídico, pues no reconoce la supremacía del principal medio de oponibilidad de derechos que es 
el registro y termina, nuevamente de manera equivocada dando un mismo tratamiento aún 
automóvil que a un lapicero, más allá de tener una importancia económica abismalmente distinta 
y poseer cada uno distintos mecanismos de oponibilidad. Peor aún, una lectura de todos los 
artículos referidos a la concurrencia de acreedores, nos indica que el legislado ha tenido claro que 
el más importante medio de oponibilidad de derechos son la posesión y el registro. Sin embargo, 
comete dos claros errores, continua agrupando a los bienes en virtud de su movilidad, y 
aparentemente considera que el registro sólo sirve como medio de oponibilidad para los bienes 
inmuebles y la posesión sólo para bienes muebles. 
 
B. Concurrencia de Acreedores sobre bienes inmuebles 
La norma pertinente para determinar las prioridades legales en los casos de concurrencia 
de acreedores de bienes inmuebles es el artículo 1135 del código civil, el mismo que señala lo 
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siguiente: "Artículo 1135.- Cuando el bien es inmueble y concurren diversos acreedores a quienes 
el mismo deudor se ha obligado a entregarlo, se prefiere al acreedor de buena fe cuyo título ha 
sido primeramente inscrito, o en defecto de inscripción, el acreedor cuyo título sea de fecha 
anterior. Se prefiere, en este último caso, el título que conste de documento de fecha cierta más 
antigua. Este artículo recoge el otro gran mecanismo de oponibilidad de los derechos: el registro. 
De ese modo en el caso de los bienes inmuebles será protegido, en primer lugar, aquel adquirente 
que logre inscribir primero su derecho.  
 
Pondremos algunos ejemplos con el fin de analizar la pertinencia de este artículo. A, quien 
es propietario de un terreno inscrito en los registros decide vender su inmueble a B celebrándose 
un contrato por documento privado. Posteriormente A vuelve a vender el inmueble, esta vez a C, 
celebrándose el contrato mediante Escritura Pública. Por último, A vende por tercera vez el mismo 
inmueble, esta vez en favor de D, quien luego de elevar el contrato a Escritura Pública, logra 
inscribir su derecho en los registros. Es claro que según lo establecido en el artículo 1135, D será 
el adquirente protegido, pese a haberse convertido en acreedor con posterioridad a B y C, en virtud 
que el derecho a decidido proteger al adquirente de buena fe que tiene el comportamiento más 
diligente. Una primera reflexión, nos hace ver que a diferencia del caso de los bienes muebles, el 
mecanismo de oponibilidad en los casos de concurrencia de acreedores, es distinto al modo de 
transferencia establecido para estos bienes, nótese pues que, en el ejemplo, B al celebrar el 
contrato de compraventa adquiere la propiedad en virtud de lo establecido en el artículo 949, sin 
embargo como ya hemos visto, posteriormente perderá de manera definitiva el bien.   
 
Este, sin duda es un contrasentido con la seguridad que el derecho debería dar a los 
agentes económicos, no puede ser que por colocar normas tan erróneas como la del artículo 949, 
se afecte a los adquirentes, el derecho debería evitar establecer una forma de transferencia de los 
bienes que finalmente va a hacer perder la propiedad del bien al adquirente, retomando el tema 
tratado anteriormente, las normas de transferencia de propiedad, deben garantizar que esa 
transferencia va a cumplir con las condiciones de universalidad y exclusividad. Un último ejemplo 
nos podrá mostrar otro problema de la redacción de este artículo. A es propietario de un 
departamento que no se encuentra inscrito en los registros públicos. A vende el departamento a B 
por medio de una Escritura Pública. Posteriormente A vende el mismo departamento a C por un 
contrato privado, entrando este último a poseerlo. Como se puede ver, en tanto no se trata de un 
bien registrado, B, quien adquirió el bien por Escritura Pública, será el favorecido en virtud del 
artículo 1135. 
 
A nuestro entender, esto es erróneo, pues a falta de registro, debería utilizarse el otro 
mecanismo de oponibilidad de derechos: la posesión Finalmente, hemos querido demostrar en el 
presente trabajo, que la clasificación de los bienes que responde de una manera más adecuada a 
las necesidades que respecto a ellos se dan en el mercado, es la clasificación de éstos en 
registrados y no registrados. 
 
2.4.6. El contrato de compraventa  
 
La compraventa se define como un contrato en cuya virtud se traspasa la propiedad de 
una cosa, a cambio de un precio que se estipula. La persona que verifica la enajenación del objeto 
se llama “vendedor”, aquella a la cual se traspasa la propiedad del mismo se denomina 
“comprador” y la operación que entre ambos se realiza vista por sus dos aspectos transmisivo y 
adquisitivo.  
El contrato de compraventa es un contrato bilateral, consensual y oneroso. Es bilateral 
pues produce obligaciones recíprocas para ambas partes, consensual pues se forma y se 
perfecciona sólo con el consentimiento de las partes y oneroso dado que el adquirente llega a ser 
dueño del objeto a través de la entrega de un contravalor que debe entregar al transmitente. Con 
respecto a la transmisión de bienes inmuebles en nuestro ordenamiento jurídico se rige el concepto 
de que dicho traspaso se perfecciona entre transmitente y adquirente por medio del nudo consenso, 
 52 
es decir basta el consentimiento de las partes para que el traspaso se tenga como perfecto entre 
las partes contratantes, no siendo necesario la entrega material del bien para tener por perfecta la 
venta.  
El artículo 1049 del Código Civil establece: La venta es perfecta entre las partes desde 
que convienen en cosa y precio. El contrato tiene fuerza vinculatoria, es decir, obliga a las partes 
a satisfacer obligaciones asumidas y, en caso de incumplimiento, el Derecho contempla 
mecanismos encaminados a su corrección o compensación. La fuerza vinculatoria está unida a 
una expresión latina tradicional pacta sunt servanda, esto es, que  los pactos se han celebrados 
para cumplirse. Poco o nada se lograría, en efecto, si ella no constituyese un factor de efectos 
ineludibles. Si se suprimiese solo quedaría una obligación puramente moral y le faltaría el 
elemento coercitivo indispensable para la seguridad jurídica la normal convivencia social. 
(ARIAS-SCHEREIBER PEZET, 1998).  
El artículo 1361 del Código Civil peruano establece que: “Los contratos son obligatorios 
en cuanto se haya expresado en ellos. Se presume que la declaración expresa da en el contrato 
responde a la voluntad común de las partes y quien niegue esa coincidencia debe probarla”  
2.4.6.1.  La escritura pública como formalidad del contrato de compra venta  
El artículo 1352 del Código civil establece: “Los contratos se perfeccionan por el 
consentimiento de las partes, excepto aquellos que, además, deben observar la forma señalada por 
la ley bajo sanción de nulidad”.  
Desde la perspectiva de esta normativa todo contrato supone inevitablemente el acuerdo 
de las partes. Y es que el artículo 1352 permite establecer con claridad la diferencia que existe 
entre la formalidad ad probationem con la ad solemnitatem al disponer que esta última debe estar 
prefijada por la ley bajo sanción de nulidad.  
Para (ARIAS-SCHEREIBER PEZET, 1998) Adicionalmente, mediante el precepto bajo 
comentario se consagra la supresión de los contratos reales, convirtiendo a los que 
tradicionalmente eran considerados dentro de esta categoría –mutuo, comodato y depósito- en 
contratos consensuales o, en todo caso, con libertad de forma. Esta modificación tiene 
significativos beneficios prácticos, pues es un hecho que, entre el acuerdo a que llegan las partes 
y la entrega transcurre un lapso muchas veces largo, que se traduce con frecuencia en situaciones 
dudosas o conflictivas. Se ha dado, pues un paso trascendental al implantarse el  sistema de 
consensualidad, eliminando la entrega o la tradición como regla general”.  
En el Derecho moderno la forma tiene la función de proteger a las partes que intervienen 
en un contrato y su trascendencia es mayor en cuanto tutela los derechos de terceros. De esta 
manera, los contratos establecidos con arreglo a determinadas formalidades previstas por la ley o 
por las partes, brindan mayor seguridad jurídica que los celebrados sin ninguna formalidad.  
Partiendo del contenido del artículo 140 del Código Civil, el cual regula la noción jurídica 
de acto y sus elementos en los que incluye: num.4) “Observancia de la forma prescrita bajo 
sanción de nulidad”.  
La forma implica un tipo o modo de exteriorización de la voluntad, la forma objetiva la 
voluntad, permitiendo que sea conocida por los demás. El acto jurídico está contenido en la forma. 
La ausencia de la forma implica la ausencia de la manifestación de voluntad, o sea la inexistencia 
del acto jurídico.  
(TORRES VÁSQUEZ, 2015), califica a los actos jurídicos de formales y no formales, no 
porque no tengan una forma, sino que según el ordenamiento jurídico señale o no una forma en 
la cual se debe hacer la declaración de voluntad. Los actos jurídicos formales tienen una forma 
prescrita por ley (forma vinculada) y los no formales tienen una forma voluntaria (libre). Cuando 
el acto es no formal rige el principio de libertad de forma, pudiendo el otorgante utilizar la forma 
que desee, y cuando es formal debe realizarse en la forma prescrita por la ley o por la voluntad.  
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En nuestro Derecho rige la regla general de libertad de forma tal que, siendo esta la 
exteriorización de la voluntad, podrá ser verbal o escrita, expresa o tácita. De modo que cualquier 
contrato o negocio jurídico, siempre tendrá una forma. Así, las palabras, el documento, las señas, 
o los mismos actos concluyentes. No es posible, en consecuencia, que existan los contratos 
“amorfos”. La forma probatoria no es requisito de validez del acto jurídico, sirve solo para 
demostrar la existencia del acto, su contenido y alcance.  
La forma solemne sí es requisito de validez del acto; es un elemento más del acto, 
conjuntamente con la capacidad, el objeto y el fin. Por tanto, la forma no es requisito de validez 
de todos los actos jurídicos, sino únicamente de aquellos para los cuales la ley o la voluntad de 
las partes han señalado una forma solemne, por ejemplo el arrendamiento (acto no formal), los 
requisitos de validez son la capacidad, el objeto y el fin (no se exige la observancia de ninguna 
forma sustancial), mientras que para la donación de inmuebles (acto formal solemne) los 
requisitos de capacidad son la capacidad, el objeto, el fin y la forma (debe celebrarse por escritura 
pública, bajo sanción de nulidad – artículo 1625 del Código Civil). (TORRES VÁSQUEZ, 2015).  
El principio es la libertad de forma, el consensualismo, y la excepción el formalismo. 
Como hemos visto, el consensualismo significa que la voluntad se puede expresar de cualquier 
manera, como lo decida el sujeto o sujetos que intervienen en el otorgamiento del acto, pero, en 
ocasiones siempre habrá necesidad de proteger a una de las partes, para garantizarles que presten 
su consentimiento con pleno consentimiento de causa (con suficiente reflexión) sobre las 
consecuencias del acto que requiere realizar, o para proteger a terceros interesados haciéndoles 
conocer la existencia del acto, para darle certeza y facilitar la prueba de su existencia, o para 
facilitar la interpretación y ejecución del negocio jurídico, razones por las que excepcionalmente 
se establecerán formas solemnes como condición indispensable para su validez.  
Y es con respecto al párrafo descrito es que entra a tallar la escritura pública, pues 
conforme a nuestra normativa las partes por autonomía privada puede establecer la forma que 
considere conveniente para otorgarle seguridad jurídica al acto o negocio a celebrar; y es, lo que 
en doctrina se denomina forma voluntaria ad solemnitatem.  
Las escrituras públicas se han concebido dentro de esta investigación como un medio o 
instrumento de formalidad ad solemnitatem voluntaria, en donde las partes, aplicando su 
autonomía privada, le otorgan al negocio jurídico, en estricto, la compraventa el primer plano de 
protección y de seguridad frente a terceros y de vinculación frente a las partes que conforman la 
relación jurídica obligatoria.  
Precisamente, por no ser la escritura pública una formalidad ad solemnitatem en el 
contrato de compraventa de inmuebles en el Derecho Civil peruano, se ha suscitado una serie de 
procesos judiciales de Otorgamiento de la Escritura Pública, con la finalidad de dotar de 
formalidad al contrato de compraventa, procesos en que incluso se ha pretendido discutir la 
validez del acto jurídico, lo cual felizmente, el Cuarto Pleno Civil del 2009 dejó sentado por 
unanimidad que en esta clase de procesos no puede discutirse tal validez. Sin embargo, existen 
varios casos en que se ha iniciado sendos litigios en vía de proceso de conocimiento para discutir 
la validez del acto jurídico. Lo cierto es que, en uno y en otro caso, ello no sería necesario si la 
escritura pública fuera una formalidad ad solemnitatem en los contratos de compraventa de 
inmuebles.  
La norma base para la transferencia de propiedad inmueble en el Código Civil peruano 
se encuentra en el artículo 949 del Código Civil peruano: “La sola obligación de enajenar un 
inmueble determinado hace al acreedor propietario de él, salvo disposición legal diferente o pacto 
en contrario”.  
El artículo bajo comento, no contiene un sistema de transferencia de propiedad inmueble 
basado en la tradición, es obvio, en vista de que no contiene ningún requisito adicional para la 
trasferencia de propiedad; la misma opera de manera automática, es decir, opera el principio 
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consensualístico. El mero consenso hace la transferencia de propiedad, por la sola voluntad de las 
partes.  
El principio del consensualismo, regulado en el artículo 1352 del Código Civil peruano, 
establece que los contratos se celebran por el solo consentimiento de las partes contratantes. En 
tal sentido, el contrato se considera concluido cuando nace la voluntad común de ambas partes, 
es decir, en el momento en que confluyen las voluntades de los contratantes y estas se fusionan 
en una sola: el consentimiento. El acuerdo de voluntades es, pues, sinónimo de contrato.  
Y es de esta perspectiva que el instrumento de la escritura pública trae consigo, un primer 
plano de protección para las trasferencias de propiedad inmueble sujeto a contratación pública; 
siendo el segundo plano, la inscripción registral. 
2.4.7.  Sistemas de Transferencia de Propiedad 
 
2.4.7.1. Sistemas Contemporáneos de transferencia de la propiedad 
A.  Sistema de Unidad del Contrato  
  
En el derecho occidental contemporáneo existen dos grandes sistemas de transferencia de 
propiedad, a saber: el sistema de la unidad del contrato y el sistema de la separación del contrato. 
El primer sistema se caracteriza por exigir la celebración de un solo negocio jurídico en el cual 
reposan las voluntades del transferente y del adquirente dirigidas a provocar la transferencia de la 
propiedad. El segundo sistema, en cambio, se caracteriza por exigir dos negocios jurídicos, uno 
obligacional y otro dispositivo, en los que, con distintas características y consecuencias, reposan 
las voluntades del transferente y del adquiriente dirigidas a provocar la transferencia de la 
propiedad es decir el solo consentimiento (simple acuerdos de voluntades) es la causa del 
nacimiento del derecho del nuevo propietario; en efecto en los denominados sistemas de causa 
única, al reputarse a la voluntad suficiente para -producir la mutación jurídico-real, puede 
afirmarse que el contrato adicionalmente a que pueda producir efectos obligatorios- está en la 
capacidad de producir efectos reales. Dentro de este sistema encontramos el siguiente sub. 
Sistema (ESCOBAR ROZAS, XIII N° 25).  
 Sistema consensual o espiritualista 
 
 Virtud del cual solo el consentimiento de las partes hace propietario al comprador; es 
decir se expresa en su más lato grado la autonomía de la voluntad (hoy autonomía privada) es 
aquella posibilidad que tiene la persona como poder de autorregulación o autorreglamentación, 
de creación de preceptos privados de conducta para ejercer facultades y conformar relaciones 
jurídicas por la sola decisión del individuo, para ejercer derechos subjetivos o actuar a través de 
la idea del negocio jurídico (VEGA MERE, 2001).  
 
 
 Sistema Transmisivo de doble causa 
 
Nos indica que el contrato no es suficiente para generar la transferencia de propiedad y 
que necesariamente requiere un signo o modo de recognoscibilidad social cuya finalidad consista 
en publicitar a la colectividad de la adquisición del derecho de propiedad. Los denominados 
sistemas transmisivos de doble causa, consideran a la voluntad insuficiente para producir efectos 
reales, estos solo pueden producirse a través de “actos de disposición”. En la teoría de la doble 
causa, el acto que crea la relación obligatoria se denomina “acto de obligación”, “titulo” o “causa 
remota” (ej. El contrato de compraventa). El acto que produce el efecto real es el “acto de 
disposición”, “modo” o “causa próxima”, por medio de este la situación subjetiva sale del 
patrimonio del transmitente e ingresa al del adquiriente (ej. La tradición, la inscripción, etc. 
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(FERNANDEZ CRUZ, La obligación de enajenar y el sistema de transferencia de la popiedad 
inmueble en el Perú, 1994)). Dentro del presente sistema tenemos los siguientes subsistemas.  
 
 
 Sistema Real o de Tradición o Sistema de la unión del título y el modo 
 
Reconocido en nuestro sistema jurídico para la transferencia de bienes muebles; los países 
que se acogen a este sistema son: el sistema español (Arts. 609 y 1095 de su C.C.), el sistema 
argentino (Arts. 577, 2524, 2601 y 2609 de su C.C.), el sistema cubano (art. 178 de su C. C.) y 
solo para la transmisión de que bienes recoden este sistema, el sistema chileno Arts. 670 y 684 de 
su C.C.), el sistema ecuatoriano (Arts. 740 y 754 de su C.C.) y el sistema peruano (Art. 947 de 
nuestro código civil valido para muebles).  
 
 Sistema Registral Constitutivo no Convalidante 
 
En este sistema el registro no es convalidante puesto que de operar un defecto en la validez 
del acto o contrato (causal) el acto del registro también resultaría ineficaz estructural o invalido. 
Este sistema es adoptado sólo para inmuebles por el sistema brasileño (art. 676 de su C.C.).  
 
C. Sistema de Separación del Contrato  
 
El sistema de separación tuvo su origen en la revisión crítica a la que fue sometida en 
Alemania del siglo XIX  la teoría del título y el modo, este sistema postula de la separación de 
los contratos, es decir existen dos contratos o actos jurídicos, uno que produce los efectos 
obligatorios y otro que genera la transferencia de la propiedad. De acuerdo al sistema recogido en 
el BGB, los negocios obligacionales quedan absolutamente separados de los negocios de 
disposición (FERNANDEZ CRUZ, 1994) . Los primeros crean los vínculos de obligación que 
sirven de fundamento o base para la transferencia de propiedad. Los segundos por su parte, 
acompañados de  la inscripción registral (cuando se trata de inmuebles) o de la entrega (cuando 
se trata de muebles), son los que producen la referida transferencia, el sistema de separación del 
contrato supone, entonces, la concurrencia de dos negocios jurídicos y de un acto ejecutivo real.  
 
Así, a pesar que el acto jurídico generador de efectos personales fuese invalido el acto del 
registro resultaría plenamente eficaz estructural. Este sistema es conocido como el sistema de 
transferencia de propiedad registral convalidante, dado que se produce una suerte de 
convalidación del vicio causal al continuar el adquiriente del bien con el derecho de propiedad. 
Ubicamos dentro del sistema de Separación del Contrato dos sistemas: El Sistema Registral 
Constitutivo y El Sistema Real Abstracto. Finalmente, en lo que respecta al grupo de sistemas 
transmitidos de causa abstracta, acogen para inmuebles, el sistema registral constitutivo 
convalidante: el sistema alemán (artículo 873, I parte, BGB), el sistema suizo (artículo 971) de su 
Código Civil) y el sistema Torrens australiano. 
 
2.4.7.2. Sistemas Clásicos de transferencia de la propiedad (BELTRAN PACHECO 
J. , 2001) 
A.  El sistema romano  
 
El Ilustre y recordado Maestro (ARIAS SCHEREIBER PESET, 1998) nos menciona que 
en Roma, primitivamente existían tres modos de transmisión de la propiedad: (i) la mancipatio y 
(ii) la in jure cessio para las res mancipi y la (iii) traditio para las res nec mancipi.  
Según Cayo, eran res mancipi las cosas más preciosas: “los fundos y cosas situadas en Italia, los 
esclavos y animales que es costumbre domar por el cuello o por el lomo, por ejemplo , los 
vacunos, los caballos, las mulas y los asnos; también las servidumbres rusticas.  
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Eran res nec namcipi, en cambio, las otras cosas: sumas de dinero, animales salvajes, la 
mancipatio, que se empleaba para la enajenación de las res mancipi, era un acto formal celebrado 
en presencia de cuando menos cinco testigos “en una balanza, las librepens, que deberían llevar 
los contratantes, se pesaba un objeto representativo del objeto del contrato y del otro plato se 
colocaba un pedazo de cobre, por ejemplo, que simbolizaba el pago, además debían pronunciarse 
formas sacramentales a fin de que se entendiese materializada la adquisición.  
 
La in jure cessio utilizada también para la transferencia de las res mancipi, era igualmente 
un acto formal, pero se celebraba delante del Pretor. Este modo implica una reivindicación 
simulada. En efecto, el adquiriente alegaba la propiedad del bien ante el pretor y el enajenante se 
allanada a ello. La tradittio (tradición) era empleada para alinear las res nec mancipi. Suponía la 
entrega física del bien, de común acuerdo entre el trasdens (el que entrega la cosa) y el accipiens 
(el que la recibe). 
 
En Roma la voluntad ni la obligación podían transmitir por si sola la propiedad, para que 
esto ocurriera, era necesaria la presencia de un acto exterior, sea formal (como la mancipatio o la 
iure cessio) o material (como la traditio) con el transcurso del tiempo, los actos formales entraron 
en crisis, de modo que en cierto momento la transferencia de propiedad únicamente opero a través 
de la traditio (OSTERLING PARODI & CASTILLO FREYRE, 1996).  
En Roma los contratos no transferían nunca la propiedad, la transmisión de los derechos 
reales sobre las cosas y, particularmente, el dominio, requería no solo el consentimiento de las 
partes, sino también la tradición, es decir la entrega material de la cosa. Se distinguía así entre el 
contrato propiamente dicho y la transmisión del derecho real. Para el primero, bastaba el acuerdo 
de voluntades; para la segunda era necesaria la tradición. La tradición obedecía a una razón de 
publicidad; se partía del concepto de que interesando los derechos reales a toda la comunidad, la 
transmisión de ellos debía manifestarse por caracteres visibles y públicos, ya que no es posible 
pedir el respeto de derechos que no se conocen. En suma, el derecho romano comprendió la 
importancia de la publicidad en materia de derechos reales y arbitro esta forma de publicidad que 
es la entrega de la cosa.  
Concluimos con mencionar que en Roma los contratos no transferían nunca la propiedad 
y era necesario un acto material como en la mancipatio, en la cessio in jure, en la traditio 
usucapión, la transmisión de la propiedad inmueble se ejercía primero con el título y luego con el 
modo.  La separación del contrato en dos momentos en Roma, no fue por un simple capricho, la 
razón se justificaba de establecer un mecanismo objetivo de publicidad sobre la transmisión del 
derecho. Una publicidad que permite conocer a la comunidad de las transferencias de propiedad 
realizadas. 
 
B. El sistema francés 
  
Según el código francés de 1804, Código Napoleónico trascendental en las legislaciones 
civiles hispanoamericanas, nos indica que la propiedad de los inmuebles se transfiere como efecto 
de la estipulación, del consenso (consensus); la obligación de entregar se reputa idealmente 
ejecutada; La tradición que resulta luego del pacto es un acontecimiento que no transfiere el 
dominio, sino solo de poner al adquiriente en aptitud de servirse del bien. La obligación nace y 
muere sin solución de continuidad; hay por expresarlo un modo, una tradición de derecho 
implícita, la convención pone los riesgos del bien a cargo del acreedor convertido en propietario 
por el solo consentimiento.  
 
El sistema consensual parte de la base de que el derecho real nace directamente del mero 
consentimiento de las partes que contratan. Así podemos mencionar que para el transmisor de los 
derechos reales, basta el solo contrato (convención), sin necesidad de la tradición (entrega); las 
transferencias de bienes tienen lugar por el simple consentimiento. 
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El consentimiento viene a reemplazar la tradición, pues las partes entienden que se realiza la 
tradición cuando así se obligaron. De esta manera, el sistema francés considera que vender es 
enajenar, y (PLANIOL & RIPERT, 1988), dice que ambas nociones eran muy distintas en la 
antigüedad, y que hoy se confunden, el comprador pasa a ser propietario y acreedor al mismo 
tiempo, acreedor dentro de la relación obligatoria y propietario por la misma razón, sin más, no 
es necesario otro requisito más que la voluntad de las partes contratantes.  
 
Los hermanos (MAZEAUD & MAZEAU, 1960), sostienen diversas disposiciones del 
Código Civil afirman el principio de la transmisión “solo cosensus” (por el simple 
consentimiento), la voluntad, toda poderosa para crear obligaciones, es todo poderosa igualmente 
para producir, sin ninguna formalidad ni tradición, transmisión de derechos reales, el contrato 
además de su efecto obligatorio, posee un efecto real; la compraventa, por ejemplo, no solo crea 
obligaciones entre las partes, sino que el transmite al comprador la propiedad de la cosa vendida. 
La entrega es importante, pero esta entrega no transmite el derecho real, la entrega se justifica 
no para adquirir o transmitir el derecho, sino porque este ha sido ya transmitido o adquirido, es 
tradicional la opinión de ALBALADEJO, al sustentar que la entrega es un simple traspaso 
posesorio y no una tradición (entrega de la posesión con ánimo de transferir el derecho de la cosa), 
con ello demuestra que en el sistema francés, uno es propietario con el solo consentimiento , y 
que la entrega de la propiedad es un simple traspaso posesorio del bien, con el fin de que le 
propietario pueda ejercer sus potestades de propiedad sobre el bien.  
El Código Civil Francés tomando como base el principio de la voluntad, considera que el simple 
acuerdo entre las partes es suficiente para que se realice la transmisión de la propiedad 
(VASQUEZ RIOS A. , 2000).  
 
La voluntad del individuo es considerada como instrumento todo poderoso al punto que 
en ella se hace reposar la justificación y razón de ser el contrato. El código de Napoleón marco el 
triunfo de la voluntad sobre el formalismo jurídico; en consecuencia, protegió fundamentalmente 
a los adquirentes convertidos de manera inmediata en propietarios, mientras el transmitente solo 
podía ejercer las acciones personales o de impugnación del contrato.  
Según el código francés, la propiedad de los inmuebles se transmite como efecto de la 
estipulación, conforme a este sistema la obligación de entregar se reputa mentalmente ejecutada. 
La tradición que viene después del pacto, es un hecho que no tiene la virtud de transferir el 
dominio, sino únicamente de poner al adquiriente en aptitud de servirse de la cosa, “la obligación 
nace y muere sin solución de continuidad”. 
 
El Sistema francés se estableció sobre la base de los siguientes principios: i) la inscripción 
que contendría por objeto hacer oponibles los actos frente a terceros, ii) el registro seria personal, 
iii) los actos celebrados intervivos necesariamente deberían ser inscritos, iv) la inscripción no 
convalidaría los vicios de los títulos, ni impediría las acciones reivindicatorias, v) los registros 
serian accesibles a todos los interesados en el inmuebles, vi) de un lado, se llevaría un registro de 
hipoteca y, del otro, uno de la propiedad y sus desmembraciones.  
En conclusión el derecho francés desarrolla un sistema de transmisión y adquisición de derechos 
reales distinto del sistema dual (título y modo) por lo cual solo se basa en el “solo consensus” es 
suficiente para adquirir la propiedad de un bien inmueble, una vez transmitido el derecho de 
dominio como efecto inmediato del contrato, la obligación del vendedor consistirá en permitir la 
posesión real y efectiva del bien, en propiedad del comprador. 
 
C. El sistema alemán  
 
La transferencia de los inmuebles se realizaba en dos fases: el negocio jurídico y el acto 
traslativo del dominio. En Alemania prima el criterio de la “Ausflassung” que es un acuerdo 
abstracto de transmisión entre el adquiriente y el enajenante. Según el código alemán y su doctrina 
comparada casi siempre existe un deber de emitir declaración de “auflassung” emanado de la 
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relación causal básica, es por eso que el vendedor debe hacer todo lo posible y todo lo que esté al 
alcance de sus manos para conseguir la transmisión de propiedad, si se niega a emitir por su parte 
la declaración requerida, puede ser demandado en tal sentido. El “Auflassung” también puede 
ser judicial y extrajudicial; será judicial cuando al igual que la “in iure cessio” era un juicio 
simulado; el adquiriente demandada al enajenante la entrega de la cosa, este de allanaba a la 
demanda y el juez resolvía a favor del acciónate entregándoles judicialmente la posesión; será 
extrajudicialmente cuando el contrato se perfecciona con la  inscripción de la transmisión de la 
propiedad en el libro territorial. A este sistema se le conoce con el nombre del registro.  
 
El que compra una cosa quiere adquirirla no solo para aprovecharse de ella temporalmente, 
sino con carácter definitivo y excluyente y para disponer de ella; por lo tanto, con la sola entrega 
de la cosa el vendedor no ha cumplido su obligación totalmente: está obligado a proporcionar la 
propiedad sobre ella. La transmisión de la propiedad está regulada en el derecho de cosas. Esta 
transmisión, cuando se refiere a cosas muebles, exige la entrega y el acuerdo de ambas partes de 
“transmitir la propiedad” no se contiene en el contrato de compraventa, sino que es necesario un 
especial contrato “real” diferente, cuyo único contenido es que la “propiedad sea transmitida”, 
este contrato real es independiente del contrato de compraventa que le sirve de base, es decir, es 
un contrato “abstracto” (LA PUENTE LAVALLE, 2002).  
 
En el sistema germano de la separación del contrato (artículos 873, 925 y 929 del Código 
Civil Alemán) el consentimiento no es suficiente para la traslación de la propiedad y esta se 
produce desdoblada, según se trate de bienes muebles o inmuebles.  En el primer caso se requiere 
la tradición, sea física o espiritualizada, en tanto que en el segundo es necesaria la inscripción del 
contrato en el registro de la propiedad o en los libros territoriales. 
 
2.4.8.  Contradicciones legales del sistema de transferencia de la propiedad 
inmueble 
 
En el Derecho romano se organizaron modos especiales de transmisión de la propiedad: la 
emancipatio y la in iure cessio, los mismos que con Justiniano fueron reemplazados por la traditio. 
Los contratos no transmitían la propiedad, el comprador en la compra – venta era únicamente 
acreedor del vendedor, para transferir la propiedad debía emanciparla o hacer la tradición de ella.  
 
Nuestro sistema acoge la doctrina francesa. La obligación de entregar una cosa se perfecciona 
por el solo consentimiento de las partes contratantes, el consentimiento perfecciona la obligación 
de entregar la cosa, no hay necesidad de la tradición real, para que el acreedor sea considerado 
como propietario. El Código Civil francés establece que la sola obligación de entregar hace al 
acreedor propietario.  
 
En efecto, el artículo 949° de nuestro Código Civil establece que "la sola obligación de 
enajenar un inmueble determinado hace al acreedor propietario de él, salvo disposición legal 
diferente o pacto en contrario". Se adopta el título como medio de transmisión de la propiedad, 
en cuanto al modo: la tradición se reserva para los bienes muebles y la inscripción continúa como 
facultativa, no constitutiva ni menos legitimadora o convalidatoria.  
 
No obstante, el sistema adoptado por nuestro Código Civil, la promesa de entrega a varios 
acreedores es posible y al respecto el artículo 1135° de nuestro Código regula que "cuando el bien 
es inmueble y concurran diversos acreedores a quienes el mismo deudor se ha obligado a 
entregarlo se prefiere al acreedor de buena fe cuyo título ha sido primeramente inscrito o, en 
defecto de inscripción, al acreedor cuyo título sea de fecha anterior. Se prefiere en este último 
caso, el título que conste de documento de fecha cierta más antigua".  
 
 59 
La contradicción que puede apreciarse de las normas contenidas en los artículos 949° y 
1135° del Código Civil, que hace que se hable de "propiedades relativas". Así, el propietario que 
vende un bien y que luego de un lapso realiza otra transferencia de propiedad del mismo bien a 
otro que sí lo inscribe; la regla del concurso de acreedores resuelve en favor de éste último; mas, 
siguiendo la propuesta de la doctrina del solo consenso que adopta nuestro Código: si la propiedad 
fue transferida en la primera oportunidad, que derecho puede considerarse transferido en la 
segunda y posteriores si ya el propietario es el primer adquiriente, la respuesta es ninguno; no 
obstante, la inscripción es quien convierte al segundo adquiriente en propietario. Así está regulada 
hoy, no existe el título y modo en la transmisión de la propiedad, se exige únicamente el título: 
acto, contrato, consuno, declaración de voluntad, acuerdo de voluntades. El modo, la inscripción, 
es sólo facultativa y funciona como elemento de seguridad.  
 
2.4.9. El sistema general de transferencia de la propiedad y su coordinación con la 
inscripción 
 
2.4.9.1. El conflicto de intereses 
 
En nuestra legislación se ha venido sosteniendo que el solo consentimiento transmite una 
propiedad absoluta, tal y conforme lo establece la terminante disposición del artículo 949° del 
Código Civil. Siendo ello así, podría pensarse apresuradamente que la inscripción del acto 
traslativo no modifica en nada el sistema general de transferencia de los derechos reales. Sin 
embargo, existen algunas hipótesis en las cuales el principio consensualístico tambalea y, en 
buena cuentan es dejado de lado en beneficio de la inscripción. El caso más conocido de esta 
confrontación entre "consentimiento" e "inscripción" se produce en el artículo 1135° del Código 
Civil, conocido entre nosotros como el problema de la "concurrencia de acreedores", y que en la 
doctrina se le conoce preferentemente como el nombre de "doble venta".  
Sobre esta última figura (Rubio Garrido, 1993) dice que su verdadero supuesto de hecho es 
"aquel configurado por dos o más contratos de compraventa, válidos y aun eficaces, cuyos 
cumplimientos en forma específica son de todo punto incompatibles, y celebrados, sobre la misma 
cosa o derecho, por el mismo vendedor que, por lo menos en relación con uno de ellos, era el 
titular de aquella cosa o derecho doblemente vendido, con independencia de que alguno de los 
compradores haya o no recibido la entrega, real o ficta". En forma más genérica –y aplicable a 
nuestro artículo 1135°- se puede decir que se trata del conflicto entre dos o más títulos adquisitivos 
validos otorgados por la misma persona y sobre el mismo bien inmueble, siendo que dicha pugna 
de intereses debe ser zanjada claramente por la ley, en tanto, no es posible admitir que un solo 
bien pueda ser entregado a distintas personas que arguyen títulos incompatibles sobre él.  
 
De acuerdo al principio consensualístico, el vendedor que celebra el primer contrato de 
compraventa, en ese mismo instante transfiere la propiedad al comprador (artículo 949°) Pues 
bien, si ese mismo vendedor celebra una segunda venta con un comprador distinto, la solución 
emanada del principio consensualístico indicaría que el primer comprador ya es propietario y, en 
consecuencia, el vendedor quedo despojado de todo poder dispositivo sobre el bien inmueble, 
deduciéndose que este segundo comprador no adquirió nada, en atención a que el vendedor ya no 
era el propietario.  
 
Siguiendo el ejemplo antes citado, si el vendedor celebra un contrato de compraventa con un 
primer comprador que no inscribe, lo que no parece relevante ya que este igualmente es 
propietario a tenor del artículo 949° del Código, y luego con un segundo comprador que, si 
inscribe su adquisición, resulta que este último será el preferido. ¿No constituye esto una 
infracción al principio consensual? Pues, evidentemente la respuesta es positiva, en tanto, el 
primer comprador ya era propietario y el vendedor dejo de serlo. En consecuencia, el segundo 
comprador nada debió adquirir por que el vendedor ya no era dueño. Sin embargo, resulta que, si 
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adquiere, y se prefiere al primer inscribiente (principio de la inscripción) frente al primer 
contratante (principio de consentimiento).  
 
Se trata de una clara excepción del artículo 949° del Código Civil en donde triunfa el principio 
de la inscripción (que excepcionalmente tiene carácter constitutivo), aunque ello no pueda ser 
explicado satisfactoriamente por la doctrina francesa referida a que existen dos propiedades, una 
relativa entre las partes y otra absoluta frente a todos los terceros, ya que en ese caso el 
"propietario relativo" no podría siquiera desalojar a un precario o exhibir su título ante la 
administración, conforme se demostró en el apartado anterior.  
 
En realidad, la solución legal, favorable a la inscripción, se explica solo como una 
preferencia exclusiva a favor del tercero que se constituye como primer inscribiente y no frente a 
"cualquier tercero". El derecho tiene que solucionar conflictos vitales y, en este caso, no pueden 
existir dos propietarios con derechos incompatibles sobre el mismo bien inmueble. Solo en esa 
hipótesis excepcional funciona el artículo 1135°, esto es, a favor de un tercero concreto y no frente 
a una generalidad de personas o "terceros indeterminados".  
 
Se trata, por lo tanto, de solucionar un problema de incertidumbre social respecto al 
adquirente de un bien, razón por la cual el legislador se limita a dar una respuesta a un problema 
patológico representado por el conflicto de dos títulos que, en buena cuenta, es el conflicto de dos 
seres humanos, de dos dramas que buscan una respuesta a su incertidumbre. Deben rechazarse 
los conceptos excesivamente teóricos que se vierten sobre este tema, ya que el problema no se 
presenta entre el adquirente y los "terceros indeterminados", a quienes el acto no les interesa en 
lo más mínimo; se trata en cambio, de un problema concreto entre dos personas con intereses 
contrapuestos, y a quienes es necesario atender con alguna solución.  
 
 
2.4.9.2. La hipótesis de la falta de titularidad del transmitente 
 
En el apartado anterior hemos visto el problema derivado de la colisión de títulos otorgados 
por el mismo causante, en cuyo caso la ley confiere preferencia a favor del título primeramente 
inscrito, con lo cual la inscripción tiene el carácter de "necesaria", por cuanto asegura el derecho 
(evita su decadencia y protege al titular inscrito). El registro inmuniza frente a actos y contratos 
sujetos a registración y no inscritos, los cuales no perjudican al tercero que inscribe. 
 
 Sin embargo, en este sistema de "inoponobilidad" pura, está excluida la protección del 
adquirente registral frente a acciones reivindicatorias, de nulidad y de resolución. La seguridad 
del dominio sigue manteniéndose únicamente en la usucapión. Sin embargo, existen registros que 
avanzan más allá de una mera preferencia en la colisión de títulos, en tanto, garantizan, además, 
la titularidad del transmitente, aun cuando este no fuese realmente propietario del bien inmueble.  
 
Por ejemplo, supongamos que A, titular inscrito, vende a B, que a su vez inscribe. Si B vende 
a su vez a C, y este también inscribe, la eventual nulidad de la venta A-B, aunque se declare 
judicialmente no producirá el efecto de privar a C de la finca si la causa de nulidad no se 
desprendía o constaba en el registro mismo. Otro ejemplo sencillo: A vende a B una finca, 
estableciéndose como condición resolutoria que, si B no edifica en ella en el plazo de 5 años, 
quedara resuelto el contrato y volverá la finca a poder de A (lo cual también implica que A 
devuelva el precio a B). Este pacto figuro en el documento privado de venta pero no se incorporó, 
por acuerdo de las partes, a la correspondiente escritura, a pesar que A y B quisieron mantener su 
vigencia. Dado que en el registro se inscribe la escritura, el pacto resolutorio quedo oculto. Si en 
estas circunstancias B vende la finca a C, este no se verá afectado por una eventual resolución del 
contrato de compraventa entre A y B, ya que el registro no permitió conocer la existencia de dicha 
condición, en general, estos conflictos se resuelven, teniendo en cuenta, la confianza en el 
contenido del registro, reputándolo como una verdad oficial, de tal suerte que nadie podría verse 
privado del derecho adquirido aunque luego se compruebe que el título, valido en un principio, 
 61 
quede más tarde sin efecto. El derecho peruano contempla expresamente esta figura en el artículo 
2014° del Código Civil y en el artículo VII del Título Preliminar del Reglamento General de 
Registros Públicos.  
 
 
2.4.9.3. Conflicto entre derechos que generan obligación de dar: concurrencia de 
acreedores 
 
El artículo 1135 del Código Civil expresa que cuando el bien es inmueble y concurren 
diversos acreedores a quienes el mismo deudor se ha obligado a entregarlo, se prefiere al acreedor 
de buena fe cuyo título ha sido primeramente inscrito, o en defecto de inscripción, al acreedor con 
título de fecha anterior. En este último supuesto se prefiere el título que conste de documento de 
fecha cierta más antigua.  
 
Este artículo determina la prelación en el caso de concurrencia de acreedores respecto a 
un idéntico inmueble, teniendo uno de sus sustentos en el principio de oponibilidad; es decir, 
establece el orden de preferencia respecto a quien debe entregarse un inmueble cuando se 
confrontan derechos reales, como sucede en el caso de la concurrencia de adquirentes, donde una 
misma persona vendió o transfirió a varias personas el mismo inmueble. 
  
Igualmente pretende solucionar el conflicto generado entre un derecho personal 
inscribible que origina una obligación de dar y un derecho real que ocasiona la igual obligación; 
como por ejemplo la confrontación entre un arrendamiento (derecho personal inscribible) y un 
derecho de propiedad (derecho real).  
 
En síntesis, el ámbito de aplicación del artículo 1135 del Código Civil está relacionado a 
la concurrencia de acreedores respecto de las obligaciones de dar; en los que por cualquier fuente 
de las obligaciones una persona se halla obligada de entregar un bien al tener la calidad de deudor, 
a distintos acreedores, tengan o no títulos similares, aun cuando los derechos sobre el bien sean 
distintos. Lo importante radica en que los acreedores, pese a que tienen títulos de diferente 
naturaleza, deben tener derecho a que el deudor les entregue el bien, aunque no necesariamente 
en propiedad.  
 
A. Finalidad  
 
La finalidad del artículo 1135 del Código Civil, en sentido amplio, se refiere a establecer 
a quien se va a entregar el inmueble, siendo que dicha persona ejercerá sobre éste los derechos 
que corresponde al propietario. Su finalidad no radica en determinar reglas a cerca de la 
transferencia de la propiedad, aunque se encuentra directamente vinculado, por lo que en este 
caso debe relacionarse con el artículo 949 del Código Civil. Como ya expresamos, los conceptos 
indicados resultan igualmente aplicables en los casos de concurrencia de acreedores que 
comprenden derechos reales distintos al de propiedad, como son los derechos de habitación, 
usufructo, uso, superficie, servidumbres, posesión, o cuando se trate de otro título de distinta 
naturaleza que signifique obligación de dar un bien a más de un acreedor.  
 
"La norma de la concurrencia de acreedores sobre un mismo bien inmueble, se refiere a 
la prelación que tienen los acreedores a quienes un mismo deudor se obligó a entregarlo, que 
podría ser el caso de varias ventas de un mismo bien a favor de distintas personas u otros contratos 
que generen la obligación de entregar un inmueble, como los derechos reales de usufructo, 
habitación, superficie o anticresis" (CASACION N° 672-97, 1998).  
 
Es conveniente resaltar la importancia que asume en este problema las normas regístrales, 
por cuanto la inscripción de las transferencias inmobiliarias en nuestro país es de carácter 
declarativa mas no constitutiva de derechos, siendo un elemento importante a tener en cuenta; 
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debiendo ser relacionadas con los artículos 1135 y 949 del Código Civil, lo que puede generar 
ciertos inconvenientes en cuanto a la transmisión de la propiedad.  
 
Al examinar el artículo 1135 se aprecia que la prelación determinada establece un orden 
de importancia que se confiere a los medios de preferencia: hallándose en primer orden a la 
inscripción registral. Observándose también que se ha considerado la prioridad en el tiempo como 
la regla a seguir siendo que la fecha cierta prima sobre la debitable. Es importante considerar; que 
para el ejercicio y goce de un derecho en forma excluyente se requiere que los demás puedan 
acceder a la información necesaria que les permita conocer a quien pertenece ese derecho, siendo 
oponible erga omnes; lo que permitirá identificar de quien podrán adquirir tal derecho. 
 
 Es decir, se requiere de signos de recognoscibilidad que generen información respecto a 
la titularidad de los derechos y la consecuente oponibilidad: sin cuya presencia no existirían los 
medios de acceder a tal información, perjudicando la seguridad en la adquisición de derechos. La 
función de los signos de recognoscibilidad es el de crear el medio adecuado para publicitar 
objetivamente los derechos en un clima de seguridad jurídica, que posibiliten transacciones 
eficientes.  
 
Se considera como signos de recognoscibilidad de derechos a la posesión a la inscripción 
registral, apreciándose que la información brindada por la posesión presenta inconvenientes como 
en los casos de los poseedores ilegítimos que manifiestan ser propietarios; sin embargo se destaca 
su importancia como medio de información respecto a la titularidad de derechos por cuanto 
usualmente el poseedor es reputado propietario, mientras no se le pruebe lo contrario (Art. 912 
del Código Civil); pero no genera confianza plena.  
 
En cuanto al registro, se suele afirmar que es el mejor signo de recognoscibilidad al 
brindar información que genera efectos jurídicos, aun cuando aquella no concuerde con la realidad 
extra registral, siendo protegido por el ordenamiento, al considerarse que "el contenido de la 
inscripción se presume cierto y produce todos sus efectos, mientras no se rectifique o se declare 
judicialmente su invalidez" (Art. 2013 del Código Civil; principio de legitimación). 
 
B. Orden de prelación 
 
Los supuestos de preferencia considerados en el artículo 1135 cuando el bien es inmueble 
y concurren diversos acreedores a quienes el mismo deudor se ha obligado a entregarlo, son los 
siguientes: En primer lugar, se prefiere al acreedor de buena fe cuyo título ha sido primeramente 
inscrito; en segundo lugar, por defecto de inscripción, al acreedor cuyo título sea de fecha cierta 
más antigua; y, en tercer lugar, al acreedor cuyo título sea de fecha anterior.  
 
En todos los casos mencionados se requiere necesariamente la existencia de buena fe; al 
respecto (AVENDAÑO VALDEZ, 2000) considera que "allí hay una pregunta adicional: ¿qué 
clase de buena fe es la que se requiere? ¿Es una buena fe registral o es una buena fe civil? ¿Qué 
debemos entender por buena fe registral? Es la que resulta de creer en lo que dice el asiento 
registral. ¿Es esto suficiente, creer en lo que la inscripción dice, en lo que el Registro publicita, o 
es necesario tener una buena fe civil? Es decir, una ignorancia real y absoluta de que ha habido, 
una transferencia anterior. Yo, personalmente, interpreto que la ley exige la buena fe registral, 
pero nuestros tribunales, en mi opinión en forma equivocada, han interpretado reiteradamente que 
lo que requiere el artículo 1135 del Código es la buena fe civil. De manera que aun cuando el 
asiento no permitiese entender que ha habido invalidez del título o una transferencia anterior, esa 
ausencia de referencia en el asiento, no sería suficiente para configurar la buena fe en el 
comprador, sino que además sería necesario que tuviera una ignorancia total del vicio existente o 
de la primera transferencia".  
 
En términos generales la buena fe es concebida como una conducta que la conciencia 
social exige conforme a un imperativo ético dado. Cossío considera como finalidad del principio 
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de la buena fe que el desenvolvimiento de las relaciones jurídicas, el ejercicio de los derechos y 
el cumplimiento de las obligaciones se produzca conforme a una serie de principios que la 
conciencia jurídica considera como necesarios, aunque no hayan sido formulados por el 
legislador, ni establecido por la costumbre o por el contrato; principios que están implícitos o 
deben estarlo en el ordenamiento positivo, que tienen carácter general, pero que exigen una 
solución distinta en cada caso concreto.  
 
En tanto que la buena fe registral a que se refiere el artículo 2014 del Código Civil es 
aquella que se traduce en el desconocimiento de la inexactitud del registro; siendo que el 
adquiriente de un derecho inscrito actúa de buena fe si desconoce la inexactitud registral, por 
cuanto no conoce objetivamente de las causales de invalidez o ineficacia que afectaban al derecho 
transmitido de acuerdo a lo que aparece en el registro. Si a lo señalado agregamos el 
desconocimiento subjetivo, estaríamos frente a la buena fe civil.  
 
Respecto a la titularidad de la buena fe, del Art. 2014 se desprende que corresponde al 
adquiriente, del derecho, debiendo estar presente la buena fe al momento en que se celebra el acto 
jurídico por el que se adquiere tal derecho, lo que determina la duración de ésta; mas no puede 
extenderse al momento de la inscripción registral dado el sistema que hemos adoptado en cuanto 
a la transmisión de bienes inmuebles; ya que la inscripción puede o no realizarse al ser facultativa. 
Pero para acogerse al principio de la buena fe pública registral. Necesariamente debe inscribir su 
derecho, por cuanto a partir de allí será tercero registral.  
 
En cuanto a la fe pública registral ¿será suficiente con examinar los asientos regístrales? 
Al efecto tenemos la siguiente casación: "a fin de asegurar la buena fe registral no sólo es 
necesario leer el resumen del asiento registral. Sino tomar conocimiento del título archivado que 
le dio origen, más aún cuando el artículo ciento ochenta y ocho del Reglamento dispone que para 
conseguir la manifestación de los libros y demás documentos no se requiere tener interés directo 
o indirecto en la inscripción o documentos, ni expresar el motivo o causa por las cuales se 
solicitan" (TERCERÍA DE PROPIEDAD, 2003) (Pg. 9990-9991). 
 
No estamos de acuerdo con lo expresado en dicha casación por cuanto ello ocasiona una 
mayor inseguridad jurídica, al no bastar con examinar todos los asientos regístrales vinculados 
con el acto o derecho que pretendemos adquirir; sino que, además debemos indagar en todos los 
títulos archivados que en una u otra forma "dicen algo" sobre el inmueble respecto al cual 
pretendemos algún derecho, lo que resulta prácticamente imposible, prestándose a una serie de 
situaciones que debiliten la seguridad y el tráfico económico. La mencionada casación ha dejado 
de lado lo señalado en el artículo octavo del Título Preliminar del Reglamento General de los 
Registros Públicos (Resolución Nro. 195-2001-SLJ-NARP-SN), y que expresamente pretendía 
resolver problemas suscitados por resoluciones como la recaída en la indicada casación y que 
afectan la seguridad jurídica que brinda el Registro.  
 
Situación distinta es la de la pluralidad de propietarios y la concurrencia de acreedores; 
supuestos a los que no resulta aplicable el artículo 1135 del Código Civil. Así, en el primer caso 
existe conflicto entre dos títulos de propiedad sobre un mismo inmueble, presentándose una 
pluralidad de propietarios, al ser personas distintas los transferentes. En tanto que el caso 
específico de concurrencia de arrendatarios se encuentra regulado por el artículo 1670 del Código 
Civil, aplicable cuando todos los concurrentes tienen la calidad de "arrendatarios"; pero, de 
encontramos en una situación en la que no todos sean arrendatarios se aplicaría necesariamente 
el artículo 1135 del Código Civil, mas no el artículo 1670 del Código sustantivo.  
 





La seguridad jurídica se ha identificado tradicionalmente como uno de los fines del 
derecho. En términos generales, supone la certeza que tienen los sujetos de derecho de que su 
situación jurídica no será modificada sino mediante procedimientos establecidos previamente. 
Como señala Oropeza, el derecho positivo busca tres objetivos a saber: la justicia, la seguridad y 
el orden o bien común, y de ellos tres, es la seguridad el primer valor que debe buscar el derecho.  
 
Agrega que la seguridad tiene tres aspectos distintos: existe una seguridad por medio del 
derecho, que es la seguridad del orden jurídicamente establecido; una seguridad frente a la lesión 
jurídica, que es la que imparten los órganos de justicia y una seguridad en el derecho mismo, 
dentro de la que se encuentra la estabilidad del sistema normativo. Para el autor, la seguridad 
jurídica no es la seguridad por medio del derecho, la seguridad que el derecho confiere al 
garantizar la vida y los bienes, aquella que proporciona el juez ante la violación de los derechos, 
sino que la seguridad jurídica es la seguridad del derecho mismo, es decir, no como algo que el 
derecho debe hacer, sino como algo que el derecho, tal y como es, hace en su funcionamiento 
normal. Oropeza considera que es acertada la tesis de Radbruch cuando propone que por 
seguridad jurídica se ha de entender la seguridad del propio derecho, es decir, del contenido y la 
existencia de las disposiciones por medio de las cuales actúa la fuerza del derecho. Para él, los 
requisitos y condiciones que hacen seguras a las normas jurídicas se agrupan en dos grandes 
conceptos: la certeza y la estabilidad.  
 
Para (RECASENS SICHES, 1981), la seguridad pertenece a la esfera de la esencia del 
derecho. Sin seguridad no hay derecho ni bueno ni malo, ni de ninguna clase. Es verdad que 
además el Derecho deber ser justo, servir y lograr el bien común, etc. Si no lo hace, será injusto, 
estará injustificado, representará una frustración. Pero, lo que es seguro es que, si no representa 
un orden de seguridad, entonces no hay derecho de ninguna clase.  
 
La seguridad puede definirse como una garantía de paz social. Tal expresión se entiende, 
desde el punto de vista de los miembros de la comunidad, como su conciencia o certeza de que la 
solución de los conflictos no puede producirse mediante el empleo de la violencia y de que el 
Derecho no puede desconocer la existencia de situaciones de hechos revestidos de una tal 
apariencia de solidez y rectitud, que su destrucción u olvido únicamente podrían acarrear efectos 








Se distingue los siguientes principios:  
 
 El principio romano, de seguridad en el derecho, de seguridad jurídica que 
atañe al derecho tal cual es, en todo su contenido propio y que se basa en el principio 
de que nadie puede transmitir un derecho que no sea suyo. 
 
 El principio germánico, de seguridad en el tráfico jurídico, que impone la 
situación registral frente a la real. Tiene como fundamental principio el de publicidad 
basada en la presunción legal de veracidad de los asientos y en la integridad de los 
mismos, lo que provoca que el adquirente, que reúne ciertos requisitos, se configure 
como tercero, protegido en su adquisición, de tal forma que puede llegar en 
determinados casos, a una auténtica adquisición, o liberación de cargas, “a nom 
domino” con la correlativa extinción de derechos, jurídicamente perfectos, pero que 
se extinguen por no haber accedido al Registro.  
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 El principio de seguridad económica o subsidiaria, que lleva consigo el 
concepto de indemnización y no asegura la titularidad del derecho, sino el valor que 
el derecho tiene en caso de despojo del mismo, convirtiéndolo en indemnización: 
aval, fianza y seguro.  
  
Y por tanto no asegura titularidades, sino indemnizaciones.  
 
B. Clases de Seguridad Jurídica 
 
Las clases de seguridad jurídica según la doctrina son:  
 
 Seguridad jurídica plena, que se refiere fundamentalmente al Derecho tal cual es, en 
todo su contenido propio, y que se mueve, no en el campo de los valores, sino, en el de 
las titularidades de derecho. Dentro de la seguridad jurídica plena distingue la doble 
dimensión que ésta puede revestir: la estática, que se presta a favor de quien sea 
propietario o titular de otro derecho, o bien del poseedor no propietario. Y la dinámica a 
favor del adquirente de la plena propiedad de una cosa o derecho limitado sobre ella.  
 
 Seguridad económica o subsidiaria, que atañe al concepto de indemnización. Esta 
seguridad no garantiza la titularidad del derecho, sino el valor que el derecho tiene, 
convertido en indemnización en caso de despojo. Sus manifestaciones son la garantía real 
en funciones de seguridad: el aval, la fianza, el seguro, etc.  
 
La anterior clasificación enlaza con la que formula Ehremberg, entre seguridad estática o 
seguridad de los derechos y seguridad dinámica o seguridad del tráfico jurídico. En 
expresión de este autor, las mutaciones jurídico reales en la esfera patrimonial pueden, 
teóricamente, aparecer regidas por dos principios contrapuestos, en el sentido de que cada 
uno de ellos solamente podrá alcanzarse a costa del sacrificio del otro.  
 
Según Ehremberg, la seguridad estática o seguridad de los derechos exige que no pueda 
producirse una modificación desfavorable en la esfera patrimonial de una persona sin que 
concurra su voluntad. Mientras que la seguridad dinámica o seguridad del tráfico jurídico 
requiere que una modificación favorable en tal esfera no pueda quedar sin efecto para ella 
en virtud de circunstancias que la misma ignore.  
 
La seguridad jurídica requiere la llamada Seguridad Preventiva del documento público 
por cuanto el documento privado carece de autenticidad por no presenciarlo ningún 
funcionario público y tan solo adquiere valor auténtico mediante el reconocimiento 
judicial y tampoco es integro como se deduce del artículo 1230 del Código Civil. 
 
El documento público además de ser íntegro y auténtico ofrece la posibilidad de ser medio 
de prueba, tiene valor ejecutivo y es el vehículo preciso para lograr, por su inscripción 
registral, la seguridad plena del tráfico jurídico.  
 
La función de la seguridad jurídica no es legitimar el Derecho, sino que su función es 
dotar de eficacia al sistema jurídico, actúa no como un valor moral, sino meramente 
instrumental, y en esta actuación de la seguridad jurídica es donde en este siglo XXI 
alcanza, por la mayor complejidad de las relaciones jurídicas, de la economía e incluso 
en las relaciones familiares o sucesorias, mayor relevancia la presencia del Notario, 
seguramente sabiendo aquilatar su función, pero, sin duda, conservando su esencia 
equilibradora (SERRANO DE NICOLÁS, 2001). 
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2.4.11. La Transmisión de la propiedad y Sistemas Registrales en el derecho 
comparado 
 
2.4.11.1. El Sistema de Registro de Bienes Inmuebles Alemán (Grundbuch) 
 
Este sistema funciona mediante dos registros que deben guardar entre sí la debida 
concordancia, estos son, el registro predial o territorial y el registro catastral. El primero de ellos 
contiene la matrícula del inmueble en el cual se anotan todos los actos por los cuales se transfiera 
o grave el fundo. El segundo registro, por su parte contiene la configuración topográfica del 
inmueble, con indicación de su naturaleza, situación, extensión superficial, forma, etc. y en él se 
anotan todas las modificaciones materiales de que el predio sea objeto.  
 
Toda modificación que sufra el inmueble debe anotarse en ambos registros y que dada la 
certeza de que este sistema da a la inscripción, la primera matrícula que se hace del inmueble está 
sujeta a un procedimiento previo que debe seguir el funcionario encargado del Registro, ante 
quien deben presentarse los instrumentos que comprueban el dominio del solicitante entregándose 
además un plano del fundo levantado por un ingeniero autorizado. A la solicitud se le da 
publicidad y si resultaran opositores, la cuestión se vuelve contenciosa, teniendo en tal caso el 
encargado del registro facultades jurisdiccionales para resolver si procede o no la inscripción. Si 
la resolución es favorable, el solicitante es declarado dueño del inmueble mediante la inscripción.  
 
Es indudable que este sistema, al establecer la firmeza de la inscripción, se garantiza los 
derechos de terceros en forma efectiva. Consecuentemente, el Estado es garante de la inscripción, 
y en caso de error, el perjudicado tiene acción de perjuicios en contra de este, cuando aquél se 
deba a negligencia de los funcionarios encargados del Registro.  
 
El sistema alemán de administración de tierras asegura la publicidad de estas con dichos 
Registros. La forma de estos documentos varia de un “Land” a otro pero todos tienen un sistema 
de publicidad real. Este sistema se encuentra organizado en los Estados de Prusia por una ley 
del 5 de mayo de 1872, siendo extendido a todo el Imperio con la vigencia del Código Civil 
alemán de 1900. 
 
 
2.4.11.2. El Sistema de Publicidad Australiano: (El Act Torrens) 
 
Conocido desde sus inicios como Sistema del Acta Torrens, o Sistema Australiano Ingles, 
se implementó inicialmente en Australia del Sur; su autoría se atribuye a Sir Robert Richard 
Torrens.  
 
Para una mejor comprensión de este Sistema, cabe remontarse al país para el cual fue 
diseñado, éste es hasta tiempos contemporáneos un país de reciente colonización, ya que hacia la 
primera parte del Siglo dieciocho, “Nueva Holanda” que era el nombre con que se conoció, era 
con excepción en algunas partes de sus costas, considerada y descrita como una tierra desconocida 
o al menos así figuraba en los mapas de la época.  
 
No fue sino hacia el año de 1788, en el Estado de Nueva Gales del Sur, donde aparecen 
originalmente los Colonizadores Ingleses, y hasta entonces aún se ignoraba si en el centro del 
continente existía un gran paraje desierto o si en realidad existía una enorme zona marina; siendo 
hasta 1836 cuando el actual Estado de Australia del Sur llega a ser estimado como una Provincia 
Británica, que era gobernada por un establecido Consejo Legislativo, convirtiéndose tiempo 
después en los dominios del Parlamento Local.  
 
Inicialmente los ocupantes de dichas tierras, únicamente rentaban grandes porciones de 
terreno, situación que evolucionó favorablemente cuando se autorizó a los residentes de dichas 
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tierras para escoger y comprar las extensiones que se consideraran mayormente cultivables, lo 
que a su vez fue impulsado por el aumento de los capitales y la proliferación de la Industria.  
 
El Autor de este Sistema, un irlandés nacido en la Ciudad de Kork en el año de 1814; se 
estableció en Australia del Sur por el año de 1840, llegando a ocupar el puesto de Director de 
Aduanas, siendo por consiguiente parte integrante del primer Consejo Legislativo, y quien a su 
vez fue nombrado en el año de 1852 Tesorero y Registrador General.  
 
Fue entonces que mientras fungía en aquél cargo, pudo apreciar las dificultades que se 
observaban en el Régimen Inglés de Transferencias inmobiliarias, actividades que se regían a 
través de una oficina llamada Registro General; creada para tal efecto en 1841, conservándose en 
dicha oficina, convenios, arrendamientos, testamentos, sentencias, mapas, etc. y todo instrumento 
relativo a derechos que recaían sobre bienes inmuebles.  
 
Haciendo un análisis de tales aparecimientos, que este sistema surge libre de antecedentes 
Jurídicos, ello como una medida práctica, para resolver una necesidad propia de aquél momento; 
sin embargo, hay autores que afirman que tal sistema se inspiró en las disposiciones establecidas 
para el registro naval que tenía como base legal La Ley marina (Mercante Inglesa), la cual reguló 
lo relativo a la enajenación de naves.  
 
Dicho sistema, se caracterizó porque se exigía la identificación de las fincas, a través de un plano 
a escala, que era establecido por la Ley y que a su vez lo certificaba un agrimensor jurado, 
estableciéndose una clase de procedimiento inicial de inmatriculación, surgiendo de este la fuerza 
constitutiva y legitimadora de las inscripciones.  
 
Para poder inscribir los derechos la solicitud inicial era dirigida al registrador General la cual era 
elaboraba por el propietario en modelos que se obtenían en diferentes establecimientos, 
anexándose los títulos que acreditaban el derecho del propietario y una especie de cuota (libranza) 
o Arancel que implicaba los gastos y honorarios de la inscripción; todo lo anterior una vez 
completado era recibido por el topógrafo jefe, quien examinaba la descripción de la finca, 
revisando minuciosamente los linderos, y que en ellas aparecían, y en ocasiones se remitían copias 
a los colindantes o al consejo del distrito, con el fin que dichas informaciones fueran conocidas 
por todos los interesados.  
 
El siguiente paso ocurría en manos de los “auxiliares” del antiguo Registro, ello con el 
objeto de comprobar los títulos presentados con los ya registrados previamente verificado lo 
anterior, los Asesores quienes con base en los datos e información eran encargados de admitir o 
negar la solicitud de matrícula; una vez admitida aquella, la última decisión se hallaba en manos 
de una comisión formada por el Registrador General y dos Comisarios para quienes; de obtenerse 
una decisión favorable por parte de la comisión, se fijaba un plazo que podía oscilar entre un mes 
hasta un año para que los interesados puedan oponerse formalmente, mandándose a publicar 
edictos en los diarios oficiales y en los de circulación local, notificándose también a los 
colindantes de dichas fichas; en el supuesto de no haber oposición, o si existiendo ésta es 
rechazada, los Asesores redactan la minuta del título de propiedad, con las menciones y reservas 
oportunas y es el Registrador General quien expide por duplicado, depositando un ejemplar al 
libro corriente del Registro y entregando el otro juntamente con el plano de la finca inmatriculada 
al peticionario; al constar la inscripción se adicionan los índices y se anulan o archivan los títulos 
antiguos referentes al inmueble.  
 
Tal inscripción se tiene por constitutiva, revestida de fuerza legitimadora y sustantiva 
total; pudiendo denotarse que la característica básica en este sistema es que se separa el contrato 
causal de sus efectos reales en el negocio jurídico de transferencia del inmueble. 
 
2.4.11.3. El Sistema Registral Francés de Comprobación de Derechos: 
(Conservation Des Hipoteques) 
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Este Sistema Registral es llamado también de transcripciones porque consiste en transcribir o 
copiar el instrumento en los libros que lleva la oficina del Registro, el cual se organizó para dar 
protección a los acreedores de hipotecas, es decir, que inicialmente se le conoció como Registro 
de Hipotecas.  
La forma en que se regulan los sistemas de esta clase que han sido adoptados por muchos países, 
especialmente en la América Latina, varían notablemente de un país a otro, no obstante el combate 
al cual se ha sometido este, por no ofrecer una absoluta seguridad y además por ser estrictamente 
voluntario, importante entonces es de hacer constar que las legislaciones de los países en que 
funciona este sistema lo han rodeado de ciertos requisitos que han hecho posible que los terceros 
confíen en la fe que les merece el Registro.  
También se ha combinado con los Sistemas Alemán y Australiano apareciendo así una nueva 
clase de sistema que podría llamarse Sistema Mixto, el cual debido a no ser objeto de estudio de 
este trabajo, no será citado en lo futuro.  
 
2.4.11.4. El Sistema Registral Argentino 
 
EL sistema jurídico argentino se manifiesta como una exteriorización de voluntad 
tendiente a perfeccionar un contrato o a constituir un derecho real sobre la cosa entregada. Los 
efectos de la tradición escrituraria variarán según cual sea el título en virtud del cual ella se 
produce. Así, podemos hablar de tradición traslativa de la tenencia, supuesto contemplado en el 
artículo 2460 del Código civil; tradición traslativa de la posesión, contemplada en el artículo 2377 
del Código civil; y, finalmente, la tradición traslativa del dominio, regulada en los artículos 2601 
a 2603 del Código civil.  
 
 
Esa exteriorización posesoria que el codificador persigue al exigir la tradición en 
determinados actos y, sobre todo, en lo que aquí nos interesa, referido al especial efecto que 
consagra el artículo 577 del Código civil, procura pues una forma de publicidad, la denominada 
“publicidad posesoria”, término que se utiliza aun en aquellos casos en que la relación real es de 
mera tenencia. A ello se debe que se haya centrado la atención especialmente en este modo de 
adquirir el dominio, pues la existencia o no de tradición producirá, en principio, la apariencia y 
hasta la existencia misma del dominio (MARIANI DE VIDAL, 2004). 
 
2.4.12. Análisis del sistema de transferencia declarativo en el Perú vs el sistema 
constitutivo de propiedad 
  
2.4.12.1. El sistema registral en el Perú, publicidad registral y seguridad jurídica 
 
El Derecho Registral es el conjunto de principios y normas jurídicas que regulan la 
función del Registro Público. El derecho registral inmobiliario es una parte del Derecho registral 
que se refiere al conjunto de principios o normas destinadas a reglar la organización y 
funcionamiento de los organismos estatales encargados de receptar fundamentalmente los actos 
y documentos concernientes a los derechos reales o a los que afectan, relativos a los inmuebles, 
así como también las formas y resultado de tales registraciones y por último los efectos y 
consecuencias jurídicas que se derivan de ella.  
 
Por su parte Villario los define como el conjunto de normas y principios que regulan la 
organización, el funcionamiento y los efectos de la publicidad registral en función de la 
constitución, transmisión, modificación y extinción de los derechos reales sobre inmuebles”.  “El 
derecho Inmobiliario registral como el conjunto de normas de derecho Civil que regulan las 
formas de publicidad de los actos de constitución, transmisión etc. de los derechos reales sobre 
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fincas y las garantías de ciertos derechos personales o de crédito a través del registro de 
propiedad”. 
 
Existen en el Derecho Registral una serie de principios que regulan uniforman y dan vida 
a la función que realiza el Registro Público. A este como institución que le incumbe y tiene como 
una de sus funciones más importantes la registración de los Traspasos de Bienes Inmuebles que 
se dan día con día en nuestro país, debe respetar y poner en práctica dichos principios.  
 
El principio es la libertad de forma, el consensualismo, y la excepción el formalismo. 
Como hemos visto, el consensualismo significa que la voluntad se puede expresar de cualquier 
manera, como lo decida el sujeto o sujetos que intervienen en el otorgamiento del acto, pero, en 
ocasiones siempre habrá necesidad de proteger a una de las partes, para garantizarles que presten 
su consentimiento con pleno consentimiento de causa sobre las consecuencias del acto que 
requiere realizar, o para proteger a terceros interesados haciéndoles conocer la existencia del acto, 
para darle certeza y facilitar la prueba de su existencia, o para facilitar la interpretación y ejecución 
del negocio jurídico, razones por las que excepcionalmente se establecerán formas solemnes como 
condición indispensable para su validez (TORRES VÁSQUEZ, 2015). 
 
2.4.12.2. Funciones del registro público en nuestra sociedad 
 
Una de las funciones del Registro Público es dar publicidad entendiendo por esta como 
la acción de hacer pública una cosa en este caso la existencia de un derecho, a través de los 
registros que pueden ser consultados. Considerando desde un punto de vista general, la publicidad 
de los derechos reales es ante todo una cuestión de seguridad en la operación sobre inmuebles. El 
principal efecto derivado de la publicidad registral estriba en la seguridad jurídica que se les 
brinda a las personas que consultan el registro, previo a la realización de un negocio jurídico.  
 
Este principio de seguridad transciende la esfera registral y se contempla como un valor 
funda mental de la sociedad. Así la seguridad es intrínseca a la naturaleza humana transciende 
todos los ámbitos de su vida salud abrigo, bienestar alimentos. El Registro Público se constituye 
como un medio de publicidad declarativo, para proteger mediante la inscripción registral a los 
terceros, dándole certeza y seguridad inmobiliaria en nuestro país. La función del Registro Público 
de la Propiedad Inmueble es dar publicidad y seguridad acerca de la constitución, modificación y 
extinción de derechos sobre propiedad inmueble entre otras.  
Así, la finalidad primaria de la publicidad registral queda patente, la protección del tráfico, la 
agilización de las transacciones inmobiliarias, al suplir con la garantía que supone la consulta de 
un Registro Público, las complicadas indagaciones sobre la titularidad de los derechos que, en 
otro caso, sería preciso practicar.  
 
Según queda visto de la normativa expuesta y doctrina consultada que una de las 
funciones más importantes cumple el Registro Público es la de registrar aquellos documentos en 
los cuales se traspasen bienes inmuebles de un sujeto a otro o de un titular registral a otro, y con 
ello dar publicidad y seguridad registral a dichos documentos. Esta función debe cumplirla de la 
mejor forma, es decir eficiente y ágil y rápida, pero sin perder el valor seguridad jurídica en las 
transacciones.  
 
2.4.12.3. Sistemas eficientes: Declarativo vs. Constitutivo 
 
El sistema de registro constitutivo, en el que no existe un derecho real extra registral y 
solo la inscripción produce la transmisión, constitución, modificación o extinción de los derechos 
reales, tiene sus adeptos en la actual doctrina peruana.  
 
Así, tenemos a (BULLAR GONZÁLEZ, 2006), quien reconoce la importancia del 
Registro como constitutivo del derecho de propiedad basado en un criterio individualista, propio 
de una economía de mercado, en el que es necesaria una seguridad jurídica estática. La seguridad 
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jurídica a la que se refiere Bullard es un valor superior contenido en el espíritu garantista de la 
Carta Fundamental.  
 
Asimismo, (AVENDAÑO VALDEZ, 2000), hubiera preferido una clasificación de 
bienes registrables y no registrables, en lugar de la actual clasificación de acuerdo al criterio de 
la movilidad: muebles e inmuebles. Con ello pretende que el Registro sea constitutivo, puesto que 
su propuesta era que los actualmente considerados bienes inmuebles sean registrables. Además, 
señala que el art. 949° del C.C. crea cierta inseguridad para el adquirente, ya que puede darse el 
caso de que una persona venda un mismo bien a diferentes acreedores. 
 
Por otro lado, el sistema declarativo es más flexible, ya que permite, inmediatamente, la 
transmisión de la propiedad al comprador, sin necesidad de requisitos o gastos, pero tiene una 
cuota de inseguridad, pues, por ejemplo, un tercero con mejor derecho (que inscribió la propiedad 
en Registros) podría quedarse con la propiedad y, a su vez, desplazar al primer comprador, quien 
solo firmó un contrato privado e hizo posesión de la propiedad. En la doctrina actual, también 
encontramos a los seguidores de dicho sistema.  
 
De la misma manera, (GONZÁLES BARRÓN, 2012), se pregunta: “¿acaso los 
pobladores de los pueblos jóvenes necesitan de un título de propiedad inscrito para usar, disfrutar 
e invertir sus capitales en el inmueble al adquirirlo? La respuesta se encuentra en las calles o, en 
todo caso, en cualquier libro de Sociología Urbana. Esta situación no es nueva, y basta revisar el 
Derecho Romano para darnos cuenta de los problemas que generó en esa época el formalismo de 
la transmisión de la propiedad. Incluso, en países del primer mundo existen serias dudas por lograr 
en el corto plazo la implantación de un registro constitutivo, y eso que se trata de países de menor 
extensión territorial, sin una geografía tan difícil como la peruana, con un desarrollo económico 
muy superior al nuestro y con un nivel de cultura jurídica del que todavía estamos lejanos. Por lo 
tanto, nuestra opinión a esta pretendida reforma es negativa, siendo suficiente que el registro 
cuente con los efectos de inoponibilidad y fe pública, pero, eso sí, correctamente entendidos y 
destacando que ambos son planos distintos. La inscripción no crea el derecho, sino que 
simplemente se constituye en una garantía en caso de situaciones excepcionalmente patológicas”. 
 
Finalmente, el profesor Mario Castillo Freyre señala que en el Perú el ordenamiento legal 
da lugar a la convivencia de una propiedad de carácter absoluto y de una propiedad de carácter 
relativo, al haber adoptado siempre el mismo sistema que el Derecho francés, tanto en lo que 
respecta a la manera de transferir la propiedad mueble e inmueble, como en cuanto al registro de 
la propiedad inmueble, creado en Francia en 1855 e implantado en el Perú en 1888, registro de 
carácter meramente declarativo y no constitutivo. Se puede observar que los autores llegan a 
conclusiones diferentes. Los primeros, a favor de un sistema de registro constitutivo; los 
segundos, a favor del sistema declarativo. 
 
2.4.13. El sistema de inscripción constitutiva  
 
En el caso del Perú, hablar de Registros Públicos y Catastro, cuando la inscripción 
registral en lo referido a predios es un acto administrativo meramente declarativo y no 
constitutivo, nos lleva a sobre entender un concepto tácito no absoluto de inseguridad jurídica, 
por cuanto mientras no podamos adicionar o complementar el concepto de Registros Públicos con 
el de universalidad o totalidad, estaremos ante una figura incompleta pero no ineficiente, ante una 
figura limitada pero no limitante, de “seguridad jurídica”. Frente a estos y otros retos, el Estado 
debe contar con los instrumentos idóneos que permita afrontarlos con éxito, siendo el Catastro 
uno de ellos. En efecto, la institución catastral puede estar al servicio de diversas políticas del 
Estado pues contiene valiosa información gráfica y alfanumérica sobre los bienes inmuebles, tales 
como localización, superficie, uso o destino, clase de cultivo o aprovechamiento, calidad y 
tipología de las construcciones, valor catastral, titularidad dominial. Pero ¿de qué nos sirve toda 
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esta información sino sabemos cómo usarla, ¿cómo aprovecharla?; para desglosar este problema 
es necesario primero dar los conceptos.  
 
Un catastro moderno es un sistema integrado de bases de datos que reúne la información 
sobre el registro y la propiedad del suelo, características físicas, modelo econométrico para la 
valoración de propiedades, zonificación, transporte y datos ambientales, socioeconómicos y 
demográficos. Dichos catastros representan una herramienta holística de planificación que puede 
usarse a nivel local, regional y nacional con la finalidad de abordar asuntos relevantes como la 
expansión urbana, la erradicación de la pobreza, las políticas de suelo y el desarrollo comunitario 
sostenible. El concepto actual de catastro, se podría identificar que se basa principalmente en tres 
finalidades que le dan sustento, las cuales son: Dar una base para el planeamiento urbano y rural, 
calcular el monto de las contribuciones como el impuesto inmobiliario, guardar la seguridad 
jurídica del derecho de propiedad a través de la aprobación y archivo de las mensuras, que son la 
base de las escrituras de traslación y dominio.  
 
Un buen catastro, podríamos definir, es aquel que contribuye para la distribución 
equitativa de las cargas tributarias, promueve la seguridad de la propiedad raíz y crea bases para 
la planificación urbana y regional. Justamente esta última afirmación abrió el camino para la 
visión moderna del Catastro Multifinalitario. Este registro pasa a contemplar, además de los 
aspectos económicos, físicos y jurídicos tradicionales, los datos ambientales y sociales del 
inmueble y de las personas que en él habitan. La visión jurídica que debe perseguir el Catastro 
como institución perteneciente a Registros Públicos, deberá englobar la definición antes dada.  
 
La conformación de un sistema de información territorial completo exige la correlación 
entre los datos almacenados en el Catastro y los asentados en Registros de Inmuebles. Mientras 
los Catastros Territoriales trabajan sobre las cosas inmuebles de derecho, los Registros de 
Inmuebles lo hacen sobre las personas que tienen esos derechos y/o sobre los derechos en sí.  
En algunos países (principalmente europeos) ambos registros están incorporados en una única 
institución denominada Catastro Legal, sin embargo, en América Latina y en Perú, la mayoría de 
los países los mantiene como instituciones separadas, preservando los nombres clásicos de 
Catastro y Registro (en todas sus acepciones). Esta “separación” se debe principalmente a las 
especificidades del manejo de los datos de los cuales cada uno es responsable y a las calificaciones 
profesionales necesarias del personal técnico y administrativo, manteniendo no obstante 
coordinación entre ellos (en mayor o menor grado, dependiendo de la jurisdicción).  
 
La forma de transferir inmuebles ha cambiado a lo largo de la historia. Inicialmente eran 
acuerdos orales con presencia de testigos. Posteriormente se hacían transferencias privadas 
mediante Escrituras sin registrar, hasta llegar a los actuales Registros de Escrituras (registración 
sin garantía de título) y Registro de títulos (registración con prueba de titulación).  
 
Todos los sistemas registrales persiguen un mismo fin, que es el de incorporar los bienes 
a un solo “registro” y a través de su publicidad brindar seguridad jurídica, mas es común en todos 
estos sistemas que buscan la eficiencia y la eficacia, respetar e incorporar principios universales, 
los cuales se pueden definir como: El primer principio “registral universal” reconoce que es 
necesario contar con mapas adecuados. Ningún sistema de registro de derechos será 
verdaderamente eficaz sin el apoyo de una adecuada cartografía catastral. Incluso el sistema más 
sencillo de inscripción voluntaria se verá considerablemente reforzado y facilitado con los medios 
precisos y uniformes de descripción que sólo dichos mapas pueden proporcionar. 
 
 El segundo principio “registral universal” sostiene que, en última instancia, todo sistema 
de registro debe ser obligatorio. Sólo mediante la obligatoriedad se podrá lograr la universalidad 
de la que depende la plena eficacia del sistema de publicidad inmobiliaria. Si en primera instancia 
se introduce un sistema de inscripción voluntaria, tal sistema deberá considerarse como parte del 
proceso educativo necesario para preparar al público para la inscripción obligatoria, teniendo una 
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inscripción obligatoria y constitutiva podremos asegurar el concepto de “seguridad jurídica”, esta 
seguridad jurídica se logrará solo y únicamente con la participación de un Catastro adecuado. 
 
 El tercer principio “registral universal” afirma que, un sistema de registro solo tendrá 
pleno éxito si cuenta con el apoyo de la opinión pública y, por lo tanto, será necesario educar a 
ésta para que lo acepte. La educación puede consistir en disipar las dudas y temores, pero también 
puede hacerse mucho mediante una propaganda inteligente del gobierno encaminada a poner de 
manifiesto las ventajas que el registro depara a los individuos y a la comunidad local. El 
establecimiento de un sistema voluntario de registro puede ser un elemento valioso de esa 
promoción. La existencia previa de un registro de documentos, incluidas las escrituras (como el 
existente en el Perú), también puede ser muy útil, sin embargo, la forma de promoción tendrá que 
corresponder a la naturaleza de las dudas y temores aludidos. Los métodos para aumentar la 
confianza en el registro consisten en asociar a los miembros de la comunidad interesados.  
 
El fin del registro debe ser asegurar la inscripción completa y fidedigna de todos los 
derechos, sin embargo, determinar que un título es absolutamente fidedigno mediante una simple 
investigación puede ser muy difícil, pues en la práctica se ha visto que una inscripción basada en 
un título presunto adquiere rápidamente todos los caracteres esenciales de una inscripción que se 
basa en un título fidedigno. Por consiguiente, el procedimiento más adecuado será tratar de lograr 
los mejores resultados mediante una cuidadosa investigación local sobre las circunstancias reales 
de la posesión. Esa investigación deberá ir precedida de una amplia notificación sobre la intención 
de realizarla y deberá incluir un examen cuidadoso de todas las pruebas presentadas en estrecha 
consulta con la opinión local, pequeña definición que podría englobar el trabajo de COFOPRI 
URBANO - RURAL, quien cumple las funciones de investigador de la posesión para convertirla 
en propiedad, claro, eso sí con la participación de Registros Públicos.  
 
Es trascendental la labor realizada por tan noble institución, si bien es cierto con las 
falencias propias de la falta de recursos, ha logrado la titulación de posesionarios quienes sin su 
ayuda que podría considerarse social, nunca hubiesen tenido acceso al registro y por ende no ser 
considerados “propietarios de capital”. El éxito o el fracaso de un sistema de registro depende de 
la exactitud y rapidez con que se inscriben las modificaciones, que se van generando o realizando 
en los predios registrados o por registrarse las cuales pueden ser más ágiles si se aplican los 
siguientes principios: En la medida de lo posible las modificaciones deberán ponerse en 
conocimiento del funcionario del registro automáticamente o durante los trámites ordinarios, 
entiéndase esto, o la participación conjunta de la institución investigadora y la entidad catastral 
compiladora de información “CATASTRO”, y Cuando los informes dependen de la iniciativa de 
los individuos a quienes afecta la modificación convendrá facilitar dichas comunicaciones 
situando las oficinas del registro locales en el lugar más apropiado para las personas, función que 
creemos particularmente se viene cumpliendo en la medida de las posibilidades, en los últimos 
años, la inauguración de oficinas descentralizadas y oficinas receptoras ha acercado mucho más 
el registro a la población, pero falta complementar el acceso a la información tanto del registro 
para la población como de la población para el registro.  
 
Somos de la opinión que con el fin de lograr que, en un futuro cercano, todos los 
inmuebles puedan entrar al registro (sean inmatriculados), y por tanto pueda regir en la totalidad 
del territorio de la república, el sistema de inscripción constitutiva; es necesario el mejoramiento 
del catastro, a fin que pueda ejecutarse en todo el país. De este modo se podrá determinar la 
correcta ubicación de los inmuebles, así como sus reales dimensiones; igualmente lograr que 
todos los títulos de propiedad en el país se encuentren saneados, y gracias a su relación con los 
registros públicos, expresen en todo momento la real situación jurídica y física de los inmuebles.  
 
Otros de los grandes aportes que traería el catastro es que evitaría los problemas de 
superposición de propiedades, ya que este mantendría al día y con grado de exactitud las reales 
medidas perimétricas y linderos de los predios; imposibilitando con ello que personas alegando 
buena fe y desconocimiento construyan en terrenos ajenos.  
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Concordamos con la opinión del doctor Max Arias Schreiber, quien expresa que el 
catastro debe convertirse en el complemento ideal de registros, ya que así será posible comprobar 
la efectiva existencia de los inmuebles, sus características físicas, el uso que se les da o podría 
dárselas, el estado de posición en que se encuentran. Mientras que los catastros complementarios 
los registros brindándole la constancia de existencia real y estado de posesión de los inmuebles 
objeto de s actos jurídicos los registros complementarían los catastros, brindándoles información 
de los derechos reales que pueden invocarse sobre los inmuebles.  
 
2.4.14. Costos del establecimiento de  un sistema constitutivo de transferencia de la 
propiedad inmueble en el Perú 
 
2.4.14.1. Costos generados por procedimientos registrales propiamente dichos 
 
Los costos generados por los procedimientos registrales propiamente dichos, los hemos 
definido como los costos generados por los procesos regulados por nuestro sistema legal que 
consideramos indispensables y necesarios para la inscripción de rogatorias registrales, pero que 
muchas veces resulta para los administrados muy oneroso asumirlos (especialmente para los de 
menos recursos), desincentivando los procedimientos y por ende el acceso a la inscripción 
registral. Entre los procesos comprendidos se encuentran los trámites necesarios que el 
administrado debe realizar para la obtención de la documentación que conformará o se anexará el 
título inscribible y demás requisitos solicitados directamente por el Registro con respecto a la 
rogatoria registral. Asimismo, comprende los pagos necesarios para la obtención de los 
documentos indispensables para la creación del título inscribible (documentación mencionada) y 
los derechos registrales para la inscripción de rogatorias. Por motivos metodológicos hemos 
subdividido esta clase en dos: (i) Altos costos generados por la creación y calificación registral 
del título inscribible y (ii) altos montos de aranceles registrales. 
 
A.  Costos generados por la creación y calificación del título Inscribible 
 
Son los costos que se producen durante los procedimientos y trámites necesarios que 
incurren los particulares para la creación de un título inscribible. En estos procedimientos los 
particulares deberán realizar trámites donde participan tres agentes: el abogado, quien será el 
encargado de la creación de la minuta y firma de la misma, el Notario quien se encargará de la 
creación de la escritura pública y el Registrador quien evaluará si el administrado cumple con 
todos los requisitos establecidos para la inscripción de una determinada rogatoria. Cabe precisar 
que, para la realización de cada uno de estos procedimientos será necesario sufragar los costos 
respectivos, lo que, en muchos casos, puede ser el principal desincentivo para la realización del 
trámite.  
 
B. Altos aranceles registrales 
 
En esta sub clasificación nos referimos exclusivamente a los pagos que los particulares 
que desean inscribir sus rogatorias deben realizar a la SUNARP. Estos montos se denominan 
“tasas registrales” y se pagan por concepto de inscripción, publicidad y otros servicios que presta 
el Registro. Acá nos enfocaremos directamente en los pagos necesarios para el ingreso y la 
inscripción de las rogatorias registrales. Estos pagos presentan una especial problemática, que, en 
muchos casos representa otro grupo de los principales costos que desincentivan la inscripción. 
 
2.4.14.2. Costos generados por procedimientos ajenos al Registro 
 
En segundo lugar tenemos los costos de procedimientos ajenos al Registro los cuales pese 
a no ser indispensables para la inscripción registral, la normatividad vigente los requiere para la 
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obtención de documentos, certificaciones o constancias adicionales previas para la inscripción de 
rogatorias o para la creación del título inscribible, lo cual no hace sino generar mayores 
desincentivos para el acceso al registro. Estos costos adicionales se generan, por ejemplo, cuando 
se requiere de la presentación de documentación que acredite la realización de actos previos ante 
entidades ajenas al registro, como lo son los Gobiernos Locales y Regionales.  
Estos requerimientos obligan al administrado a realizar trámites y procedimientos ante 
instituciones ajenas al registro de forma tal que pueda obtener la documentación necesaria para la 
inscripción registral. Toda esta documentación deberá ser adjuntada a la rogatoria registral para 
la calificación del registrador.  
 
Como lo afirman estudios de la ONG Ciudadanos al Día375, las personas no sólo 
invierten tiempo en el desplazamiento ante la entidad pública donde deberán realizar un trámite 
determinado, sino que previamente tienen que conseguir información, acopiar documentación, 
realizar fotocopias, etc. Todo esto toma tiempo e inversión en dinero, lo cual es un gran 
impedimento para personas de bajos recursos que si bien desean inscribir sus derechos, muchas 
veces el costo y tiempo de tramitación de estos procedimientos los desincentiva a formalizarse. 
 
 
2.4.14.3. Costos generados por requisitos excesivos  
 
Finalmente tenemos los requisitos excesivos, los cuales podemos definir como 
requerimientos que no son ajenos a la inscripción de títulos, pero los costos de su cumplimiento 
por los administrados superan ampliamente los beneficios que generan. En este grupo se 
encuentra, por ejemplo, el Catastro. Nadie duda que, para lograr un sistema registral seguro y 
eficiente, es indispensable contar con una base catastral o catastro registral que permita una clara 
definición de la ubicación y linderos de los predios sobre los cuales versan los derechos 
registrados. Sin embargo, lo que sí está en discusión es el tipo de catastro necesario para estos 
propósitos. Las características y técnica del catastro registral deben estar acordes con su finalidad 
y con el contexto socio económico al cual se va a aplicar, evitando recurrir a sistemas catastrales 
muy sofisticados e innecesarios, que generan costos excesivos tanto para el país como para los 
usuarios. 
 
2.4.15. Costos generados por la creación y calificación del título inscribible 
 
Cualquier persona que desee inscribir sus derechos sobre inmuebles (como por ejemplo 
el derecho de propiedad de un inmueble adquirido a través de un contrato de compraventa) y 
poder gozar de todos los beneficios que brinda la inscripción registral, necesitará crear el título 
inscribible, el cual se configura como el único documento que puede ser calificado por un 
registrador durante el proceso registral.  
Como ya lo hemos expuesto en el Capítulo N° II, como regla general, el título inscribible es un 
instrumento público, salvo que la ley establezca lo contrario. Solo los instrumentos que de acuerdo 
a ley son títulos inscribes son materia de calificación por el registrador, por ende los administrados 
que pretenden inscribir sus derechos y contratos necesariamente deberán crear dicho título.  
 
Lamentablemente, la creación del título inscribible no es simple, ya que será necesario 
realizar una serie de procedimientos previos, los cuales, debido a su onerosidad, complejidad y 
su prolongado tiempo de gestión, desincentivan a los ciudadanos a iniciar o culminar el 
procedimiento dirigido a la inscripción registral.  
 
Los costos de los procedimientos se derivan de lo siguiente: (i) la contratación de los 
servicios profesionales de un abogado, (ii) la contratación de los servicios profesionales de un 
notario, (iii) y los requisitos específicos solicitados por el Registro de Predios para la inscripción 
de una determinada rogatoria. El abogado se encargará necesariamente de la redacción de la 
minuta o contrato, el Notario será el encargado de elevar dicho contrato a Escritura Pública 
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(cuando ésta sea requerida), para que posteriormente pueda ser enviado a los Registros Públicos. 
Finalmente el Registrador evaluará si el administrado cumple con todos los requisitos establecidos 
para la inscripción de una determinada rogatoria. 
 
2.4.16. Altos aranceles registrales 
 
En esta sub clasificación nos referimos exclusivamente a los pagos que los particulares 
que desean inscribir sus rogatorias deben realizar a la SUNARP. Estos montos se denominan 
“tasas registrales” y se pagan por concepto de inscripción, publicidad y otros servicios que presta 
el Registro. Acá nos enfocaremos directamente en los pagos necesarios para el ingreso y la 
inscripción de las rogatorias registrales. Estos pagos presentan una especial problemática, que, en 
muchos casos representa otro grupo de los principales costos que desincentivan la inscripción. 
 
 
2.4.17. Costos generados por procedimientos ajenos al Registro 
 
En segundo lugar tenemos los costos de procedimientos ajenos al Registro los cuales pese 
a no ser indispensables para la inscripción registral, la normatividad vigente los requiere para la 
obtención de documentos, certificaciones o constancias adicionales previas para la inscripción de 
rogatorias o para la creación del título inscribible, lo cual no hace sino generar mayores 
desincentivos para el acceso al registro. Estos costos adicionales se generan, por ejemplo, cuando 
se requiere de la presentación de documentación que acredite la realización de actos previos ante 
entidades ajenas al registro, como lo son los Gobiernos Locales y Regionales.  
 
Estos requerimientos obligan al administrado a realizar trámites y procedimientos ante 
instituciones ajenas al registro de forma tal que pueda obtener la documentación necesaria para la 
inscripción registral. Toda esta documentación deberá ser adjuntada a la rogatoria registral para 
la calificación del registrador.  
 
Como lo afirman estudios de la ONG Ciudadanos al Día, las personas no sólo invierten 
tiempo en el desplazamiento ante la entidad pública donde deberán realizar un trámite 
determinado, sino que previamente tienen que conseguir información, acopiar documentación, 
realizar fotocopias, etc. Todo esto toma tiempo e inversión en dinero, lo cual es un gran 
impedimento para personas de bajos recursos que si bien desean inscribir sus derechos, muchas 
veces el costo y tiempo de tramitación de estos procedimientos los desincentiva a formalizarse. 
 
2.4.18. Costos generados por requisitos excesivos 
 
Finalmente tenemos los requisitos excesivos, los cuales podemos definir como 
requerimientos que no son ajenos a la inscripción de títulos, pero los costos de su cumplimiento 
por los administrados superan ampliamente los beneficios que generan. En este grupo se 
encuentra, por ejemplo, el Catastro. 
 
Nadie duda que, para lograr un sistema registral seguro y eficiente, es indispensable 
contar con una base catastral o catastro registral que permita una clara definición de la ubicación 
y linderos de los predios sobre los cuales versan los derechos registrados. Sin embargo, lo que sí 
está en discusión es el tipo de catastro necesario para estos propósitos.  
 
Las características y técnica del catastro registral deben estar acordes con su finalidad y 
con el contexto socio económico al cual se va a aplicar, evitando recurrir a sistemas catastrales 




2.4.19. Costos generados por la creación y calificación del título inscribible 
 
Cualquier persona que desee inscribir sus derechos sobre inmuebles (como por ejemplo 
el derecho de propiedad de un inmueble adquirido a través de un contrato de compraventa) y 
poder gozar de todos los beneficios que brinda la inscripción registral, necesitará crear el título 
inscribible, el cual se configura como el único documento376 que puede ser calificado por un 
registrador durante el proceso registral.  
 
Como regla general, el título inscribible es un instrumento público, salvo que la ley 
establezca lo contrario.377 Solo los instrumentos que de acuerdo a ley son títulos inscribes son 
materia de calificación por el registrador, por ende los administrados que pretenden inscribir sus 
derechos y contratos necesariamente deberán crear dicho título.  
 
Lamentablemente, la creación del título inscribible no es simple, ya que será necesario 
realizar una serie de procedimientos previos, los cuales, debido a su onerosidad, complejidad y 
su prolongado tiempo de gestión, desincentivan a los ciudadanos a iniciar o culminar el 
procedimiento dirigido a la inscripción registral. Los costos de los procedimientos se derivan de 
lo siguiente: (i) la contratación de los servicios profesionales de un abogado, (ii) la contratación 
de los servicios profesionales de un notario, (iii) y los requisitos específicos solicitados por el 
Registro de Predios para la inscripción de una determinada rogatoria.  
 
El abogado se encargará necesariamente de la redacción de la minuta o contrato, el 
Notario será el encargado de elevar dicho contrato a Escritura Pública (cuando ésta sea requerida), 
para que posteriormente pueda ser enviado a los Registros Públicos. Finalmente el Registrador 
evaluará si el administrado cumple con todos los requisitos establecidos para la inscripción de 
una determinada rogatoria. 
 
2.4.20. Costos derivados de la participación del abogado 
 
El primer costo generado en la cadena de procesos que deben incurrir los administrados 
que desean proteger sus derechos de propiedad, son los destinados a la contratación de los 
servicios profesionales de un abogado colegiado.  
 
Según la Ley del Notariado, el cuerpo de la escritura pública necesariamente contendrá 
“La declaración de voluntad de los otorgantes, contenida en minuta autorizada por letrado, la que 
se insertará literalmente”378. Ante este imperativo toda escritura pública con respecto a ciertos 
actos, deberá contener una minuta firmada por letrado o abogado colegiado379.  
Por lo tanto, es después de haber realizado el contrato verbal de compraventa de un inmueble, los 
particulares deberán solicitar los servicios de un abogado para que redacte y firme el documento 
que contendrá las cláusulas del acuerdo de voluntades. Los honorarios de los abogados (para la 
elaboración y firma de una minuta de compraventa) varían según los servicios y actividades que 
deba realizar el abogado para la redacción del documento y según el nivel de preparación 
profesional del abogado  
  
Normalmente los servicios profesionales de abogados con estudios de postgrado, máster 
o doctorados tienen un costo mayor que los servicios de abogados que no poseen este tipo de 
preparación. Por otro lado, el prestigio, la cátedra o la experiencia (sin tener estudios más allá del 
simple título de abogado) son factores que pueden generar un aumento en el costo del abogado. 
Otro factor que aumenta el costo en la contratación profesional es el lugar de labores o la 
institución a la que representa el profesional, ya que existen abogados cuyas tarifas son impuestas 
por una empresa o un estudio de abogados. Estas tarifas están prefijadas o tienen márgenes que 
limitan la negociación con el particular.  
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2.4.21. Costos derivados de la participación del Notario   
 
Para la inscripción de derechos de propiedad, el registrador requiere de la presentación 
de instrumentos públicos, y, como excepción admite aquellos instrumentos privados 
expresamente establecidos por la ley. El instrumento público más utilizado para fines registrales 
es la escritura pública, documento que sólo puede ser otorgado por un Notario Público. Siendo 
esto así, un costo adicional que deben asumir los particulares para la creación del título inscribible, 
se deriva de los pagos que deben realizarse a las notarías para la obtención de la escritura pública.  
 
Tal como lo afirma la norma notarial, el notario es “el profesional del derecho que está 
autorizado para dar fe de los actos y contratos que ante él celebran. Para ello formaliza la voluntad 
de los otorgantes, redactando los instrumentos a los que confiere autenticidad, conserva los 
originales y expide los traslados correspondientes. Su función también comprende la 
comprobación de hechos y la tramitación de asuntos no contenciosos previsto en las leyes de la 
materia”. 
En efecto, los notarios son abogados a los cuales el estado les ha delegado realizar una 
actividad pública consistente en todo lo regulado por la normativa notarial, sin embargo no 
podríamos considerarlos como funcionarios públicos.  
 
Consideramos que la actividad notarial tiene que ver más con una profesión de corte 
económico liberal ya que el notario celebra contratos de prestación de servicios obligándose a 
realizar determinadas actividades concretas a favor de sus clientes, a cambio de una retribución 
económica, de igual forma como lo realiza cualquier otro profesional liberal (ingeniero, 
arquitecto, abogado, contador, etc.).  
 
La peculiaridad de su actividad radica en que sus servicios consisten en “dar fe y 
credibilidad de actos y contratos a los particulares que intervienen, lo que no pueden realizar 
ordinariamente otros profesionales, salvo el caso de los fedatarios”. 
  
Por lo tanto, no es un criterio descabellado considerar al notario como un empresario ya 
que en la práctica se comporta como tal. Como bien lo expone Ramón Cerdá “tienen unas cargas 
laborales importantes, y unos gastos fijos, semifijos y variables que corren por su cuenta por 
mucho que todo tenga que salir de los aranceles. Pero lo que más los clasifica como empresarios 
es el hecho de que deben desarrollar una labor comercial para captar y conservar clientes”.  
 
En la actualidad, muchas notarías poseen un considerable número de personal, contratan 
con otras empresas para el abastecimiento de los suministros que utilizan, poseen áreas destinadas 
a la administración y contabilidad, con locales que se van ampliando con el tiempo, con mayor 
cantidad de merchandising397, con páginas web muy avanzadas que poseen una diagramación de 
primera y una interfaz que algunas empresas, que posiblemente facturan más, envidiarían. Todas 
las características no difieren mucho del comportamiento de una empresa”, considerando que una 
notaría trata de buscar captación de clientes. Una característica esencial para calificar a una notaría 
como un ente empresarial son los aranceles notariales o los montos que cobran por sus servicios.  
 
Estos se regulan por libre competencia, por lo tanto, cada notaria determina libremente 
los montos a cobrar por sus servicios pero, a su vez, estos se regularán de acuerdo a la competencia 
del mercado. Como bien lo afirma Gunther Gonzales Barrón “el derecho del notario se centra en 
cobrar un honorario libremente establecido por los servicios que presta, pero en ningún caso esa 
retribución puede ser objeto de imposición corporativa”.  
 
El problema puntual con respecto a los altos costos notariales radica en el hecho que a 
pesar que los aranceles notariales se regulan por la libre competencia, existen ciertas 
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características con respecto a los agentes que brindan los servicios que imposibilitan una 
regulación eficiente de precios.  
 
Como todos sabemos la libre competencia se entiende como: “la libertad de elección tanto 
para el consumidor, como para el productor. La libre competencia genera incentivos para que las 
empresas obtengan una ventaja competitiva sobre otras mediante la reducción de costos y la 
superioridad técnica. Esto resulta en un aumento de la eficiencia de las empresas para producir, 
un incremento de la calidad del producto que se ofrece y una disminución de los precios que 
permite que una mayor cantidad de consumidores tenga acceso al mercado.”  
 
Como se puede observar en un sistema de libre competencia, las empresas compiten con 
sus rivales por la captación de clientes en la prestación de un servicio o bien similar, fenómeno 
que genera el mejoramiento de la calidad de precios en los bienes y servicios ofrecidos a los 
consumidores. Así para captar la preferencia del consumidor, las empresas trataran de mejorar 
sus productos y bajaran sus precios. Por lo tanto, la libre competencia se refleja en un mercado 
cuando los entes empresariales buscan captar la preferencia de los consumidores sin afectar a los 
demás participantes.  
Uno de los presupuestos para que exista una eficiente regulación de precios (hacerlos más 
bajos) y mejoramiento en la calidad de productos, es la inexistencia de barreras de entrada, con 
lo cual asegurar que nuevos competidores puedan ingresar al mercado a ofrecer sus productos, y 
por ende, dinamicen la competencia haciéndola más difícil.  
 
En el mercado notarial esto no sucede así, ya que el sistema notarial posee un número 
determinado, y además reducido, de plazas notariales para una población de casi 30 millones de 
personas. Este contexto sólo se puede acceder al puesto de notarios si hay consenso por parte del 
gremio o si existen plazas vacantes para ser ocupadas. Consecuentemente, si consideramos que 
los aranceles notariales deben estar regulados por la libre competencia se necesitaría una mayor 
cantidad de agentes competenciales en el mercado que brinden el mismo servicio para procurar 
un contexto de competencia eficiente, donde, en la lucha por buscar la preferencia de sus 
servicios, se genere una regulación de precios y una eficiente calidad del servicio. Con un número 
fijo y reducido o de competidores en el mercado de servicios notariales (número determinado de 
notarios), estamos ante un contexto anticompetitivo que perjudica los intereses de las personas 
que necesitan de la prestación de sus servicios y que no pueden sufragar costos excesivamente 
onerosos para la creación de un título inscribible que les permita acceder al registro en miras de 
la protección de sus derechos de propiedad.  
 
A diferencia de otros servicios de profesionales, cuyo número de agentes es mucho 
mayor405, los servicios del notario son indispensables para múltiples trámites y procesos legales. 
Cabe precisar que, en otros países el número de notarios es mucho más amplio. Por ejemplo en 
España, existe un sistema de notariado abierto (distinto al nuestro) y el número de notarios para 
este año se amplió a 3188 (para una población aproximada de 46 millones de habitantes406), lo 
cual consideramos un panorama mucho más razonable para que la libre competencia pueda tener 
resultados positivos en la regulación de precios y calidad del servicio.  
 
Con respecto a esto tema, existe una crítica muy puntual de parte del Instituto Libertad y 
Democracia ILD, para dicha institución el notariado posee características que generan obstáculos 
para el aprovechamiento económico de la propiedad. Para el Instituto Libertad y Democracia ILD 
“Los obstáculos impuestos por las cúpulas notariales, así como otras trabas del sistema legal 
peruano impiden que los pobres movilicen sus activos y les agreguen valor. Los altos costos de 
sus servicios, su omnipresencia en los repetidos trámites, los excesivos requisitos profesionales 
para ser notario, su número (limitado y cerrado), sus aranceles y cobranzas arbitrarias y su falta 
de responsabilidad por la veracidad del contenido de los actos que certifican, la distribución 
manipulada de oportunidades en el mismo gremio, sus cotos de caza y su mercado cautivo 
territorial hacen difícil que los pobres utilicen sus activos para generar riqueza”. 
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Como se puede desprender de las afirmaciones del ILD, los altos costos notariales es una 
de las la principales trabas que impide a los pobres proteger sus derechos de propiedad en base a 
la inscripción registral. Siendo pocos notarios quienes brindan un servicio tan específico en un 
mercado cuyos consumidores dependen de los servicios notariales para múltiples actos, los costos 
por servicios notariales también serán altos. Es por eso que el ILD habla sobre un mercado 
cautivo, ya que el mismo gremio de notarios tiene retenido o prisionero el mercado donde colocan 
sus servicios.  
 
Una modificación legal importante que elevó los costos de transacción y el acceso al 
registro de la propiedad fue la eliminación del uso del Formulario Registral4 firmado por 
Abogado o Notario. Este documento creado en 1988 por el Decreto Legislativo 495, que competía 
con la escritura pública como título inscribible de actos y contratos relacionados con predios 
formalizados e inscritos en el Registro Predial luego llamado Registro Predial Urbano y 
posteriormente unificado con otros registros de propiedad predial bajo el Registro de Predios, 
quedó sin vigencia a partir de junio del año 2004.  
En Junio del año 2002, se promulga la ley 27755, ley que crea el Registro de Predios a 
cargo de la SUNARP, y dispone en su artículo 7 que “todas las inscripciones se efectuarán por 
escritura pública o mediante formulario registral legalizado por Notario”. Este mandato 
imposibilitó que los formularios continúen siendo autorizados por abogados. A partir de la fecha 
indicada en la citada norma (Junio de 2004) “solamente” un Notario Público puede legalizar 
formularios registrales, y únicamente cuando el valor del inmueble es menor de 20 UIT. 
  
No obstante la disposición de la norma antes citada, el Colegio de Notarios inició en mayo 
del 2002 una acción de inconstitucionalidad contra los artículos 7º y 13º de la ley 27755, con el 
fin de lograr la eliminación del sistema de Formularios Registrales en el Perú.  
 
Frente a la acción de inconstitucionalidad antes citada, la Defensoría del Pueblo presentó 
un informe al Tribunal Constitucional en calidad de Amicus Curiae, en el cual se resalta la 
importancia de los Formularios Registrales y se afirma que la principal razón para su creación 
como título inscribible fue el alto costo que implicada la utilización de la escritura pública. Así se 
afirma que: “mientras que inscribir un título en base a una escritura pública implica costos que 
ascienden - de acuerdo a las estimaciones difundidas por el instituto de Libertad y Democracia - 
a un monto aproximado de S/. 518.00 Nuevos soles, hacer la misma inscripción utilizando un 
formulario registral solo demanda S/. 118.00 Nuevos soles”. 
 
La principal función de la utilización del formulario registral era, pues, la de abaratar 
costos de transacción en los procesos de inscripción de predios, y para la Defensoría del Pueblo, 
citando los estudios del ILD, era evidente la disminución del costo que el formulario registral 
representaba en la generación del título inscribible, en beneficio de los sectores más pobres.  
 
Según Nélida Palacios “El formulario registral es un documento que permite a personas 
de escasos recursos acceder al derecho de inscribir su propiedad quienes no están en condiciones 
de acudir a un notario para que se eleve el acto o contrato en el que participan a escritura pública”. 
Este sistema no sólo redujo los costos, permitiendo a más ciudadanos tener acceso a la inscripción 
registral, sino que confiere mayor responsabilidad al abogado o notario que los certifique, puesto 
que no se limita a verificar la identidad y capacidad de los contratantes y otorgar certeza de la 
fecha, sino que, por el contrario quienes firman el formulario registral deben responsabilizarse 
por la veracidad y la licitud del acto.  
 
2.4.22. Costos derivados de la participación del Registrador 
 
Según lo establecido por Ortiz Pasco, la finalidad práctica de la calificación registral 
subyace en dos aspectos (i) evitar el ingreso al archivo registral de documentos nulos, 
insuficientes y que no justifiquen conferirles efectos publicitarios, y (ii) cumplir con el principio 
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fundamental de la seguridad jurídica el cual equivale a lograr la mayor concordancia entre la 
realidad registral y la extra registral. Este acto presupone la evaluación de la documentación 
presentada por los usuarios, y por lo tanto, podríamos también considerar la calificación registral 
como “El acto de examinar los diversos aspectos del instrumento supuestamente inscribible 
sometidos a juicio del registrador, para decidir si el acto o contrato contenido en él puede tener 
acceso a los libros o bien si se debe denegar en la práctica del asiento”. 
 
La calificación es la parte más importante del procedimiento registral, ya que de esta 
depende si se publicita inscribiéndose el acto o no. García y García señala que, “la calificación 
consiste en el juicio de valor que hace el registrador con respecto a los documentos presentados 
para determinar si se adaptan o no a la legalidad del ordenamiento jurídico” Por otro lado, Pau 
Pedrón afirma que “la calificación es un presupuesto lógico de la eficacia del registro. La intensa 
eficacia del registro solo puede producirse por una previa calificación rigurosa”.  
 
Finalmente podríamos citar a Álvaro Delgado, quien afirma que “la calificación registral 
como tal no distingue ni asemeja un sistema del otro, sino que los convierte a todos en sistemas 
registrales de seguridad Jurídica, En consecuencia, lo que será diferente en uno u otro sistema 
registral serán los alcances y el rigor de la calificación registral, y ello si depende de los principios 
que cada uno de estos sistemas haya recogido, pero no la calificación registral considerada en sí 
mismo”. 
 
Como bien afirma el autor, la rigurosidad en la calificación registral dependerá de los 
principios registrales que la legislación de cada país haya recogido, limitando de alguna forma las 
decisiones (juicios de valor) que tomen los registradores para determinar si un título ingresa o no 
al registro.  
 
Debido a esto creemos necesario hacer un análisis de los resultados objetivos de las 
calificaciones registrales, determinando posibles contingencias que podrían ocasionar que un 
título sea inscrito, liquidado, observado o tachado. Con esto pretendemos obtener conclusiones 
acerca de los obstáculos que los administrados encuentran en la etapa de la calificación registral.  
Para realizar este análisis fue necesaria la creación de un padrón que muestre real y de manera 
actualizada la cantidad de títulos observados e inscritos, el contenido de las observaciones y la 
cantidad de títulos que son liquidados y tachados. 
 
2.4.23. Costos derivados de procedimientos ajenos al Registro 
 
Como bien los hemos definido estos procedimientos implican la tramitación de 
documentación ante otras instituciones estatales (distintas al Registro o a una notaría), que el 
usuario debe realizar con anterioridad a la presentación de la rogatoria registral, procedimientos 
constituyen requisitos necesarios para obtener el título inscribible que dará merito a la calificación 
del el registrador (principalmente contratos de compraventa).  
 
Todos estos “pretramites” necesarios se convierten en trabas a la inscripción registral ya 
que sus altos costos y complicados procesos para la tramitación desincentivan a los particulares a 
realizarlos y así no se obtiene la inscripción.  
 
Entre estos requisitos se encuentran el pago de tributos municipales y del gobierno central 
que las personas deben realizar como requisito previo indispensable para inscribir sus 





2.4.24. Análisis jurisprudencial del sistema de transferencia en el Perú 
 
Evidentemente, nuestra jurisprudencia respecto al tema de investigación es amplia - pero 
contradictoria - al momento de ser resuelta por nuestros honorables tribunales, por ello, en la 
presente investigación tomaremos en cuenta alguna de ellas (HINOSTROZA MINGUEZ, 2008) 
 
2.4.24.1. Casación N° 3671-2014 Lima (VII pleno casatorio) 
 
A.  Descripción 
 
En la Casación 3671-2014 LIMA de fecha 5 de noviembre de 2015, las Salas Civiles 
Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la Republica en un proceso de 
tercería de propiedad se pronuncian en la siguiente forma El recurso fue interpuesto por Mirian 
Ivonne Clavijo representada por Gloria Esther Hermida Clavijo contra la sentencia de vista de la 
Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima (10 de setiembre de 2014), que resolvió 
confirmar la sentencia de fecha 27 de diciembre de 2013, que declara fundada la demanda de 
tercería de propiedad.  
 
El recurso de casación se declara procedente por la causal contemplada en los artículos 
2012, 2013 y 2022 del Código Civil; se puede deducir de la resolución que la recurrente afirma:  
a) Que, respecto a lo establecido por el artículo 2012º del Código Civil, la Sala de mérito 
interpreta de manera errada la mencionada norma, por cuanto al haber operado la transferencia 
según lo dispuesto en el artículo 949 del Código Civil, al tercerista le asiste oponer su derecho, 
siempre y cuando haya sido inscrito su título en el Registro de Propiedad Inmueble.  
 
b) Que, en el caso de no ampararse los artículos 2012, 2013 y 2022 del Código Civil, se 
estaría resquebrajando su propia razón de ser, dándose lugar a la posibilidad de fraudes y 
quebrantamiento de la fuerza de los mandatos judiciales, en perjuicio de quien quiso cautelar su 
derecho debidamente.  
 
Los magistrados sostienen lo siguiente; En relación a la segunda parte del artículo 2022 
del Código Civil, señalan que es importante tener presente lo señalado en el artículo 949 del 
Código Civil, el cual regula el sistema de transferencia de la propiedad inmueble, precisando que: 
“La sola obligación de enajenar un inmueble determinado hace al acreedor propietario de él, salvo 
disposición legal diferente o pacto en contrario”. 
  
De acuerdo a esta norma, respecto a la propiedad en nuestro sistema jurídico se puede 
afirmar que esta se adquiere por el solo consentimiento de las partes contratantes (adquirente y 
transferente) y no necesariamente se exige la entrega de la posesión del bien, menos aún su 
inscripción en el Registro Público.  
 
En relación a los artículos 2012 y 2013 del Código Civil, señalan que la primera norma 
se refiere al principio de publicidad registral, en tanto que la segunda se refiere al principio de 
legitimación, estos preceptos, según estos magistrados, no resultan pertinentes para resolver dicho 
conflicto de derechos. Es notable la posición por los magistrados integrantes de esta casación, 
quienes consideran la inaplicabilidad del criterio registral, pues consideran que este conflicto no 
puede resolverse aplicando normativa registral.  
 
A respecto los magistrados precisan que: “este Colegiado Supremo comparte la 
preocupación acerca del alto índice de tercerías planteadas por medio de actos fraudulentos. 
Empero, como se explicó también, aunque la solución prevista por la norma diste de ser la más 
adecuada, el intérprete no puede alterar o proceder a plantear una interpretación que violente el 





Como se avía señalado anteriormente, el recurso fue interpuesto por Mirian Ivonne 
Clavijo representada por Gloria Esther Hermida Clavijo contra la sentencia de vista de la Quinta 
Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima (10 de setiembre de 2014), que resolvió 
confirmar la sentencia de fecha 27 de diciembre de 2013, que declara fundada la demanda de 
tercería de propiedad. La causal en que se sustenta el presente recurso son los artículos 2012, 2013 
y 2022 del Código Civil.  
 
Es importante resaltar lo siguiente:  
a) Respecto a la transferencia de la propiedad de un bien inmueble este Colegiado 
Supremo ha señalado que “Consideramos que la propiedad inmobiliaria no inscrita en nuestro 
país, no es una propiedad oculta, clandestina; simplemente es propiedad, de conformidad con el 
sistema de transmisión de la propiedad inmueble recogido en el artículo 949 del Código Civil, el 
cual solo exige el consentimiento de las partes contratantes, y como ya se acotó, no 
necesariamente se requiere la entrega de  posesión del bien ni la inscripción en el Registro Público, 
por lo que siendo esto así, se favorece la tesis de protección al derecho de propiedad frente al 
embargo”. 
 
De lo señalado se puede afirmar que los magistrados integrantes de las Salas Civiles 
Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la Republica, mantienen la posición 
adherida al modelo consensualista francés, en virtud del cual la propiedad sobre inmuebles se 
transmite al margen de la posesión y del registro.  
 
Esta posición de los magistrados si bien se diferencia del sistema título y modo español, 
que señala que el transmitente tenga que estar en posesión del inmueble, también se aleja del 
modelo alemán, en la medida en que para los fines de la transmisión de la propiedad no se requiere 
de su inscripción en el Registros Públicos.  
 
En esta casación materia de análisis se pone de manifiesto los criterios contradictorios 
adoptados por los magistrados anteriores al debate en el VII Pleno Casatorio, lo que evidencia 
actualmente a que el tema aún no está adecuadamente definido, existen en la actualidad posición 
aisladas, que necesitan ser resueltas, pues son los mismos magistrados quienes han manifestado 
la necesidad de adoptar cambios normativos para dar una mejor solución a este tema. 
  
A decir del considerando 7.7., señalan que: “Con relación a que la protección de la 
propiedad no inscrita atenta contra la finalidad de los registros públicos y facilita los actos de 
fraude, también se ha expuesto en esta resolución la necesidad de que se adopten cambios 
normativos para dar solución a este particular conflicto de derechos”. 
 
 




En la Casación Nº 2674-2003 AREQUIPA de fecha 24 de agosto de 2004, la Sala Civil 
Transitoria de la Corte Suprema en un proceso de tercería de propiedad se pronuncia sobre la 
causa Nº 2674-2003. 
 
El recurso fue interpuesto por Servi Autos S.A., contra la sentencia de vista de la Tercera 
Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Arequipa (de fecha 31 de enero de 2003), que 
resolvió revocar la sentencia Nº 130-2002 (del 1 de setiembre del 2002), que declaró infundada 
la demanda que reformándola, la declararon fundada y ordenaron la desafectación del inmueble 
ubicado en la avenida Bolognesi Nº 110 (Yanahuara), de propiedad de los demandantes.  
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El recurso de casación se declara procedente por la causal contemplada en el inciso 2º del 
artículo 386º del Código procesal civil por la inaplicación de los artículos 2012º y 2014º del 
Código civil; se puede deducir de la resolución que el recurrente afirma:  
 
a) Que no se ha aplicado lo establecido por el artículo 2012º del Código civil (que recoge 
los principios de publicidad y presunción jure et de jure), que ampara el derecho de la empresa 
recurrente y que rige los Registros Públicos.  
 
Del referido artículo se puede deducir que todos los miembros de la comunidad conocen 
y saben de los actos jurídicos registrados –valga la redundancia– en los Registros Públicos, y en 
base a ellos realizan sus actos en vida social, siendo así, la aplicación de esta norma determina 
que la empresa recurrente, actuó de acuerdo a lo que aparecía en el registro;  
b) Que se ha inaplicado el artículo 2014º del Código civil, que recoge el principio de la 
buena fe registral de quienes celebran actos jurídicos, al amparo de los antecedentes que obran en 
registros públicos, principio que es congruente con la necesidad de seguridad jurídica. En el caso 
objeto de análisis la empresa Servi autos afirma que su actuar fue de buena fe de acuerdo a la 
información que aparecía en el registro.  
 
Los magistrados en la parte considerativa de la resolución reiteran una fórmula ya 
implícita de nuestro sistema; la sola concurrencia de la voluntad de enajenar un bien inmueble 
mediante un documento cierto, hace al acreedor propietario del bien, la inscripción en los 
Registros Públicos solamente produce efectos declarativos mas no constitutivos del derecho 
mismo de propiedad, por lo que no se exige dicha inscripción para que la transferencia quede 
perfeccionada.  
 
Respecto a la interpretación del artículo 2014º el Tribunal supremo precisa que se refiere 
a los derechos adquiridos por terceros de buena fe y a título oneroso de quien aparece en el registro 
con facultades para otorgarlo, supuesto distinto al caso de la inscripción de la medida cautelar 
trabada por Servi Autos S. A.; pues en ésta no concurre la voluntad de los codemandados, y el 
conocimiento, respecto de la libre disposición que estos hayan tenido sobre dicho bien (sin que 
se afecte derechos de terceros) como es el caso de los demandantes; que si bien no cuentan con el 
amparo del principio de publicidad, han demostrado la adquisición del derecho de propiedad 
anterior al del embargo trabado.  
 
En lo relacionado con el principio estipulado en el artículo 2012º del Código civil 
(principio de prioridad), en la casación se explica que este se aplica cuando se trata de derechos 
inscritos de la misma naturaleza, en tal sentido dicho principio no rige cuando se tratan de 
derechos de distinta naturaleza; tal es el caso del crédito asegurado con embargo, ante el derecho 
real de propiedad adquirido por los demandantes, lo que se constata al concordar la norma citada 
con el segundo párrafo del artículo 2022º del Código civil, que establece una excepción al 
principio de prioridad; en tal sentido los magistrados recurren a una fórmula muy descriptiva y 
precisan que “en caso que concurran un derecho real con otro de naturaleza distinta, como es el 
caso del embargo, prevalece el derecho real, aun este no haya sido debidamente inscrito”.  
 
Valorados los considerandos anteriores y de conformidad con lo previsto por el artículo 
397º del Código procesal civil los jueces supremos declararon infundado el recurso de casación, 
interpuesto por Servi Autos S.A., en consecuencia, no casaron la sentencia de vista (del 31 de 
enero del 2003), condenaron a la recurrente al pago de las costas y costos del recurso, e impusieron 




La empresa Servi Autos S.A. interpone recurso de casación contra la Sentencia de vista 
expedida por la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, con la finalidad 
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de que la Sala Suprema declare nula esta resolución y, por consiguiente, se declare infundada la 
demanda de tercería. La causal en que sustenta su recurso es la inaplicación de los artículos 2012º 
y 2014º del Código procesal civil.  
 
Es interesante el análisis realizado por los magistrados supremos, por ello, se procura en 
las líneas siguientes abordar algunos de los temas que mayor atención generaron para la presente 
investigación.  
 
La Sala Suprema señala que “la sola concurrencia de la voluntad de enajenar un bien 
inmueble mediante un documento cierto, hace al acreedor propietario del bien”. Esta afirmación 
se puede interpretar de dos maneras; (i) La primera, es que la sola voluntad de enajenar un bien, 
o para ser más precisos, el solo acuerdo de voluntades transmite la propiedad; ello al parecer no 
reviste mayor discusión toda vez que así lo establece el artículo 949º del Código civil. (ii) La 
segunda interpretación se refiere a la frase “mediante un documento cierto”; de una interpretación 
literal de la frase entrecomillada en el párrafo anterior, se infiere que para la Sala, la transferencia 
de la propiedad inmobiliaria se produce no con el solo acuerdo de voluntades, sino que es 
necesario que el mismo conste en un documento de fecha cierta.  
 
Tal afirmación carecería de todo sustento jurídico, pues no existe norma, jurisprudencia 
ni doctrina que sostenga tal afirmación. Por lo que podría sugerirse que la casación ha querido 
referirse a lo dispuesto por el artículo 949º, esto es, que el contrato transfiere la propiedad, sin 
alguna formalidad adicional, como el documento de fecha cierta.  
La Sala señala más adelante que: “La inscripción en los Registros Públicos solamente produce 
efectos declarativos, mas no constitutivos del derecho mismo de propiedad, por lo que no se exige 
dicha inscripción para que la transferencia quede perfeccionada”. Respecto de este extremo, es 
acertada la precisión al ser consensual nuestro sistema de transferencia de propiedad inmobiliaria, 
la inscripción en el registro solo declara “algo” que para el Derecho ya se había constituido con 
anterioridad: el derecho de propiedad.  
 
El contrato transfiere la propiedad y no se requiere de algo más para que tal efecto se 
produzca; sin embargo, quien adquiere en estas condiciones, adquiere solo una propiedad relativa, 
es decir, su titular podrá oponerlo solo ante su vendedor (inter partes) y no frente a terceros 
(oponibilidad erga omnes); para que el derecho sea oponible será imperativo otorgarle un signo 
de publicidad, que, en el caso de bienes inmuebles, es la inscripción en el registro.  
 
Es fácil percibir que tener una propiedad relativa, es como no tener este derecho, pues 
una de las facultades que le dotan de importancia a la propiedad (como a todo derecho real) es su 
oponibilidad. Entonces de nada sirve que el artículo 949º diga que tengo un derecho llamado 
propiedad, si el mismo no me otorga la facultad de exclusión.  
Ahora bien, cuando en el escenario de la transferencia de propiedad, se presentan otros sujetos 
con derechos incompatibles sobre el mismo bien, la vigencia del artículo 949º pasa a un segundo 
plano, pues en este caso se aplican las reglas previstas para el concurso de acreedores (arts. 1135º 
y 1136º del Código civil). Una aplicación conjunta del 949º y de las normas sobre concurso de 
acreedores podría resultar contraria a la lógica. Este escenario descrito es el mismo en que se 
desenvuelve el caso bajo análisis, por lo que, hacer referencia al artículo 949º cuando estamos 
frente a un concurso de acreedores, es erróneo y es la imprecisión en la que incurrió la Sala. 
 
2.4.25. Desventajas del Sistema de Transferencia de la Propiedad Inmueble en 
nuestro ordenamiento civil peruano  
 
Cuando nos referimos a la transferencia de la propiedad inmobiliaria, es de aplicación el 
artículo 949 del Código Civil, que prevé que la sola obligación de enajenar un inmueble 
determinado hace al acreedor propietario de él, salvo disposición legal diferente o pacto en 
contrario; artículo debidamente concordado con el artículo 923 del mismo Código sustantivo que 
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define al derecho de propiedad como el poder jurídico que permite usar, disfrutar, disponer y 
reivindicar un bien; debiendo ejercerse en armonía con el interés social y dentro de los límites de 
la ley.  
El artículo 1529 del Código Civil expresa que por la compraventa el vendedor se obliga 
a transferir la propiedad de un bien al comprador y éste a pagar su precio en dinero. De acuerdo 
a esta definición, la compraventa presenta, entre otras, dos características que cabe resaltar en 
relación con el tema que nos ocupa: es un contrato obligacional en el que la traslación de dominio 
es una consecuencia del perfeccionamiento del contrato; y, es consensual, requiriendo solamente 
el consentimiento de las partes, existiendo libertad de forma.  
 
En consecuencia, por aplicación de los artículos 1529 y 949 del Código Civil, la 
transferencia de inmuebles por compraventa resulta siendo de carácter consensual; habiéndose 
adoptado la teoría espiritualista de procedencia francesa; siendo suficiente que entre vendedor y 
comprador exista un acuerdo respecto a los elementos esenciales de la compraventa, para que este 
último se convierta en propietario del bien inmueble, no requiriendo de formalidad alguna. Debido 
a ello la transferencia de la propiedad se produce en un solo momento: únicamente con el título -
la sola obligación de dar un inmueble determinado hace al acreedor propietario de él-; no 
existiendo como en otras legislaciones dos momentos (título y modo). Por tanto, la inscripción 
registral en el Registro de la Propiedad Inmueble, no es obligatoria, siendo declarativa más no 
constitutiva de derechos (excepto en el caso de la hipoteca en el que la inscripción sí es 
constitutiva).  
 
En este sentido la. Casación Nro. 415-99 (publicada en el Diario Oficial "El Peruano" el 
01-09-1999; Pág. 3409) expresa que la inscripción registral puede tener naturaleza declarativa o 
constitutiva; y que las inscripciones declarativas son las que no perfeccionan o modifican el acto 
jurídico materia de inscripción, pues lo único que hacen es reconocer una situación de derecho 
preexistente: siendo distinto el caso de la inscripción constitutiva y obligatoria, propia de los 
sistemas suizo, alemán y griego, pues en ellos, con la inscripción registral recién se perfecciona 
la transferencia de propiedad.  
 
Es menester expresar que el sistema de transferencia de propiedad peruano resulta ser así 
muy particular, pues en el caso de la transferencia de inmuebles se le ha llegado a calificar de 
“sistema clandestino de transferencia de propiedad”.  
 
Así, al promover, en el caso de los inmuebles, que la transferencia del derecho de 
propiedad quede perfeccionada con la formación del consentimiento, y que no sea necesaria la 
exteriorización de esta voluntad conjunta por ningún medio, como la posesión o la inscripción en 
el registro, el sistema peruano propicia la creación de problemas concretos para los potenciales 
adquirentes de este tipo de bienes, quienes deberán efectuar un estudio previo y exhaustivo de los 
antecedentes dominiales si no quieren ver su inversión perjudicada. Al respecto, el Dr. Víctor 
Endo Olascuaga, indica que “El sistema de transferencia de propiedad peruano al promover la 
realización de transacciones inmobiliarias ocultas, ocasiona problemas concretos a las personas 
que pretenden realizar inversiones inmobiliarias afrontando los riesgos de perder su inversión, a 
las entidades financieras que, para otorgar créditos, pretendan tomar una garantía hipotecaria 
asumiendo el riesgo de no poder ejecutar la garantía, o incluso a quienes para obtener el pago de 
una acreencia, logran anotar un embargo sobre los bienes inscritos de un deudor, sin saber que a 
pesar de la inscripción realizada, el Derecho no ampararía sus pretensiones.  
 
Estas son algunas consecuencias de la inexistencia de un inadecuado sistema de 
transferencia de propiedad que, al tolerar y proteger las transacciones ocultas, no hace sino 
desincentivar la publicidad registral generando altísimos costos no sólo a los directamente 
involucrados en los negocios inmobiliarios, sino a la sociedad en su conjunto.  
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2.4.26. Implicancias y ventajas de establecer un sistema constitutivo de transferencia 
de propiedad 
 
En una sociedad organizada y compleja como la nuestra en que día con día se realizan 
miles de negocios jurídicos a través de los cuales se da el traspaso de bienes inmuebles no es 
posible ni práctico dejar a la memoria de los interesados estos traspasos pues ello podría degenerar 
en un desorden de tal magnitud que en determinado periodo de tiempo no habría certeza ni 
seguridad jurídica acerca de cuáles son las propiedades de cada quien y cualquiera podría reclamar 
los bienes de otros.  
 
Por ello se hace necesario y obligatorio que en relación a los bienes inmuebles se dé su 
debida registración en el Registro Público de la Propiedad. Al darse la registración de un bien 
inmueble a favor de una persona esta aparecerá ante terceros como la legítima propietaria del bien 
inmueble con efectos erga onmes es decir efectos jurídicos que afectan a todos los miembros de 
la sociedad.  
 
Además, se garantizará a aquellos que deseen adquirir dicho bien inmueble de que quien 
les está vendiendo es realmente el propietario del bien. En otras palabras, la simple entrega del 
bien por parte de su propietario no implica por ese hecho de una publicidad que afecte a terceros, 
tal y como se hacía en la antigüedad.  
 
La certeza jurídica que el Registro proyecta sobre titularidades y gravámenes ha hecho 
disminuir los litigios. Y basta recordar que, por volver al sistema de clandestinidad con el 
documento privado en las titularidades y transmisiones, se han producido verdaderos escándalos 
financieros con perjuicios irreparables en la venta de pisos.  
 
2.4.27. Nuestra realidad social y la necesidad de establecer la inscripción constitutiva 
 
Es necesario referirnos tanto a la Inscripción Constitutiva, la misma que constituye un 
requisito indispensable para que la transferencia o constitución de un derecho real tenga lugar. 
Gracias a esta clase de inscripción, queda perfeccionada la transmisión o constituido el derecho 
real. Ejemplo de esta clase de inscripción es la hipoteca, pues si esta no es inscrita en el registro 
correspondiente, aunque haya sido elevada a Escritura pública, no existe la garantía real; como a 
la Inscripción Declarativa, la misma que consiste en publicar un cambio ya ocurrido, 
independientemente del registro. Para esta clase de inscripción, basta la existencia del título para 
la transmisión del derecho real. Reconoce la pre-existencia de los derechos reales, de los que se 
toma nota para su oportuna publicidad y demás efectos que establezca la ley.  
 
Muchos autores sostienen que todas las desventajas del Principio consensualístico 
podrían cortarse de raíz a través de la introducción de un Registro constitutivo, es decir, que la 
inscripción registral constituya el momento decisivo de la transferencia de propiedad; por tanto, 
antes de ello sólo estaríamos en presencia de un comprador con un título obligacional, pero no 
ante un propietario. Sin embargo, en la gran mayoría de los ordenamientos jurídicos nacionales, 
salvo en Alemania, Australia y en algunos otros pocos lugares, la inscripción no tiene carácter 
constitutivo. Ante ello, cabe preguntares: ¿Cuáles son las causas que impiden la introducción de 
un sistema teóricamente perfecto y, en su lugar se mantiene un sistema defectuoso? Un buen 
sector de la doctrina perteneciente a los ordenamientos jurídicos latinos (francés, italiano, 
español) formulan severas críticas a la rigidez germánica de la inscripción constitutiva, 
considerando que esta solución peca por exceso de formalismo y por ser contraria a la naturaleza 
de las cosas.  
Además, se deben tener en cuenta los problemas de organización del Registro, en tanto 
se trata de una entidad pública que debe mantener un adecuado funcionamiento para incorporar 
en unos libros todas las vicisitudes jurídicas de la riqueza territorial. Esta pretensión es muy difícil 
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de lograr y puede entrabar e impedir peligrosamente la consumación de un gran número de actos 
de intercambio patrimonial.  
 
Se han formulado muchas críticas al Sistema constitutivo, tales como, entre otros: a) El 
notario español López Burniol, que afirma que con éste la libertad civil no puede someterse a un 
“requisito administrativo” que pondría cortapisas al derecho de propiedad de los particulares, 
agregando que además que el comprador de un inmueble podría “quedar colgado” por falta de 
inscripción de un inmueble, aun cuando el requisito legal incumplido sea irrelevante o meramente 
formal, lo que conllevaría un grave riesgo para los adquirente que hubiesen pago el precio del 
bien, que gocen de la posesión física pero que no podrían llamarse propietarios por una sutileza 
jurídica contraria al principio de la autonomía de la voluntad; b) La práctica jurídica demuestra 
que un sistema excesivamente formal de ordenación y prueba de la propiedad, se enfrenta a un 
grave problema de coordinación con la realidad material, tanto en lo que se refiere a la prueba del 
derecho, como a la prueba de los lindes e identidad material de la finca; c) Hay que tener en cuenta 
el problema de la calificación registral, cuya rigurosidad dejaría muchas adquisiciones a medio 
camino. Carretero García afirma: “el rigorismo del principio de calificación en nuestro sistema 
unido a la inscripción constitutiva agravaría mucho la situación actual. No debe desconocerse que 
junto a titularidades perfectas son abundantísimas otras minus quam perfectas, que no obstante 
viven en espera de prescripciones sanatorias de vicios formales y aun formularios a las que, de 
momento de colocaría en penosa situación”; d) Gunther Gonzales Barrón se muestra contrario a 
la pretendida reforma (Introducción de un Registro Constitutivo), señala que es suficiente que el 
registro cuente con los efectos de inoponibilidad y fe pública, haciendo hincapié que éstos sean 
correctamente entendidos y destacando que ambos son planos distintos (y complementarios) de 
la protección registral.  
 
Con el presente trabajo y desde la óptica personal y análisis de la realidad que vivimos en 
nuestro país, podemos señalar que estamos a favor de que se implemente un sistema de 
transferencia de propiedad inmueble constitutivo; pero la transición a este sistema debe darse 
progresivamente, pues existe un número elevado de ciudadanos que desconocen el acceso al 
registro público, sumado a ello la propiedad inmueble en muchos de los lugares de nuestro Perú 
aún no se encuentra saneada, lo que dificulta inscribir un inmueble en el registro de predios; es 
por ello que se considera que aún no hemos podido pasar de un sistema declarativo a un 
constitutivo; y que en nuestra opinión el sistema constitutivo traería mayor seguridad jurídica y 
evitaría miles de conflictos que trae la transmisión de una propiedad, sin embargo como ya lo he 
mencionado tenemos un camino largo que se debe superar y tratar de llegar a que la transmisión 
de la propiedad de bienes inmuebles adquiera mayor certeza de legalidad con un sistema 
constitutivo que al igual que el declarativo no resulte muy engorroso, pues de lo contrario no 
cumpliría su función.  
 
2.5.  HIPOTESIS  
 
2.5.1. Hipótesis General 
 
Es conveniente establecer un sistema constitutivo de la propiedad porque 
garantizaría de manera total la seguridad jurídica de las transferencias de propiedad 
inmueble. 
2.5.2. Hipótesis Específicas 
 
H1. El actual sistema declarativo de la propiedad no garantizaría la seguridad 
jurídica en las transferencias de propiedad inmueble a diferencia de un sistema 
constitutivo. 
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H2. Si sería necesario un cambio normativo  en la legislación civil y registral 
con la finalidad de implementar un sistema constitutivo en la transferencia de propiedad 
inmueble garantizando así la seguridad jurídica. 
H3: La implementación de un sistema constitutivo en la transferencia de 
propiedad inmueble generaría oponibilidad frente a terceros y seguridad jurídica 
respecto al derecho de propiedad toda vez que con la aplicación del sistema declarativo 
no se otorga seguridad jurídica ni se salvaguarda el derecho de propiedad.  
H4. Los costos de implementación de un registro constitutivo si beneficiarían 
a la seguridad jurídica de las transferencias de propiedad inmueble en el Perú.
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Mixto; porque se busca explicar los motivos que hacen necesario un cambio 
normativo  en la legislación civil y registral con la finalidad de implementar un sistema 
constitutivo en la transferencia de propiedad inmueble garantizando así la seguridad jurídica, 
oponibilidad frente a terceros en caso de dobles ventas, y a través de encuestas, estadísticas, e 
informes comprobar que el actual sistema declarativo de la propiedad regulado en el artículo 
949 del código civil otorga deficiente salvaguarda del derecho de propiedad y seguridad jurídica 
en el tráfico inmobiliario actual. 
 
3.2. DISEÑO 
“El diseño es como un abordaje general que se utiliza en el proceso de investigación, 
es más flexible y abierto, y el curso de las acciones se rige por el campo, de este modo, el diseño 
se va ajustando a las condiciones del escenario y ambiente. (SALGADO LEVANO, 2007)” 
Por lo antes expuesto esta investigación posee un diseño descriptivo, ya que se 
analizará y determinará como es que la seguridad jurídica de los contratantes en el Perú se ve 
afectada por la contradicción entre el Consensualismo de los contratos de compraventa de bienes 
inmuebles contenido en el artículo  949 del código Civil y el contenido del artículo 1135 del 
mismo cuerpo normativo, pues de esta manera se respalda la propiedad “relativa”, no 
asegurando la exclusión total del derecho de propiedad y oponibilidad del mismo frente a 
terceros, caracteres que, son esenciales del derecho de propiedad para ser considerado un 
derecho absoluto.  Además esta investigación se basará en un Diseño Documental, el cual 
consiste en un proceso basado en la búsqueda, recuperación, análisis, crítica e interpretación de 
datos secundarios, es decir, los obtenidos y registrados por otros investigadores en fuentes 
documentales como son: impresas, audiovisuales o electrónicas. 
3.3.  NIVEL 
 
(SANCHEZ CARLESSI & REYES MEZA, 2006) Indica que “El nivel descriptivo 
– correlacional, mide y evalúa con precisión el grado de relacion que existe entre dos conceptos 
o variables; la utilidad de este nivel radica en en que se puede saber como se comporta una 
variable conociendo el comportamiento de otra (pág. 26)” 
Por tanto la presente investigación es de carácter descriptivo. El carácter descriptivo 
nos ayudará a recopilar y estudiar la información sobre el actual sistema declarativo de 
transferencia, así como también el sistema constitutivo de transferencia de la propiedad, tanto 
en la doctrina, jurisprudencia, como en la legislación. Por otro lado, el carácter correlacional 
nos permitirá  determinar con cuál de los dos sistemas se garantizaría mejor la seguridad jurídica 
en las trasferencias de bienes inmuebles.  
3.4. TIPO  
 
La presente investigación será una de tipo no experimental y transversal, porque 
permitirá recolectan información en un solo momento. Siendo su propósito describir variables 





3.5.  SUJETOS DE LA INVESTIGACIÓN 
La población que se tomó como muestra para la presente investigación son los 
registradores, abogados, jueces y público en general de Piura. 
3.6. MÉTODO 
3.6.1. Analítico: pues, se divide intelectualmente el objeto de estudio para examinar y 
entender cada una de sus partes.  
3.6.2. Inductivo: Este método va lo particular a lo general; es decir analizado de forma 
independiente cada una de las partes del trabajo de investigación, se obtendrá de forma 
global, que es conveniente para la seguridad jurídica de las transferencias de propiedad 
inmueble la implementación de un registro constitutivo de la propiedad. 
 
3.6.3. Método Histórico: A través del cual indagaremos el origen de nuestro sistema de 
transferencia de la propiedad y como es que se ha venido garantizando la seguridad 
jurídica desde su carácter meramente consensual; de esa manera demostraremos la 
importancia de implementar un cambio normativo a nivel civil y registral 
estableciendo el sistema constitutivo como sistema de transferencia de la propiedad 
en el Perú.    
 
3.6.4. Método Dogmático: En la elaboración de esta investigación se utilizará doctrina 
jurídica sobre los sistemas de transferencia de la propiedad (declarativo y 
constitutivo), la seguridad jurídica, el registro, el contrato de compraventa; conforme 
a lo regulado en el Código Civil en específico los libros de reales, obligaciones, acto 
jurídico y registral. Se realizará un estudio sobre la doctrina encontrada con la 
finalidad de realizar análisis e inducción, en mérito a la doctrina de autores nacionales 
e internacionales. 
 
3.7. FUENTES, TÉCNICAS, E INSTRUMENTOS PARA RECOLECCIÓN 
DE INFORMACIÓN 
 
3.7.1. Fuentes Directas: Código Civil, Reglamento de Registros Públicos, Compendio de 
reglamentos de carácter Registral, Doctrina, artículos jurídicos, publicados en Gaceta 
Jurídica, Actualidad Jurídica, Libros especializados, internet, notas periodísticas, 
entrevistas, entre otros. 
 
3.7.2. Técnicas: La técnica a emplearse será aquella que privilegie los documentos, a fin 
de analizar minuciosamente la información doctrinaria y legislativa sobre el tema 
objeto de investigación, las técnicas a emplearse son las siguientes: 
 
Fichaje: A través del fichaje bibliográfico se compilará todo lo que se ha escrito 
directa o indirectamente sobre el etiquetado de productos, sus críticas y defensas, 
llegando a tener una postura respecto a la investigación. 
 
Recolección y Análisis de datos: por medio de esta técnica se analizará 
minuciosamente la información doctrinaria y legislativa sobre el tema objeto de 
nuestra investigación. 
Procesamiento de información: La información se procesará de acuerdo a los 
logros obtenidos mediante las técnicas, fuentes e instrumentos empleados para la 
recolección de la información. 
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Análisis y presentación de datos y resultados: Los datos obtenidos se analizaran 











































3.8.  ASPECTOS ÉTICOS 
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CAPÍTULO IV: RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
 
4.1. RESULTADOS.-  
 
Después del desarrollo de los capítulos precedentes, en el presente capítulo se analizará 
todos los resultados de la información brindada obtenida para luego contrastar con las hipótesis 
de la presente investigación. 
 
Para determinar los beneficios de un registro constitutivo en la transferencia de propiedad 
inmueble para el logro de la seguridad jurídica, constituyendo el objetivo de la investigación. Se 
aplicaron dos instrumentos sobre las variables involucradas en la investigación; un cuestionario 
y una guía de entrevista,  aplicada a 70  operadores jurídicos entre Jueces, Registradores y 
abogados, así como a 130 personas del público en general, que se encontraban en los 
establecimientos de Registros Públicos, Notarias, Juzgados, etc.; así mismo el análisis muestral 
en la presente investigación estuvo constituida por documentales tales como la doctrina, la 
jurisprudencia y la normatividad referente a la transferencia de la propiedad inmueble en relación 
a la garantía y certidumbre jurídica en el Derecho Civil Peruano. 
 
 Es necesario precisar que siendo una investigación dogmática, donde no se requiere 
trabajar con datos empíricos, toda vez que el objeto de investigación está centrado en una 
institución jurídica, y lo que se busca es estudiarlo a la luz de las fuentes formales del derecho, se 
vio conveniente incluir este trabajo empírico para poder demostrar la ocurrencia del problema en 
la realidad, sin que ello significa desnaturalizar el tipo de investigación que se ha realizado.  
 
Tabla 1.-  Características generales de los Jueces, Registradores, Abogados 
y público general. 
 
CARACTERISTICA . NUMERO % 
SEXO FEMENINO  107 53.5% 
  MASCULINO 93 46.5% 
TOTAL   200 100.0% 
CARACTERISTICA . NUMERO % 
EDAD DE 18 A 29 AÑOS 12 6.0% 
  DE 30 A 39 AÑOS 17 8.5% 
  DE 40 A 49 AÑOS 44 22.0% 
  DE 50 A 59 AÑOS 22 11.0% 
  DE 60 AÑOS A MAS 5 2.5% 
TOTAL   200 100.0% 
CARACTERISTICA . NUMERO % 
 OTROS  JUEZ 20 10.0% 
  REGISTRADOR 20 10.0% 
  ABOGADO 30 15.0% 
  PUBLICO EN GENERAL 130 65.0% 
TOTAL   200 100.0% 




La tabla 1 nos indica que el estudio incluyó una muestra de 200 personas entre Jueces, 
Registradores, Abogados y público en general, de los cuales el 53.5 % son de sexo femenino y el 
46.5 % de sexo masculino. La muestra incluye Jueces, Registradores, Abogados y público en 
general cuyas edades son igual a 18 años y menor igual a 70; el 6.0 % tiene de 18 a 29 años de 
edad, el  8.5 %  tiene de 30 a 39 años; otro 22.0 % tiene de 40 a 49 años, el 11.0 % tiene de 50 a 
59 años y el 2.5 % tiene de 60 años a más. El mayor número de encuestados fueron personas del 
público en general con un 65%, seguido se los abogados que son el 15.0 %, así mismo los jueces 
y registradores abarcan el 10.0 % cada uno del total de encuestados.  
 
4.1.1. Encuesta Jueces 
 
Tabla 2.- Percepción de los jueces sobre la conveniencia de implementar un sistema 
registral constitutivo en las transferencias de bienes inmuebles para contribuir a la 
seguridad jurídica del derecho de propiedad 
 





Fuente: entrevista aplicada a Jueces 
 
 
La tabla 2 y el Gráfico 2, nos indica que en cuanto a la Percepción que tienen los Jueces 
sobre la conveniencia de implementar un sistema registral constitutivo en las transferencias de 
0 2 4 6 8 10 12 14
SI CONTRIBUYE A LA
SEGURIDAD JURIDICA
NO CONTRIBUYE A LA
SEGURIDAD JURIDICA
SI CONTRIBUYE A LA
SEGURIDAD JURIDICA
NO CONTRIBUYE A LA
SEGURIDAD JURIDICA
NUMERO DE JUECES 13 7
RESPUESTA NUMERO DE JUECES % 
SI CONTRIBUYE A LA SEGURIDAD 
JURIDICA 13 65.0% 
NO CONTRIBUYE A LA SEGURIDAD 
JURIDICA  7 35.0% 
TOTAL 20 100.0% 
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bienes inmuebles para contribuir a la seguridad jurídica del derecho de propiedad, solo el 35.0% 
o 7 de los Jueces entrevistados considera que el establecimiento de un sistema registral 
constitutivo en las transferencias de bienes inmuebles no contribuiría a la seguridad jurídica del 
derecho de propiedad, mientras que el 65.0 % o 13 de los Jueces entrevistados consideran que el 
establecimiento de un sistema registral constitutivo en las transferencias de bienes inmuebles si 




El estudio deja en evidencia que lo que se pretende con el establecimiento de este sistema 
es evitar que se produzcan transferencias fraudulentas o simuladas para afectar los intereses de 
los legítimos compradores como ocurre en la actualidad y que se generen procesos judiciales por 
actos de mala fe.  Así mismo se garantizaría que el acto de transferencia tenga la publicidad 
necesaria y así evitar simulaciones en el  tráfico comercial.  
 
 
Tabla 3.- Percepción de los jueces sobre la seguridad jurídica a las transferencias 
de propiedad inmueble que otorga el artículo 949 del Código Civil  
 
RESPUESTA NUMERO DE JUECES % 
SI OTORGA SEGURIDAD JURIDICA 4 20.0% 
NO OTORGA SEGURIDAD 
JURIDICA  16 80.0% 
TOTAL 20 100.0% 




Fuente: entrevista aplicada a Jueces 
 
La tabla 3 y el Gráfico 3, nos indica que en cuanto a la Percepción que tienen los Jueces 
sobre la seguridad jurídica a las transferencias de propiedad inmueble que otorga el artículo 949 









NUMERO DE JUECES 4 16
 96 
del Código Civil, solo el 20.0% o 4 de los Jueces entrevistados considera que si otorga seguridad 
jurídica a las transferencias de propiedad inmueble con lo prescrito en el artículo 949 del Código 
Civil vigente, mientras que el 80.0 % o 16 de los Jueces entrevistados considera que no otorga 
seguridad jurídica a las transferencias de propiedad inmueble lo prescrito en el artículo 949 del 




Del estudio se desprende que la mayoría de los jueces consideran que lo prescrito en el 
artículo 949 del código civil no garantiza la seguridad jurídica en la transferencia de la propiedad 
inmueble, por tanto se va a generar mayor controversia judicial; así mismo existe la posibilidad 
de que se utilice este tipo de transferencias para evadir a los acreedores que actúan de buena fe, 
ya que al asumir la propiedad por intercambio de voluntades esta obligación de inscribir en el 
registro se presta para realizar actos fraudulentos o simulados.  
 
Tabla 4.- Percepción de los jueces sobre sobre la carga procesal de establecerse un 
sistema constitutivo de transferencia de la propiedad inmueble 
 
RESPUESTAS NUMERO DE JUECES % 
SI DISMINUYE LA CARGA DEL PJ 17 85.00% 
NO DISMINUYE LA CARGA DEL 
PJ 3 15.00% 
TOTAL 20 100.00% 




















Fuente: entrevista aplicada a Jueces 
 
La tabla 4 y el Gráfico 4, nos indica que en cuanto a la Percepción que tienen los Jueces 
sobre la seguridad jurídica a las transferencias de propiedad inmueble que otorga el artículo 949 
del Código Civil, solo el 20.0% o 4 de los Jueces entrevistados considera que si otorga seguridad 









NUMERO DE JUECES 17 3
 97 
jurídica a las transferencias de propiedad inmueble con lo prescrito en el artículo 949 del Código 
Civil vigente, mientras que el 80.0 % o 16 de los Jueces entrevistados considera que no otorga 
seguridad jurídica a las transferencias de propiedad inmueble lo prescrito en el artículo 949 del 




Del estudio se desprende que la mayor parte de los jueces consideran que el artículo 949 del 
código civil vigente no garantiza la seguridad jurídica  en las transferencias de propiedad 
inmueble porque existe la posibilidad de que se utilice este tipo de transferencia para eludir a 
acreedores que actúan de buena fe ya que al adquirir la propiedad por intercambio de voluntades 
no existe la obligación de acudir al registro por tanto ello se presta para realizar actos fraudulentos 
o simulados.  
 
Tabla  5.- Percepción de los Jueces sobre la carga Procesal de establecerse un sistema 
constitutivo de transferencia de la propiedad inmueble 
 
RESPUESTAS NUMERO DE JUECES % 
SI DISMINUIRIA LA CARGA 
PROCESAL 17 85.00% 
NO DISMINUIRIA LA CARGA 
PROCESAL 3 15.00% 
TOTAL 20 100.00% 












Fuente: entrevista aplicada a Jueces 
 
La tabla 5 y el Gráfico 5, nos indica que en cuanto a la Percepción que tienen los  jueces 
sobre la carga procesal de establecerse un sistema constitutivo de transferencia de la propiedad 
inmueble, el 85.0 % o 17 de los jueces entrevistados consideran si disminuiría la carga procesal 









NUMERO DE JUECES 17 3
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en el Poder Judicial de establecerse un sistema constitutivo de transferencia de la propiedad 
inmueble, y el 15.00 % o 3 de los jueces entrevistados consideran no disminuiría la carga Procesal 





El estudio deja en evidencia que  la mayoría de los jueces consideran que de establecerse 
un sistema constitutivo de transferencia de propiedad inmueble en el Perú disminuiría la carga 
procesal con la que hasta ahora lidia el Poder Judicial, procesos tan abundantes como las dobles 
ventas, tercerías de propiedad, mejor derecho de propiedad entre otros, todo ello debido a que 
ahora sería obligatorio acudir al registro para poder concluir satisfactoriamente el proceso de 
transferencia, y por otro lado tenemos a un menor número de jueces pero no poco significativo, 
que considera que no disminuiría de forma considerable la carga procesal que soporta el Poder 
Judicial si se estableciera el sistema constitutivo de transferencia de propiedad.  
 
Tabla  6.- Percepción de los Jueces sobre la necesidad de una reforma legislativa 
para solucionar el problema de la doble venta  
 
 
RESPUESTA NUMERO DE JUECES % 
SI ES NECESARIA UNA REFORMA 15 75.00% 
NO ES NECESARIA UNA 
REFORMA 5 25.00% 
TOTAL 20 100.00% 
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Fuente: entrevista aplicada a Jueces 
 
 
La tabla 6 y el Gráfico 6, nos indica que en cuanto a la Percepción que tienen los  jueces 
sobre la necesidad de una reforma legislativa para solucionar el problema de la doble venta, el 
75.0 % o 15 de los jueces entrevistados consideran que si es necesaria una reforma legislativa 
para solucionar el problema de la doble venta, y el 25.00 % o 5 de los jueces entrevistados 




El estudio deja en evidencia que la mayoría de los jueces entrevistados considera que la reforma 
legislativa es necesaria en el código civil  para poder dar solución a problemas de doble venta que 
vienen aconteciendo, como consecuencia de no inscribir las transferencias de un inmueble en el 
registro correspondiente dado que nuestro sistema tiene como base el simple consenso, causando 
ello a su vez conflictos que finalmente terminan dilucidándose en el poder Judicial, en largos 
procesos y muchas veces en deterioro de los compradores que no inscribieron; así mismo nos 
demuestra que la minoría considera que no es necesaria la reforma legislativa, para evitar las 
dobles ventas.   
 
 
4.1.2. Encuesta Registradores.- 
Tabla  7.-  Percepción de los registradores sobre la conveniencia de implementar un 
sistema registral constitutivo en las transferencias de bienes inmuebles para 






SI CONTRIBUYE A LA SEGURIDAD 
JURIDICA 14 70.0% 
NO CONTRIBUYE A LA SEGURIDAD 

























Fuente: entrevista aplicada a Registradores Públicos 
 
La tabla 7 y el Gráfico 7, nos india que en cuanto a la Percepción que tienen los 
Registradores Públicos sobre la conveniencia de implementar un sistema registral constitutivo en 
las transferencias de bienes inmuebles para contribuir a la seguridad jurídica del derecho de 
propiedad, solo el 30.0 % o 6 de los Registradores Públicos entrevistados considera que el 
establecimiento de un sistema registral constitutivo en las transferencias de bienes inmuebles no 
contribuiría a la seguridad jurídica del derecho de propiedad, mientras que el 70.0 % o 14 de los 
Registradores Públicos entrevistados consideran que el establecimiento de un sistema registral 
constitutivo en las transferencias de bienes inmuebles si contribuirían a la seguridad jurídica del 





El sistema constitutivo implica un mayor control en la validez y eficacia del proceso de 
transferencia del derecho de propiedad inmueble. Por tanto el estudio deja en evidencia que al 
establecerse un sistema constitutivo se generaría  mayor seguridad jurídica para los contratantes 
y para la ciudadanía en general, dado que permitiría una calificación registral más efectiva por la 
necesaria vinculación entre el análisis jurídico y la información gráfica catastral, evitando los 
errores o inexactitudes que son las que genera la inseguridad jurídica.  
Su aplicación sin embargo, requiere de algunos presupuestos indispensables que 
asegurarán el éxito de este sistema, como son primero; la elaboración y puesta en marcha de un 
catastro moderno y eficiente que evite o reduzca al máximo las inexactitudes en la medición de 
la tierra y, segundo; el fortalecimiento del sistema registral que permita una eficiente y oportuna 
calificación coadyuvando a un tráfico inmobiliario rápido y seguro.  
En contraposición al sistema facultativo vigente, basado en la transferencia del derecho 
de propiedad inmueble por el mero consenso, el sistema constitutivo sería más seguro 
jurídicamente hablando más seguro; la precariedad formal del mero consenso es ciertamente 
incompatible, no solo con las exigencias de un sistema constitutivo, sino con el propio sistema 
facultativo vigente (recordemos que el acceso al registro se da a través d un título auténtico que 
por regla general debe ser un instrumento público, cuya obtención es costosa para la mayoría de 
personas), lo cual genera un alto porcentaje de actos de transferencia de propiedad inmueble no 
inscritas que calzan precisamente con el actual sistema facultativo en el que, como sabemos, no 
se exige la inscripción para adquirir el derecho de propiedad inmueble. La idea de implantar el 
sistema constitutivo es que teniendo un catastro moderno y bien implementado haga más rápidas 
y seguras las transferencias a través del registro de predios y no a espaldas del mismo.  
0 2 4 6 8 10 12 14
SI CONTRIBUYE A LA
SEGURIDAD JURIDICA
NO CONTRIBUYE A LA
SEGURIDAD JURIDICA
SI CONTRIBUYE A LA
SEGURIDAD JURIDICA
NO CONTRIBUYE A LA
SEGURIDAD JURIDICA
NUMERO DE JUECES 13 7
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Tabla  8.-   Percepción de los registradores sobre la seguridad jurídica y oponibilidad 




Fuente: entrevista aplicada a Registradores Públicos 
 
Gráfico 8.-  
 
Fuente: entrevista aplicada a Registradores Públicos 
 
La tabla 8 y el Gráfico 8, nos india que en cuanto a la Percepción que tienen los 
Registradores Públicos sobre sobre la seguridad jurídica y oponibilidad frente a terceros  del 
derecho de propiedad que se genera con el actual sistema declarativo de transferencia, solo el 40.0 
% u 8 de los Registradores Públicos entrevistados considera que el actual sistema declarativo de 
transferencia si genera seguridad jurídica y oponibilidad frente a terceros del derecho de 
propiedad, mientras que el 60.0 % o 12 de los Registradores Públicos entrevistados consideran 
que el actual sistema declarativo de transferencia no genera seguridad jurídica y oponibilidad 







SI OTORGA SEGURIDAD JURIDICA Y 
OPONIBILIDAD 8 40.00% 
NO OTORGA SEGURIDAD JURIDICA Y 
OPONIBILIDAD 12 60.00% 
TOTAL 20 100.0% 

















En cuanto a la percepción que tiene los registradores sobre el sistema consensual: esta  
funciona pero deja mucho que desear en el aseguramiento definitivo del derecho de propiedad 
sobre los predios (oponibilidad ante terceros y seguridad jurídica), es un sistema muy flexible 
para la transferencia del derecho en mención y brinda poca seguridad jurídica al adquiriente del 
mismo en la medida que prioriza la dinámica del mercado frente a la seguridad jurídica estática 
de los derechos adquiridos. Hasta hace poco años, resultaba muy fácil burlar la seguridad jurídica 
que otorgaba el sistema actual a juzgar de los innumerables casos de fraude inmobiliario 
acontecido a nivel nacional; ello, se ha frenado en gran medida con los mecanismos de seguridad 
introducidos por la ley 30313 y el decreto legislativo 1232, no solucionando definitivamente el 
problema, subsistiendo además el mecanismo de la usucapión que permite despojar de su derecho 




Tabla  9.-   Percepción de los registradores sobre la confianza que desarrollaría 
SUNARP de implementarse un sistema constitutivo de transferencia de la propiedad 
inmueble 
  
RESPUESTAS NUMERO DE REGISTRADORES % 
SI AUMENTARIA LA CONFIANZA EN 
SUNARP 16 80.00% 
NO AUMENTARIA LA CONFINZA EN 
SUNARP 4 20.00% 
TOTAL 20 100.00% 






















Fuente: entrevista aplicada a Registradores Públicos 
 
 













La tabla 9 y el Gráfico 9, nos india que en cuanto a la Percepción de Registradores 
Públicos sobre la confianza que desarrollaría SUNARP de implementarse un sistema constitutivo 
de transferencia de la propiedad inmueble, solo el 20.0 % o 4 de los Registradores Públicos 
entrevistados consideran que de implementarse un sistema constitutivo de transferencia de la 
propiedad inmueble no aumentaría la confianza a la información que emite SUNARP en la 
actualidad , mientras que el 60.0 % o 12 de los Registradores Públicos entrevistados consideran 
que de implementarse un sistema constitutivo de transferencia de la propiedad inmueble si 





El estudio deja en evidencia que si se estableciera un registro constitutivo de transferencia 
de la propiedad inmueble la confianza de la población en SUNARP aumentaría sustantivamente, 
para ello es necesario asumir retos previos como el mejoramiento del catastro, así como el 
mejoramiento de los procesos internos de SUNARP, infraestructura física, tecnológica e 
informática; así mismo la calificación registral tendría competencia nacional. 
 
Tabla  10.- Percepción de los registradores sobre la carga registral de establecerse 
un sistema constitutivo de transferencia de la propiedad inmueble 
 
 
RESPUESTAS NUMERO DE REGISTRADORES % 
SI AUMENTARIA LA CARGA DE 
SUNARP 20 100.00% 
NO AUMENTARIA LA CARGA DE 
SUNARP 0 0.00% 
TOTAL 20 100.00% 
Fuente: entrevista aplicada a Registradores Públicos 
 












Fuente: entrevista aplicada a Registradores Públicos 














La tabla 10 y el Gráfico 10, nos indica que en cuanto a la Percepción que tienen los  
Registradores Públicos sobre la carga registral de establecerse un sistema constitutivo de 
transferencia de la propiedad inmueble, el 100.0 % o 20 de los Registradores Públicos 
entrevistados consideran si aumentaría la carga registral en SUNARP de establecerse un sistema 
constitutivo de transferencia de la propiedad inmueble, y el 0.00 % de los Registradores Públicos 
entrevistados consideran no aumentaría la carga registral en SUNARP de establecerse un sistema 




El estudio deja en evidencia que los Registradores Públicos al encontrarse inmersos en el 
contexto de transferencia de propiedad inmueble, consideran que si se estableciera un registro 
constitutivo de transferencia de propiedad inmueble en el Perú, la carga que hasta ahora soporta 
SUNARP aumentaría drásticamente dado que la inscripción sería el único método seguro de 
realizar una transferencia de inmuebles. Los sujetos acudirían a esta institución en busca de 
seguridad jurídica para las partes contratantes y para la ciudadanía en general, pero ello traería 
consigo como todo cambio cuestiones en contra como son la demora en las transferencias, frenos 
al mercado inmobiliario y a la inversión nacional y extranjera.  
 
4.1.3. Encuesta Abogados.-  
  
Tabla  11.- Percepción de los Abogados sobre la conveniencia de implementar un 
sistema constitutivo en las transferencias de bienes inmuebles para la protección del 
derecho de propiedad 
 
RESPUESTA NUMERO DE ABOGADOS % 
SI PROTEGE EL DERECHO DE 
PROPIEDAD 19 63.33% 
NO PROTEGE EL DERECHO DE 
PROPIEDAD 11 23.67% 
TOTAL 30 100.0% 







Gráfico 11.-  
 
 
Fuente: entrevista aplicada a Abogados 
 
La tabla 11 y el Gráfico 11; nos indica que en cuanto a la Percepción que tienen los  
Abogados entrevistados  sobre la conveniencia de implementar un sistema  constitutivo en las 
transferencias de bienes inmuebles para la protección del derecho de propiedad, solo el 23.67% u 
11 de los Abogados entrevistados considera que el establecimiento de un sistema constitutivo en 
las transferencias de bienes inmuebles no protegería el derecho de propiedad, mientras que el 
63.33% o 19 de los Abogados entrevistados consideran que el establecimiento de un sistema 




El estudio hace evidenciar que, el sistema constitutivo implica mayor control en la validez 
y eficacia del proceso de transferencia del derecho de propiedad, y desde nuestra óptica, generaría 
una mayor seguridad jurídica para las partes contratantes y para la ciudadanía en general. Su 
aplicación, sin embargo requiere de algunos presupuestos indispensables como el catastro y una 
institución registral fuerte que permita atender la demandad de transferencias de la población, lo 
cual aún está por implementar.  
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Tabla  12.- Percepción de los Abogados sobre las consecuencia inmediatas del 
establecimiento de un sistema constitutivo de transferencia de la propiedad 
inmueble  
 
RESPUESTA NUMERO DE ABOGADOS % 
CONSECUENCIAS POSTIVAS 23 76.67% 
CONSECUENCIAS 
NEGATIVAS  7 23.33% 
TOTAL 30 100.0% 




Fuente: entrevista aplicada a Abogados 
 
La tabla 12 y el Gráfico 12; nos india que en cuanto a la Percepción que tienen los  
Abogados entrevistados sobre las consecuencia inmediatas del establecimiento de un sistema 
constitutivo de transferencia de la propiedad inmueble, solo el 23.33% o 7 de los Abogados 
entrevistados considera que son positivas las consecuencia inmediatas del establecimiento de un 
sistema constitutivo de transferencia de la propiedad inmueble, mientras que el 76.67% o 23 de 
los Abogados entrevistados consideran que  son negativas las consecuencia inmediatas del 





El estudio nos muestra que en el contexto de los abogados, están los que se inclina por 
considerar que las consecuencias del establecimiento de un sistema constitutivo en la 
transferencia de propiedad inmueble son positivas; y  mencionan a las siguientes: reducción de 
los costos de transacción generados al momento de identificar al titular del bien cuando se realiza 
una compraventa, logro de un fluido tráfico de bienes en el mercado, el registro de este tipo de 
bienes evita los costos generados en la posesión, etc.  
Así mismo por el otro lado, se encuentran los abogados que consideran que las 
consecuencias inmediatas consecuencias del establecimiento de un sistema constitutivo en la 













transferencia de propiedad inmueble serían negativas; y mencionan a las siguientes: las  
transferencias del derecho de propiedad sobre bienes inmuebles demoraría más, se frenaría el 
mercado inmobiliario, se afectaría la inversión extranjera y nacional, etc.  
 
Tabla  13.-   Percepción de los Abogados  sobre la eficiencia del actual sistema 
declarativo de transferencia de propiedad inmueble para la protección de los 
terceros adquirientes de buena fe  
 






Fuente: entrevista aplicada a Abogados 
 
La tabla 13 y el Gráfico 13; nos indica que en cuanto a la Percepción que tienen los  
Abogados entrevistados sobre sobre la eficiencia del actual sistema declarativo de transferencia 
de propiedad inmueble para la protección de los terceros adquirientes de buena fe ,  el 40.00 % o 
12 de los Abogados entrevistados consideran que si se protege a los terceros adquirientes de buena 
fe con el actual sistema declarativo de transferencia de propiedad inmueble , mientras que el 60.00 
% o 18 de los Abogados entrevistados consideran que no se protege a los terceros adquirientes de 




Del estudio evidenciamos que la mayoría de los abogados considera que el sistema 
consensual vigente en la actualidad en nuestro país, a la percepción de los abogados, no otorga la 
seguridad jurídica, debido a ello solo se alcanza en determinados supuestos en los que se cumple 
con el requisito de la adquisición a  título oneroso, con buena fe y que en su caso haya sido a la 
vez inscrito; mientras que un porcentaje menor considera lo contrario. 
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NUMERO DE ABOGADOS 12 18
RESPUESTA NUMERO DE ABOGADOS % 
SI PROTEGE A LOS TERCEROS ADQUIRIENTES 
DE BUENA FE 12 40.00% 
NO PROTEGE A LOS TERCEROS 
ADQUIRIENTES DE BUENA FE 18 60.00% 
TOTAL 30 100.0% 
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4.1.4. Encuesta Público General.-  
 
 4.1.4.1. Percepción del público General sobre los costos en  las trasferencia de un bien 
inmueble 
Tabla  14.-  Percepción del público general respecto a los costos de búsqueda y 
acreditación del derecho de propiedad del transferente 
 
 
Fuente: cuestionario aplicado al público en general 
 
La tabla 14; en cuanto a la percepción del público general respecto a los costos de 
búsqueda y acreditación del derecho de propiedad del transferente, el estudio nos indica que solo 
el 26.92 % del público desconoce las acciones que debe realizar antes de adquirir un bien 
inmueble; mientras que el 73.08 % del público si tiene conocimiento de las acciones previas a la 
adquisición de un bien inmueble.  
Así mismo en cuanto al contrato que se realizó de algún tercero ya sea un abogado  o una 
inmobiliaria para la correcta búsqueda de la propiedad que se va a adquirir el 45.38 % si contrato 
un tercero y en su mayoría fueron abogados, por otro lado el 54.62 % del Público entrevistados 







En este sentido el estudio nos demuestra que las personas que adquieren un nuevo 
inmueble si tiene conocimientos sobre cuáles son los pasos previos para ello, pues la mayoría del 
público encuestado considera que deben realizarse una búsqueda, posteriormente los tramites 
notarias registrales, tributarios y finalmente estaría el bien seguro en poder del nuevo propietarios, 
así mismo se evidencia que el público prefiere no contratar a terceros como abogados e 
inmobiliarias para la correcta búsqueda del bien ya sea para verificar que se encuentra libre de 
cargas y gravámenes, que no se encuentre en litigio o pleito pendiente, que el vendedor sea el 
verdadero propietario del bien entre otras, no obstante los que si recurren a terceros lo hacen en 
su mayoría a abogados.  
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Tabla  15.-  Percepción del público general respecto a los costos de cumplimiento de 
formalidades establecidas por la ley (trámites notariales y registrales) con respecto 
a dinero  
 
 
Fuente: cuestionario aplicado al público en general 
 
 
La tabla 15; en cuanto a la percepción del público general respecto a los costos 
monetarios de cumplimiento de formalidades notariales establecidas, el estudio nos indica que 
solo el 20.77 % del público considera que los costos de los derechos notariales tienen carácter 
económico; mientras que el 32.31% del público considera que son costosos; el 46.92 % considera 
que estos costos son razonables.  
Así mismo en cuanto a la percepción del público general respecto de los costos 
monetarios de cumplimiento de formalidades registrales establecidas; el estudio nos demuestra 
que solo el 15.38 % del público considera estos costos como económicos, mientras que el 42.31 




El estudio demuestra que la percepción que tiene el púbico con respecto al costo 
monetario de los trámites notariales y registrales que se requieren para transferir la propiedad, se 
les atribuyen el carácter de razonables, no obstante a una cantidad significativa del público que 
también los considera costosos lo que hace evidenciar que podría tomarse en cuenta como el 
factor económico de los encuetados; así mismo también hay un porcentaje minoritario que 
considera que los costos económicos para estos trámites son económicos. Por tanto sería necesario 













Tabla  16.-  Percepción del público general respecto a los costos de cumplimiento de 
formalidades establecidas por la ley (trámites notariales y registrales) con respecto 
a tiempo  
 
 
  Fuente: cuestionario aplicado al público en general 
 
La tabla 16; en cuanto a la percepción que tiene el público con respecto al costo- tiempo 
de cumplimiento de formalidades notariales establecidas, el estudio nos indica que el 52.31 % del 
público considera que los costos – tiempo de los derechos notariales tienen carácter factible; 
mientras que el 29.23 % del público considera que son complejos; el 46.92 % considera que estos 
son sencillos.  
Así mismo en cuanto a la percepción del público general respecto de los costos- tiempo 
de cumplimiento de formalidades registrales establecidas; el estudio nos demuestra que solo el 
27.69 % del público considera estos costos como sencillos, mientras que el 30.00 % de los 





El estudio demuestra que la percepción que tiene el púbico con respecto al costo – tiempo 
de los trámites notariales y registrales que se requieren para transferir la propiedad, se les 
atribuyen el carácter de factibles por  la mayoría de los encuestados, menor es la cantidad del 
público que los considera trámites complejos; y aun menor la cantidad de encuestados que los 
consideran tramites sencillos. Estos resultados dejan entrever que el costo, entendido en este 
apartado como el tiempo que se utiliza para realizar los trámites tanto notariales como registrales 
hasta que quede concluida la transferencia del bien inmueble son aceptados por el público 
encuestado en base a que son factibles, obteniendo seguridad jurídica en con una inversión menor 
de tiempo. 
 
Tabla  17.-  Percepción del público general respecto a la seguridad jurídica que 
brinda el contrato privado para transferir un bien inmueble  
 
 




La tabla 17; en cuanto a la percepción que tiene el público con respecto a la seguridad 
jurídica que brinda la celebración de un contrato privado de transferencia de propiedad inmueble 
entre los contratantes, el estudio nos indica que el 82.31  % del público considera que el solo 
contrato privado de transferencia no otorga seguridad jurídica en las transferencias de bienes 
inmuebles; mientras que el 17.69  % del público considera afirmativo que el contrato privado 
celebrado otorga la seguridad jurídica necesaria en las transferencias de un bien inmueble.  
 
  Interpretación: 
 
Del estudio se desprende que el público en su mayoría considera que la sola celebración de un 
contrato privado para la transferencias de un bien inmueble no otorga la seguridad jurídica que se 
requiere para este tipo de transferencias, por tanto se consideraría que el derecho del nuevo 
propietario no sería oponible erga omnes, por otro lado la minoría considera que el contrato 
privado si otorga la necesaria  seguridad jurídica para transferir un bien inmueble.  
 
Tabla  18.-  Percepción del público general respecto a la seguridad jurídica que 
brinda el registro para la transferencia de un bien inmueble  
 
 
 Fuente: cuestionario aplicado al público en general 
 
La tabla 18; en cuanto a la percepción que tiene el público con respecto a la seguridad 
jurídica que brinda el registro en la transferencia de propiedad inmueble entre los contratantes, el 
estudio nos indica que el 85.38  % del público considera que el registro si otorga seguridad jurídica 
en las transferencias de bienes inmuebles; mientras que el 16.62  % del público considera que el 





Del estudio se desprende que la mayoría del público considera que el registro otorga la seguridad 
jurídica necesaria para las transferencias de un bien inmueble, por tanto se consideraría que el 
derecho del nuevo propietario sería oponible erga omnes, por otro lado la minoría considera que 





 El estudio tuvo como objetivo principal determinar si es conveniente para la seguridad 
jurídica de las transferencias de propiedad inmueble la implementación de un registro constitutivo 
de la propiedad; para ello se utilizaron dos instrumentos de recolección de datos. El cuestionario, 
que recogió información en relación al público general, en cuanto a trámites previos a la 
adquisición de un bien inmueble; calificación de costos registrales y notariales, contratación de 
servicios de terceros (abogados – inmobiliarias) para la adquisición de un inmueble, calificación 
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en cuanto a costo-tiempo de los tramites notariales y registrales y acerca de la seguridad jurídica 
que brinda la celebración de un contrato privado y el registro de la adquisición en SUNARP. La 
guía de entrevista que fue dirigida a los jueces, registradores y abogados, tuvo el propósito de 
evaluar si con la implementación de un registro constitutivo de transferencia de la propiedad 
inmueble se contribuía a la seguridad jurídica del derecho de propiedad; si el sistema consensual 
actual regulado por el artículo 949 del código civil garantiza la seguridad jurídica en las 
transferencias de propiedad o de caso contrario presenta deficiencias; así mismo se evaluó si es 
que con el establecimiento de un sistema constitutivo se disminuiría la carga procesal que afronta 
actualmente el poder judicial y por el otro lado aumentaría la carga de Registros Públicos y 
finalmente si es necesaria el establecimiento de alguna reforma en el código civil vigente para 
generar mayor seguridad jurídica en las transferencias de propiedad inmueble evitando problemas 
como el caso de las dobles ventas, etc.  
 
 En referencia al primer objetivo específico que buscó demostrar si la seguridad jurídica 
en las transferencias de propiedad inmueble se garantiza con el actual sistema declarativo de 
propiedad. (CHANDUVÍ, 2017) Manifiesta que el Consensualismo de los contratos de 
compraventa de bienes inmuebles (contenido en el art. 949° del C.C.) afecta negativamente la 
Seguridad Jurídica de los contratantes, en la manera en que respalda una propiedad relativa, no 
asegurando la exclusión total del derecho de propiedad y oponibilidad del mismo frente a terceros, 
caracteres necesarios del derecho de propiedad, para ser considerado un derecho absoluto. Se 
analizaron las tablas 3, 8 y 13 y los gráficos 3, 8 y 13, resultando que el sistema consensual no 
asegura de manera definitiva el derecho de propiedad sobre los predios (oponibilidad ante terceros 
y seguridad jurídica), es un sistema muy flexible para la transferencia del derecho en mención y 
brinda poca seguridad jurídica al adquiriente del mismo en la medida que prioriza la dinámica del 
mercado frente a la seguridad jurídica estática de los derechos adquiridos, así mismo lo prescrito 
en el artículo 949 del código civil no garantiza la seguridad jurídica en la transferencia de la 
propiedad inmueble, generándose mayor controversia judicial existiendo pues la posibilidad de 
que se utilice este tipo de transferencias para evadir a los acreedores que actúan de buena fe, pues 
al asumir la propiedad por intercambio de voluntades esta obligación de inscribir en el registro se 
presta para realizar actos fraudulentos o simulados. Los resultados del estudio concuerdan con el 
articulo especializado de (VIDAL, 2010) “El sistema de transferencia de la propiedad inmueble 
en el derecho civil peruano”, llegando a la conclusión que en el artículo 949 del código civil, que 
rige el actual sistema de transferencia de la propiedad inmueble en el Perú, se evidencia el 
problema de la falta de publicidad en la adquisición de bienes inmuebles frente a terceros, 
respaldando la propiedad relativa, pues no permite excluir a todos a consecuencia no otorgando 
seguridad jurídica a las transferencias de bienes inmuebles; por tanto la hipótesis “El actual 
sistema declarativo de la propiedad no garantiza la seguridad jurídica en las transferencias 
de propiedad inmueble”. Se Acepta. 
 
El segundo Objetivo específico, buscó  determinar la necesidad de un cambio normativo 
en la legislación civil  y registral con la finalidad de implementar un sistema constitutivo en la 
transferencia de propiedad inmueble garantizando así la seguridad jurídica. (BRAVO, 2014), 
recomienda modificar el artículo 949 del código civil, con la finalidad que la transferencia de la 
propiedad inmobiliaria se perfeccione con la inscripción registral, es decir que la sola obligación 
de enajenar un bien inmueble no hace al acreedor propietario. Se tomó en cuenta los resultados 
descritos en la tabla 6 y el grafico 6 donde se manifiesta que la reforma legislativa es necesaria a 
nivel Civil como Registral, para poder dar solución a problemas de doble venta que vienen 
aconteciendo, como consecuencia de no inscribir las transferencias de un inmueble en el registro 
correspondiente, dado que nuestro sistema tiene como base el simple consenso, causando a su vez 
conflictos, que, finalmente terminan dilucidándose en el poder Judicial, en largos procesos y 
muchas veces en deterioro de los compradores que no inscribieron, los resultados obtenidos se 
pueden contrastar con la investigación titulada “Registro de la propiedad inmueble: la inseguridad 
jurídica del actual sistema registral peruano en la inscripción facultativa”  presentada por Luis 
Sánchez (2010), concluye que la modificación del artículo 949º del Código Civil, debe 
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consignarse con la siguiente redacción: Los derechos reales sobre inmuebles enajenados, solo se 
adquieren después de la inscripción en el registro de inmuebles de los referidos títulos, salvo 
disposición legal diferente o pacto en contrario‖; el régimen a que se refiere el párrafo anterior 
consiste en la obligatoriedad de la inscripción en el Registro inmobiliario para que puedan 
producir efectos jurídicos. El incumplimiento inscriptorio dará lugar a la responsabilidad civil 
respectiva por los daños y perjuicios ocasionados. Es por eso que la hipótesis “Si es necesario 
un cambio normativo  en la legislación civil y registral con la finalidad de implementar un 
sistema constitutivo en la transferencia de propiedad inmueble garantizando así la seguridad 
jurídica.”. Se Acepta.  
 
El tercer objetivo específico está orientado a establecer cuáles serían las consecuencias 
inmediatas que generaría la implementación de un sistema constitutivo de transferencia de la 
propiedad inmueble en comparación con el sistema declarativo de la propiedad inmueble. (LINO; 
2015) en su investigación “El establecimiento del carácter constitutivo de inscripción sobre 
transferencia de bienes inmuebles en el registro de predios garantiza la seguridad jurídica”,  llega 
a la conclusión que la seguridad jurídica inmobiliaria brinda certeza o ausencia de duda sobre las 
reglas existentes, certeza de las fuentes que proclama el registro, el tracto sucesivo, la 
especialidad, la calificación y la confianza, y ausencia de temor en el Derecho inmobiliario. La 
finalidad del Registro de Predios radica en la protección de los derechos de propiedad a través de 
la oponibilidad generada por la publicidad registral que esta institución otorga que genera 
seguridad jurídica sobre los derechos publicitarios. Las transferencias sobre bienes inmuebles se 
perfeccionan con su inscripción en el registro respectivo;  (ORTIZ; 2017) concluye que la 
seguridad que brinda el sistema declarativo es relativa, no absoluta; Donaires (2012) en su revista 
titulada "El principio del Consensualismo en el derecho de los contratos" refiere que el principio 
consensualista establecido en el Perú favorece la circulación de la riqueza y la utilización de los 
recursos materiales; pero es evidente que puede afectar la buena fe de los terceros en el caso de 
contratantes maliciosos; es por ello que se debería morigerar el Consensualismo con el realce del 
principio registral a fin de fomentar la circulación de la riqueza en un clima de seguridad jurídica. 
Se tomó en cuenta los resultados descritos en las tablas 5, 7, 9, 10, 12, 13 y los gráficos 5, 7, 9, 
10, 12, 13 donde se manifiesta que  el sistema constitutivo implica un mayor control en la validez 
y eficacia del proceso de transferencia del derecho de propiedad inmueble. Por tanto el estudio 
deja en evidencia que al establecerse un sistema constitutivo se generaría  mayor seguridad 
jurídica para los contratantes y para la ciudadanía en general, dado que permitiría una calificación 
registral más efectiva por la necesaria vinculación entre el análisis jurídico y la información 
gráfica catastral, evitando los errores o inexactitudes que son las que genera la inseguridad 
jurídica, reducción de los costos de transacción generados al momento de identificar al titular del 
bien cuando se realiza una compraventa, logro de un fluido tráfico de bienes en el mercado, el 
registro de este tipo de bienes evita los costos generados en la posesión, etc.;  en contraposición 
al sistema facultativo vigente, basado en la transferencia del derecho de propiedad inmueble por 
el mero consenso, el sistema constitutivo sería más seguro jurídicamente hablando más seguro; la 
precariedad formal del mero consenso es ciertamente incompatible, no solo con las exigencias de 
un sistema constitutivo, sino con el propio sistema facultativo vigente (recordemos que el acceso 
al registro se da a través de un título auténtico que por regla general debe ser un instrumento 
público, cuya obtención es costosa para la mayoría de personas), lo cual genera un alto porcentaje 
de actos de transferencia de propiedad inmueble no inscritas que calzan precisamente con el actual 
sistema facultativo en el que, como sabemos, no se exige la inscripción para adquirir el derecho 
de propiedad inmueble. La idea de implantar el sistema constitutivo es que teniendo un catastro 
moderno y bien implementado haga más rápidas y seguras las transferencias a través del registro 
de predios y no a espaldas del mismo. Los resultados obtenidos se asemejan los de (ALIAGA, 
2012), en su tesis titulada “La desnaturalización de la finalidad del registro de propiedad inmueble 
en el Perú” donde concluye lo siguiente;  la finalidad del Registro de Predios radica en la 
protección de los derechos de propiedad a través de la oponibilidad generada por la publicidad 
registral que esta institución otorga, que genera seguridad jurídica (predictibilidad) sobre los 
derechos publicitados; es por ello que la hipótesis “la implementación de un sistema constitutivo 
en la transferencia de propiedad inmueble generaría oponibilidad frente a terceros y seguridad 
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jurídica respecto al derecho de propiedad toda vez que con la aplicación del sistema declarativo 
no se otorga seguridad jurídica ni se salvaguarda el derecho de propiedad”. Se acepta. 
 
 
 El cuarto objetivo radicó en determinar si los costos de implementación de un registro 
constitutivo benefician a la seguridad jurídica de la transferencia de propiedad inmueble en el 
Perú, (BULLARD, 2004) en su artículo denominado “La propiedad inconclusa” nos dice que, Si 
los derechos no son percibidos como claramente definidos, entonces es más costoso contratar 
sobre ellos. La incertidumbre es económicamente un costo que se mide en función del riesgo de 
perder mi derecho. Cuando contrato sobre un bien inscrito y con un derecho bien definido, el 
riesgo disminuye. Al haber menos costo, por simple aplicación de la ley de oferta y demanda, la 
cantidad demandada aumenta. Si el “precio de la incertidumbre” es menor, entonces los costos de 
transacción son menores. En consecuencia hay más contratos, mayor circulación de la riqueza y 
con ello mayor bienestar. Este es el principio que está detrás de la primera formulación del 
Teorema de Coase. Según la primera formulación del Teorema de Coase, si los costos de 
transacción son iguales a cero (o son bajos), no importa la regla legal a aplicarse para llegar a la 
solución eficiente, lo que equivale a decir que no importa a quién le des la propiedad, pues 
mediante intercambios en el mercado está llegará a manos de quien más la valoriza. Se tomó en 
cuenta las tablas 14, 15, 16 y los gráficos 14,15, 16; donde se manifiesta que los costos en que se 
incurre para la búsqueda y acreditación del derecho de propiedad del transferente y los de 
cumplimiento de formalidades establecidas por la ley (trámites notariales y registrales) con 
respecto a tiempo, son considerados por el público general con carácter de razonables, ello quiere 
decir que tanto las tarifas como el factor tiempo que se emplea en los tramites notarias como 
registrales y de búsqueda son aceptados por el público, en este misma línea de ideas hay tomar en 
cuenta que prefieren realizar en estos costos pues les traerá como consecuencia la seguridad 
necesaria para su propiedad adquirida, estos resultados concuerdan con la investigación de Bullar 
Gonzales, donde menciona que, un predio, por el valor que tiene, justifica una mayor inversión 
en seguridad para evitar una pérdida económica importante al titular si no pudiera excluir a un 
tercero. Entonces gastar en un registro aparece como justificado. A ello hacen mayor referencia 
(COOTER & ULEN, 2004) al mencionar que “El derecho de propiedad debe elaborar entonces 
algunas reglas que balanceen los impedimentos al comercio creados por la incertidumbre de la 
propiedad, con el costo del mantenimiento de un sistema de verificación. Para los bienes costosos 
tales como casas y automóviles, la ley reduce las incertidumbres que afectan al comercio 
proveyendo de un sistema para el registro de los títulos, y por lo general obliga a que todas las 
ventas se hagan mediante el proceso de registro, negándose a proteger las transacciones de estos 
bienes que no se registren. Pero en el caso de transacciones pequeñas, el costo de mantener un 
sistema de verificación superaría al beneficio derivado de la reducción del riesgo”, es por ello que 
la hipótesis “Los costos de implementación de un registro constitutivo si beneficiarían a la 




















1. La inscripción constitutiva garantiza la seguridad jurídica toda vez que otorga mayor 
certeza y estabilidad jurídica en las transferencias de la propiedad inmueble, por ende, es 
que propone que se regule principalmente aspectos notariales y registrales, respecto al 
tratamiento del sistema de inscripción en materia inmobiliaria. 
 
2. El actual sistema declarativo de Transferencia de propiedad inmueble, ofrece un nivel de 
seguridad jurídica relativa, no asegurando la exclusión total del derecho de propiedad y 
oponibilidad del mismo frente a terceros, caracteres necesarios del derecho de propiedad, 
para ser considerado un derecho absoluto, asi mismo es un sistema muy flexible para la 
transferencia del derecho en mención y brinda poca seguridad jurídica al adquiriente del 
mismo en la medida que prioriza la dinámica del mercado frente a la seguridad jurídica 
estática de los derechos adquiridos. 
 
3. Lo prescrito en el artículo 949 del código civil que rige el sistema de transferencia de los 
bienes inmuebles en el Pero, no garantiza la seguridad jurídica en la transferencia de la 
propiedad inmueble, generándose mayor controversia judicial existiendo la posibilidad 
de que se utilice este tipo de transferencias para evadir a los acreedores que actúan de 
buena fe, pues al asumir la propiedad por intercambio de voluntades esta obligación de 
inscribir en el registro se presta para realizar actos fraudulentos o simulados. 
 
4. Es necesaria una reforma legislativa a nivel Civil y Registral, para poder dar solución a 
problemas de doble venta que vienen aconteciendo, como consecuencia de no inscribir 
las transferencias de un inmueble en el registro correspondiente, dado que nuestro sistema 
tiene como base el simple consenso, causando a su vez conflictos, que, finalmente 
terminan dilucidándose en el poder Judicial. 
 
5. De establecerse un sistema Constitutivo en la transferencia de la propiedad inmueble, el 
100.0 %  de los Registradores Públicos entrevistados consideran que aumentaría la carga 
registral en SUNARP, así mismo el 85.0 % de los jueces entrevistados consideran que 





















1. es recomendable realizar más análisis dogmáticos del tema referido al sistema de 
transmisión de propiedad inmueble en el Perú, debido a que es un tema de gran 
importancia para la convivencia de la sociedad. 
 
2. Se recomienda implementar y regular de un modo más completo y preciso al artículo 949  
del código civil, a fin de establecer el carácter constitutivo de la propiedad inmueble y no 
dejar a criterio de los ciudadanos de inscribir o no la propiedad inmueble que adquieren. 
 
3. Se recomienda respecto a los operadores registrales y notariales que realicen 
capacitaciones con el objeto de transmitir y sensibilizar a la comunidad respecto a la 
importancia que tiene la inscripción de sus propiedades inmuebles, a fin de evitar posibles 
conflictos que genera la inscripción registral declarativa, a su vez se recomienda que 
brinden una información  oportuna respecto a los tramites sobre el registro de sus 
propiedades inmuebles para evitar posibles litigio. 
 
4. Es recomendable que SUNARP (superintendencia nacional de los registros públicos) 
brinde charlas informativas a la sociedad en general sobre la gran importancia de la 
adquisición de los bienes inmuebles y la seguridad que puede otorgar la inscripción 
registral en las transferencias inmobiliarias. 
 
5. Se recomienda a los abogados asesores, como a los notarios del país informar a los 
interesados en realizar una futura adquisición, acerca de los nuevos requisitos y 
formalidades a seguir a fin de que puedan adquirir con total seguridad el bien inmueble 





































Transferencia de la propiedad 
inmueble: 
 
La sola obligación de enajenar un inmueble 
determinado hace al acreedor propietario de 
él, salvo disposición legal diferente o pacto en 
contrario.  
 
Transferencia de la propiedad 
inmueble: 
 
La inscripción en el registro otorga al acreedor 
el derecho de propiedad sobre el bien 
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ANEXO N° 01: MATRIZ BÁSICA DE CONSISTENCIA 
 
Título del Proyecto: “La Seguridad Jurídica De La Transferencia De Propiedad Inmueble Ante La Existencia De Un Registro Constitutivo De La Propiedad” 
 
Nombre del Tesista: Fátima del Rosario Fernández Cortéz 
 
 
 PREGUNTAS HIPOTESIS OBJETIVOS 
 
GENERAL 
¿De qué manera es conveniente 
para la seguridad jurídica de las 
transferencias de propiedad 
inmueble la implementación de un 
registro constitutivo de la 
propiedad? 
Es conveniente establecer un 
sistema constitutivo de la 
propiedad porque garantizaría de 
manera total la seguridad 
jurídica de las transferencias de 
propiedad inmueble. 
Determinar si es conveniente para la 
seguridad jurídica de las 
transferencias de propiedad inmueble 
la implementación de un registro 
constitutivo de la propiedad. 
 
ESPECIFICA 1 
¿Se garantiza la seguridad jurídica 
en las transferencias de propiedad 
inmueble con el actual sistema 
declarativo de propiedad? 
El actual sistema declarativo de 
la propiedad no garantiza la 
seguridad jurídica en las 
transferencias de propiedad 
inmueble. 
Demostrar si la seguridad jurídica en 
las transferencias de propiedad 
inmueble se garantiza con el actual 
sistema declarativo de propiedad. 
 
ESPECIFICA 2 
¿Es necesario un cambio 
normativo en la legislación civil y 
registral con la finalidad de 
implementar un sistema 
constitutivo en la transferencia de 
Si es necesario un cambio 
normativo  en la legislación civil 
y registral con la finalidad de 
implementar un sistema 
Determinar la necesidad de un 
cambio normativo en la legislación 
civil  y registral con la finalidad de 
implementar un sistema constitutivo 
en la transferencia de propiedad 
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propiedad inmueble garantizando 
así la seguridad jurídica? 
constitutivo en la transferencia de 
propiedad inmueble garantizando 
así la seguridad jurídica. 
inmueble garantizando así la 







¿Cuáles serían las consecuencias 
inmediatas que generaría la 
implementación de un sistema 
constitutivo de la propiedad 
inmueble en comparación con el 
sistema declarativo de la propiedad 
inmueble? 
La implementación de un 
sistema constitutivo en la 
transferencia de propiedad 
inmueble generaría oponibilidad 
frente a terceros y seguridad 
jurídica respecto al derecho de 
propiedad toda vez que con la 
aplicación del sistema 
declarativo no se otorga 
seguridad jurídica ni se 




Establecer cuáles serían las 
consecuencias inmediatas que 
generaría la implementación de un 
sistema constitutivo de transferencia 
de la propiedad inmueble en 
comparación con el sistema 







¿Los costos de implementación de 
un registro constitutivo benefician 
a la seguridad jurídica de la 
transferencia de propiedad 
inmueble en el Perú?  
 
 
Los costos de implementación de 
un registro constitutivo si 
beneficiarían a la seguridad 
jurídica de las transferencias de 
propiedad inmueble en el Perú 
 
Determinar si los costos de 
implementación de un registro 
constitutivo benefician a la seguridad 
jurídica de la transferencia de 







ANEXO N° 02: ENCUESTA JUECES 
 
ENCUESTA - JUECES 
 
Entrevistado: ……………………………………………………………………..………….. 




Pregunta 1.- ¿Considera usted que la implementación de un sistema constitutivo en las 
transferencias de bienes inmuebles contribuye a la seguridad jurídica respecto al derecho de 
propiedad? 






Pregunta 2.-  Tal como lo prescribe el artículo 949 del código civil ¿Cree usted que garantiza la 
seguridad jurídica en las transferencias de propiedad?  






Pregunta 3.- ¿Considera que nuestro actual sistema de transferencia de propiedad es deficiente?, 
señale algunas de las deficiencias. 






Pregunta 4.- ¿Cree Usted que disminuiría la carga procesal del poder judicial si se estableciera el 
Sistema Constitutivo en la transferencia de propiedad? 
                    Sí                                                                           No  
Instrucciones: La presente encuesta está formada por cinco preguntas, referente al tema 
de la seguridad jurídica en las transferencias de propiedad inmueble que generaría la 
existencia de un sistema constitutivo de la propiedad. 
A cada pregunta se contestará con SI o NO trazando una X sobre el recuadro, así mismo 










Pregunta 5.- ¿Cuál considera usted que debería ser la solución a nivel legislativo para que 
disminuya el problema de la doble venta inmobiliaria por parte de un mismo enajenante? 
 






























ANEXO N° 03: ENCUESTA REGISTRADORES 
ENCUESTA - REGISTRADORES 
 
Entrevistado: ……………………………………………………………………..………….. 




Pregunta 1.- ¿Considera usted que la implementación de un sistema registral constitutivo en las 
transferencias de bienes inmuebles contribuye a la seguridad jurídica respecto al derecho de 
propiedad? 






Pregunta 2.-  ¿Cree usted se garantiza la seguridad jurídica y la oponibilidad frente a terceros 
respecto al derecho de propiedad en las transferencias de bienes inmuebles con el actual sistema 
declarativo?  






Pregunta 3.- ¿Considera usted que el sistema registral declarativo ha desarrollado aspectos 
negativos respecto a la inscripción de las transferencias de bienes inmuebles en SUNARP 
evitando los costos de transacción? 






Pregunta 4.- Con la implementación del sistema constitutivo de inscripción ¿Aumentaría el grado 
de confianza a la información que emite SUNARP en la actualidad? 
                    Sí                                                                           No  
…………………………………………………………………………………………………………………………………………………
…………………………………………………………………………………………………………………………………………………
Instrucciones: La presente encuesta está formada por seis preguntas, referente al tema de 
la seguridad jurídica en las transferencias de propiedad inmueble que generaría la 
existencia de un sistema constitutivo de la propiedad. 
A cada pregunta se contestará con SI o NO trazando una X sobre el recuadro, así mismo 








Pregunta 5.- ¿Cree Usted que aumentaría la carga registral de SUNARP si se estableciera el 
Sistema Constitutivo en la transferencia de propiedad? 







Pregunta 6.- ¿SUNARP cuenta con los mecanismos necesarios ante la implementación de un 
sistema constitutivo en la transferencia de propiedad? 



























ANEXO N° 04: ENCUESTA ABOGADOS  
ENCUESTA - ABOGADOS 
 
Entrevistado: ……………………………………………………………………..………….. 




Pregunta 1.- ¿Considera usted que la implementación de un sistema constitutivo en las 
transferencias de propiedad incide de forma positiva en la protección de dicho bien jurídico? 






Pregunta 2.- ¿Cuáles cree usted que serían las consecuencias inmediatas de establecer el sistema 
constitutivo de transferencia de la propiedad?; ¿impactarían positivamente? 
 







Pregunta 3.- ¿Cree usted que el Poder Judicial otorgaría tutela judicial efectiva al adquiriente de 
un bien inmueble que no inscribió su derecho frente  a un tercero con derecho inscrito? 
 













Instrucciones: La presente encuesta está formada por seis preguntas, referente al tema de 
la seguridad jurídica en las transferencias de propiedad inmueble que generaría la 
existencia de un sistema constitutivo de la propiedad. 
A cada pregunta se contestará con SI o NO trazando una X sobre el recuadro, así mismo 
sobre las líneas punteadas se argumentará el PORQUE de la respuesta. 
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Pregunta 4.- ¿Considera usted que el sistema consensual de transmisión de propiedad inmueble 
es deficiente para proteger a terceros adquirientes de buena fe? 
 






Pregunta 5.-  De acuerdo a su experiencia ¿En nuestro distrito judicial se han dado sentencias 
favorables al adquiriente de un bien inmueble, frente a terceros con derecho inscrito? 
 


























ANEXO N° 05: ENCUESTA PUBLICO GENERAL   




Grado académico: ………………………………………..….………................................. 
Fecha…………………………………………………………………………………………… 
 
Pregunta 1.- ¿Sabe usted que acciones debe realizar antes de adquirir un bien inmueble?: 
                    Sí                                                                         
        No  
Pregunta 2.- si en la anterior pregunta marco “si”, indique cuales: 
                    Cargas y Gravámenes                                                                                                   
        Acreditación del derecho de propiedad 
                    Todos 
       Otros 
Pregunta 3.- considera usted que los costos de los derechos notariales para la adquisición de un 
bien inmueble en cuanto a tiempo y dinero son: 
                    Costoso                                                                                                   
        Económico 
                    Razonable 
Pregunta 4.- considera usted que los costos de los derechos registrales para la adquisición de un 
bien inmueble en cuanto a tiempo y dinero son: 
                    Costoso                                                                                                   
        Económico 
                    Razonable 
Pregunta 5.- ¿ha contratado usted servicios de terceros ya asea abogados o inmobiliarias para la 
correcta búsqueda de la propiedad a adquirir?: 
                    Sí                                                                         
        No  
 
 
Instrucciones: La presente encuesta está formada por diez preguntas, referente al tema de 
la seguridad jurídica en las transferencias de propiedad inmueble que generaría la 
existencia de un sistema constitutivo de la propiedad. 
A cada pregunta se contestará marcando la alternativa conforme a su criterio. 
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Pregunta 6.- si en la anterior pregunta marco “si”, indique cuales: 
                    Abogados                                                                                                   
        Inmobiliaria 
Pregunta 7.- considera que el trámite notarial para transferir la propiedad inmueble en el Perú 
es: 
                    Complejo                                                                                                   
        Factible 
          Sencillo 
Pregunta 8.- considera que el trámite registral para transferir la propiedad inmueble en el Perú 
es: 
                    Complejo                                                                                                   
        Factible 
          Sencillo 
Pregunta 9.- debido a los costos registrales y notariales que genera adquirir un bien inmueble en 
el Perú ¿prefiere usted adquirirla solo en consenso directo con el vendedor?: 
                    Sí                                                                         
        No  
Pregunta 10.- ¿cree usted que un contrato privado de transferencia de propiedad brinda la misma 
seguridad que la inscripción de su transferencia en registros públicos?: 
                    Sí                                                                         
        No  
 




Firma del entrevistado 
 
